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AGENDA 
 
PARTE I 
 
La Parte I de la reunión de la Comisión Especial tendrá lugar en La Haya desde el 
miércoles 1 al viernes 10 de junio de 2011. 
 
La agenda propuesta será seguida con un cierto grado de flexibilidad y podrá sufrir 
modificaciones a lo largo de las discusiones de la Comisión Especial.  
 
En general, las sesiones comenzarán a las 9.30 a.m. y finalizarán a las 6.00 p.m., con un 
receso para el almuerzo de 1.00 p.m. a 2.30 p.m. Los recesos para el café normalmente serán 
de 11.00 a.m. a 11.15 a.m. y los recesos para el té de 4.00 p.m. a 4.15 p.m 

 
Durante la reunión de la Comisión Especial se conformará un grupo asesor para asistir en 
la preparación del borrador de Conclusiones y Recomendaciones, cuya adopción será 
objeto de examen durante la última jornada. Se espera que este grupo se reúna 
regularmente durante la reunión, y algunas veces por las noches.  
 
 

Miércoles 1 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
10.00 a.m. Apertura de la Comisión especial a cargo del Sr. Paul Vlas, 

Presidente de la Netherlands Standing Government Committee 
on Private International Law (Comisión de Estado Permanente 
de Derecho Internacional Privado de los Países Bajos) 

  
 Elección del Presidente y de los Vicepresidentes de la Comisión 

Especial 
  
 Palabras de bienvenida a cargo del Sr. Hans van Loon, 

Secretario General 
  
 Introducción al proyecto de agenda y documentación a cargo 

del Sr. William Duncan, Secretario General Adjunto 
  
 Adopción de la agenda 
  
 Estado de los Convenios de La Haya de 1980 y 1996  
  
 Alentar más ratificaciones y adhesiones 
  
 Uso de la Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de 

La Haya de 1980 sobre Sustracción de Menores: Parte II – 
Medidas de Aplicación 
 

 Introducción al estudio estadístico de casos del año 2008 en 
virtud del Convenio de La Haya de 1980 – Sr. Nigel Lowe, 
Profesor de Derecho en la Facultad de Derecho de Cardiff, 
Universidad de Gales (Docs. Prel. nros. 8 A, 8 B y 8 C) 
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1. COOPERACIÓN ENTRE LAS AUTORIDADES CENTRALES EN VIRTUD DEL 
CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 (INCLUÍDO EL USO DE LA INFORMÁTICA) 

 
Tarde 
 
 Formas y modos de contacto, capacidad de respuesta y 

celeridad en el inicio o facilitación de los procedimientos de 
restitución 

  
 Uso de formularios estandarizados (formulario revisado para 

solicitudes de restitución) (Doc. Info nro. 4)  
  
 Intercambio de información (uso del perfil de país 

estandarizado) (Doc. Info nro. 2) 
  
 Mantenimiento de estadísticas (INCASTAT) 
  
6.00 p.m. Cóctel de bienvenida ofrecido por la Oficina Permanente en el 

Edificio de la Academia 
 
 

Jueves 2 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
2. PROCESAMIENTO DE SOLICITUDES DE RESTITUCIÓN POR LAS AUTORIDADES 

CENTRALES EN VIRTUD DEL CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 
 
 Localización del niño 
  
 Promover acuerdos (ver también la Guía de Buenas Prácticas de 

Mediación en virtud del Convenio de La Haya de 1980) 
  
 Facilitar comunicaciones judiciales (Nota: Ver también ítem 13) 
  
 Facilitar el regreso seguro (Nota: Ver también ítem 7) 
  
 Cuestiones de inmigración 
  
 Otras cuestiones relativas al procesamiento de las solicitudes 
  
 Uso de la Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La 

Haya de 1980 sobre Sustracción de Menores: Parte I – Práctica 
de las Autoridades Centrales 

 
3. ROL DE LA AUTORIDAD CENTRAL EN VIRTUD DEL CONVENIO DE LA HAYA 

DE 1996 (DOC. PREL. NRO. 4, CAPÍTULO 11) 
 
4. ENTRENAMIENTO Y HERMANAMIENTO DE LAS AUTORIDADES CENTRALES EN 

VIRTUD DE LOS CONVENIOS DE LA HAYA DE 1980 Y 1996 
 
Nota: El rol de la Oficina Permanente en la provisión de asistencia técnica y 

entrenamiento será retomado nuevamente en la Parte II de la reunión de la 
Comisión Especial. 
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Tarde 
 
5. REUNIONES Y TRABAJO EN RED ENTRE LAS AUTORIDADES CENTRALES EN 

VIRTUD DE LOS CONVENIOS DE LA HAYA DE 1980 Y 1996 
 
 El uso de la informática para apoyar el trabajo en red 

 
6. SOLICITUDES DE VISITA / CONTACTO EN VIRTUD DE LOS CONVENIOS DE 

LA HAYA DE 1980 Y 1996 
 
 Relación entre el Convenio de La Haya de 1980 y 1996 
  
 Servicios y equipamiento facilitados por las Autoridades Centrales 
  
 Cuestiones procesales, incluidos los costos 
  
 Facilitación del contacto internacional (cuestiones de visas, etc.) 
  
 Contacto en el contexto de los procedimientos de restitución 
  
 Uso de Principios Generales y Guías de Buenas Prácticas 

 
Nota: Las cuestiones relativas al contacto en el contexto de la reubicación familiar 

internacional serán abordadas en la Parte II de la reunión de la Comisión Especial. 
 
 

Viernes 3 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
7. ALEGACIONES DE VIOLENCIA DOMÉSTICA Y PROCEDIMIENTOS DE 

RESTITUCIÓN (DOC. PREL. NRO. 9) 
 
 Investigación y jurisprudencia 
  
 Cuestiones probatorias 
  
 Definición de violencia doméstica y su relación con el Artículo 

13 b) del Convenio de La Haya de 1980 
  
 Relevancia de la capacidad del Estado de residencia habitual del 

niño para brindar protección  
  
 Organización y ejecución de medidas de protección para permitir 

el regreso seguro del niño y el progenitor que lo acompaña 
  
 Promoción de la consistencia de las prácticas judiciales 
  
 Seguimiento e intercambio de información 
  
 Relevancia del Convenio de La Haya de 1996 
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Tarde 
 
8. CUESTIONES DE ACCESO A LA JUSTICIA Y TRATO JUSTO 
 
 El demandante en los procedimientos de restitución 
  
 El demandado en los procedimientos de restitución 
  
 Las partes en los procedimientos posteriores al regreso del niño 
  
 El rol de las Autoridades Centrales 
  
 Acceso a la justicia en el contexto del Convenio de La Haya de 

1996 
 
9. DISCUSIÓN SOBRE LA JURISPRUDENCIA RELATIVA AL CONVENIO DE LA 

HAYA DE 1980 – INTERPRETACIÓN DE CONCEPTOS CLAVE 
 
 Abbott 
  
 Neulinger y Raban 
  
 Otros 

 
10. LA VOZ/OPINIÓN DEL NIÑO EN EL PROCEDIMIENTO DE RESTITUCIÓN Y EN 

OTROS PROCEDIMIENTOS 
 
 Impacto de los desarrollos nacionales e internacionales 

 
11. USO DE OTRAS GUÍAS DE BUENAS PRÁCTICAS 
 
 Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La Haya de 

1980 sobre Sustracción de Menores: Parte III – Medidas de 
Prevención 

  
 Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La Haya de 

1980 sobre Sustracción de Menores: Parte IV - Ejecución  
  
6.00-8.00 p.m. Recepción ofrecida por el Gobierno de Canadá, en la residencia 

del Embajador de Canadá (se brindará transporte hacia y 
desde la recepción) 

 
 

Sábado 4 de junio de 2011 

 
Mañana solamente 
 
12. CONSIDERACIÓN DEL BORRADOR DE MANUAL PRÁCTICO DEL CONVENIO 

DE LA HAYA DE 1996 (DOC. PREL. NRO. 4) 
 
 Introducción, objetivos y metodología 
  
 Comentarios generales 
  
 Revisión capítulo por capítulo 
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Lunes 6 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
12. CONSIDERACIÓN DEL BORRADOR DE MANUAL PRÁCTICO DEL CONVENIO 

DE LA HAYA DE 1996 (CONT.) (DOC. PREL. NRO. 4) 
 
 Revisión capítulo por capítulo (cont.) 

 
Tarde 
 
 Revisión capítulo por capítulo (cont.) 
  
 Seguimiento  
  
 Forma en que se va a publicar el manual 
  
 Actualización del manual 
  
 La elaboración de formularios estandarizados para el Convenio de 

La Haya de 1996 
  
 Extensión de INCADAT e INCASTAT al Convenio de La Haya de 

1996 
 
 

Martes 7 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
13. RED JUDICIAL Y COMUNICACIONES JUDICIALES DIRECTAS (DOCS. PREL. 
NROS. 3 A, 3 B y 3 C) 
 
 Introducción al informe 
  
 Progreso desde la última reunión de la Comisión Especial llevada 

a cabo en 2006 
  
 Desarrollo de la Red Internacional de Jueces de La Haya (IHNJ) 
  
 Discusión de los Principios: 

 
- reglas emergentes 
- salvaguardas comunmente aceptadas 
- base jurídica 
 

 Posible desarrollo de reglas vinculantes 
 
Tarde 
 
 Artículo 15 
  
 Uso de herramientas informáticas para apoyar el trabajo en red 

y las comunicaciones 
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 Rol del Boletín de los Jueces sobre Protección Internacional de 
Niños 

  
 Conferencias y reuniones judiciales 
  
6.00-8.00 p.m. Recepción ofrecida por el Gobierno de los Países Bajos en el 

Edificio de la Academia 
 

Miércoles 8 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
14. CONSIDERACIÓN DEL BORRADOR DE LA GUÍA DE BUENAS PRÁCTICAS 

SOBRE MEDIACIÓN EN VIRTUD DEL CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 (DOC. 
PREL. NRO. 5) 

 
 Introducción, objetivos y metodología 
  
 Comentarios generales 
  
 Revisión capítulo por capítulo del borrador de la Guía de Buenas 

Prácticas sobre Mediación 
 
Tarde 
 
 Revisión capítulo por capítulo del borrador de la Guía de Buenas 

Prácticas sobre Mediación (cont.) 
 
 

Jueves 9 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
14. CONSIDERACIÓN DEL BORRADOR DE LA GUÍA DE BUENAS PRÁCTICAS 

SOBRE MEDIACIÓN EN VIRTUD DEL CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 
(CONT.) (DOC. PREL. NRO. 5) 

 
 Revisión capítulo por capítulo del borrador de la Guía de Buenas 

Prácticas sobre Mediación (cont.) 
  
 Seguimiento 
  
 Posible desarrollo de reglas vinculantes 

 
Tarde 
 
15. LOS PRINCIPIOS SOBRE MEDIACIÓN DESARROLLADOS EN EL CONTEXTO 

DEL PROCESO DE MALTA (DOC. PREL. NRO. 6) 
 
 Introducción y objetivos de los principios 
  
 Discusión de los principios 
  
 El punto de contacto central 
  
 Próximos pasos y el futuro del Grupo de Trabajo 
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Viernes 10 de junio de 2011 

 
Mañana 
 
17. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA PARTE I 
 
 Finalización de cualquier asunto inconcluso 
  
 Discusión de las Conclusiones y Recomendaciones y de la agenda 

de la Parte II de la Comisión Especial de 2012 
 
La reunión concluirá a las 2.00 p.m. como máximo. 
 
 
PARTE II 
 
La Parte II de la reunión de la Comisión Especial tendrá lugar en La Haya, desde el 
martes 24 de enero hasta el miércoles 1 de febrero de 2012 (tentativamente). 
 
La Parte II de la reunión de la Comisión Especial tendrá como eje principal la cuestión de 
la viabilidad y conveniencia de un Protocolo al Convenio de La Haya de 1980. 
 
Además, se considerarán asuntos de reubicación familiar internacional, el futuro del 
Proceso de Malta y el rol de la Oficina Permanente en el apoyo y monitoreo de los 
Convenios de La Haya de 1980 y 1996, incluyendo la provisión de asistencia técnica y 
entrenamiento. 



 

INFORME DE LA PARTE I DE LA SEXTA REUNIÓN DE LA 
COMISIÓN ESPECIAL SOBRE EL FUNCIONAMIENTO PRÁCTICO DEL  

CONVENIO DE LA HAYA DE 1980 SOBRE SUSTRACCIÓN DE MENORES Y DEL 
CONVENIO DE LA HAYA DE 1996 SOBRE PROTECCIÓN DE NIÑOS 

(1-10 DE JUNIO DE 2011) 
 

redactado por la Oficina Permanente 
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Introducción  

1. A fin de preparar la Sexta Reunión de la Comisión Especial sobre el funcionamiento 
práctico del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de 
la Sustracción Internacional de Menores (el Convenio de 1980) y del Convenio de La 
Haya de 19 de octubre de 1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el 
Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y 
de Medidas de Protección de los Niños (el Convenio de 1996), se decidió que las materias 
que debían abordarse eran demasiado extensas para una reunión. Por primera vez, se 
tomó la decisión excepcional de dividir la reunión de la Comisión Especial en dos partes 
separadas: la primera parte tendría lugar desde el 1 hasta el 10 de junio de 2011 y la 
segunda parte tendría lugar siete meses después, desde el 25 hasta el 31 de enero de 
2012. 
 
2. La Parte I de la Comisión Especial (“la Comisión Especial de 2011 (Parte I)”) abordó 
principalmente el funcionamiento práctico de los Convenios, incluidas las actividades de 
las Autoridades Centrales, el proyecto de Manual Práctico sobre el Convenio de 1996 
(Doc. Prel. Nº 4), las comunicaciones judiciales y la red de jueces (Docs. Prel. Nº 3 A, 
3 B y 3 C) y el proyecto de Guía de Buenas Prácticas sobre Mediación en virtud del 
Convenio de La Haya de 1980 (Doc. Prel. Nº 5). A fin de preparar la Parte I, la Oficina 
Permanente realizó consultas a los Estados parte del Convenio de 1980 al igual que a los 
Miembros de la Conferencia de La Haya, haciendo circular en noviembre de 2010 un 
cuestionario sobre los aspectos específicos del funcionamiento práctico del Convenio de 
1980 y del Convenio de 1996 (Doc. Prel. Nº 1) (Cuestionario I)1. 
 
3. Inicialmente, se decidió que la Parte II de la Comisión Especial (“la Comisión 
Especial de 2012 (Parte II)”) consideraría principalmente la cuestión de la viabilidad y 
conveniencia de un Protocolo al Convenio de 1980, que permitiera que la Comisión 
Especial se viera influenciada por los debates provenientes de la Parte I relativos al 
funcionamiento práctico de los Convenios de 1980 y 1996 antes de determinar qué tipos 
de normas auxiliares podrían ser necesarias a fin de mejorar el funcionamiento del 
Convenio. Con vistas a la Parte II, en diciembre de 2010, la Oficina Permanente hizo 
circular entre los Estados parte y los Miembros de la Conferencia de La Haya un 
cuestionario sobre la viabilidad y conveniencia de un Protocolo al Convenio de La Haya de 
1980 (Doc. Prel. Nº 2)2 a efectos de interrogar acerca de diversos temas que podrían 
incluirse en un protocolo. La Oficina Permanente también preparó un informe preliminar 
con anterioridad a la Parte I (Doc. Prel. Nº 7)3, que describe en detalle la historia de la 

                                                 
1 “Cuestionario sobre el funcionamiento práctico del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores y del Convenio de La Haya de 19 de octubre de 
1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia 
de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de los Niños”, Doc. Prel. Nº 1 de noviembre de 2010 a 
la atención de la Comisión Especial de junio de 2011, disponible en el sitio web de la Conferencia de La Haya 
< www.hcch.net >, “Sección Sustracción de Niños” y “Comisiones Especiales sobre el funcionamiento práctico 
del Convenio”. Cabe destacar que el Doc. Prel. Nº 1 de noviembre de 2010 se hizo circular entre todos los 
Órganos Nacionales y de Contacto de los Miembros de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado, al igual que entre los Estados contratantes no miembros de los Convenios de 1980 y 1996. Por lo 
tanto, la referencia a los “Estados” en el contexto de las respuestas al Doc. Prel. Nº 1 incluirá, cuando 
corresponda, a los Estados miembros contratantes del los Convenios de 1980 y/o 1996, los Estados no 
miembros contratantes de los Convenios de 1980 y/o 1996 y la Unión Europea. (Asimismo, en ocasiones, puede 
hacer referencia a los Estados miembros no contratantes, principalmente, con relación a las preguntas relativas 
al Convenio de 1996 respecto de las cuales los Miembros que son Estados contratantes del Convenio de 1980 
puedan haber realizado comentarios.) Las respuestas de los Estados al Cuestionario I se encuentran recopiladas 
en el Doc. Prel. Nº 10 de mayo de 2011 y pueden consultarse en forma individual en el sitio web de la 
Conferencia de la Haya ibíd. La respuesta de Sudáfrica al Cuestionario I se recibió una vez que la recopilación 
ya estaba preparada y se encuentra disponible en forma separada en el sitio web de la Conferencia de La Haya. 
2 “Cuestionario sobre la viabilidad y conveniencia de un Protocolo al Convenio de La Haya de 25 de octubre de 
1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores”, Doc. Prel. Nº 2 de diciembre de 
2010 a la atención de la Comisión Especial de junio de 2011. Disponible en el sitio web de la Conferencia de La 
Haya ibíd. 
3 “Consultas sobre la viabilidad y conveniencia de un Protocolo al Convenio de La Haya de 25 de octubre de 
1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores – Informe Preliminar”, Doc. Prel. 
Nº 7 de mayo de 2011 a la atención de la Comisión Especial de junio de 2011. Disponible en el sitio web de la 
Conferencia de La Haya ibíd. 
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solicitud de tratamiento de la posibilidad de un protocolo y ofrece un resumen basado en 
las limitadas respuestas recibidas al día 1 de mayo de 20114. Como consecuencia de los 
debates que tuvieron lugar durante la Parte I de la Comisión Especial, las respuestas al 
Doc. Prel. Nº 2 y las consultas a los Miembros, ahora la Comisión Especial de 2012 (Parte 
II) procederá a considerar la factibilidad y conveniencia de áreas específicas en las que 
se debe continuar trabajando con relación a los Convenios de 1980 y 1996. Asimismo, 
tendrá en cuenta las cuestiones que originalmente serían objeto de debate en la Parte II 
de la reunión: a saber, la reubicación familiar internacional, el futuro del “Proceso de 
Malta” y el rol de la Conferencia de la Haya en el apoyo y monitoreo de los Convenios de 
La Haya de 1980 y 1996. Con anterioridad a la Parte II, deberá redactarse y hacerse 
circular una Guía sobre el Proyecto de Agenda Propuesto para la Parte II de la Sexta 
Reunión de la Comisión Especial (Doc. Prel. Nº 13).  
 
4. Se decidió que, dada la naturaleza altamente inusual de una Comisión Especial en 
dos partes, sería conveniente brindarles a los Estados parte y a los Miembros de la 
Conferencia de La Haya un Informe más extenso de la Parte I del que constituye práctica 
habitual luego de las Comisiones Especiales sobre el Convenio de 1980. La Oficina 
Permanente opinaba que el Informe de la Parte I describiría los antecedentes a efectos 
de continuar el debate en la Parte II, destacaría los debates pertinentes de la Comisión 
Especial en el marco de la Parte I y presentaría un panorama para aquellos delegados 
que podrían no haber asistido a la Parte I. La Oficina Permanente anticipa la preparación 
de un Informe Definitivo de la Comisión Especial que incluiría el debate y las 
Conclusiones y Recomendaciones finales de la Parte II. Este Informe Definitivo, sumado a 
la Guía sobre el Proyecto de Agenda Propuesto para la Parte II II (Doc. Prel. Nº 13) 
también describirá los antecedentes para el Consejo de Asuntos Generales y Política con 
relación a las decisiones relativas al trabajo futuro.  

Representación y presidencia 

5. La Comisión Especial de 2011 (Parte I) tuvo lugar en La Haya desde el 1 hasta el 10 
de junio de 2011. La Comisión Especial, una de las más grandes de la historia, congregó 
a más de 300 expertos y observadores provenientes de 69 Estados y 19 organizaciones. 
De los 69 Estados representados, 57 eran Estados miembros de la Conferencia de La 
Haya, entre los que se encontraban nuevos Miembros respecto de la Comisión Especial 
anterior: la Unión Europea y Ecuador (2007), India (2008), las Filipinas (2010) y Mauricio 
y Costa Rica (2011). 58 de los Estados eran Estados contratantes del Convenio de 1980 
mientras que 27 de los Estados eran Estados contratantes del Convenio de 1996. Cinco 
Estados no eran ni Miembros de la Conferencia de La Haya ni Estados contratantes de 
ninguno de los dos Convenios, sino que fueron invitados a participar en la reunión en 
calidad de observadores, a saber, Arabia Saudita, Indonesia, Namibia, Omán y Zambia. 
Los representantes de tres organizaciones intergubernamentales y 16 organizaciones no 
gubernamentales también participaron en calidad de observadores. Entre los 
participantes había 55 jueces provenientes de 30 Estados, entre los que se encontraban 
25 miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya provenientes de 21 Estados. 
Nueve Estados participaron en la Comisión Especial por primera vez: Albania, Arabia 
Saudita, Estonia, Namibia, Omán, República Dominicana, Singapur, Tailandia y Zambia. 
 
6. La apertura de la Comisión Especial estuvo a cargo del Sr. Vlas, Presidente de la 
Netherlands Standing Government Committee on Private International Law (Comisión de 
Estado Permanente de Derecho Internacional Privado de los Países Bajos), quien destacó 
que se trataba de la última reunión del Secretario General Adjunto, el Sr. Duncan, con 
anterioridad a su retiro, y expresó su gratitud por sus largos años de servicio. Propuso 
como Presidente al Sr. Juez Chamberland, experto de Canadá. El Sr. Juez Chamberland 
fue elegido por aclamación. El Presidente propuso a la Sra. Borrás, experta de España, 
como Vicepresidenta. La Sra. Borrás fue elegida por aclamación.  
 

                                                 
4 Australia, Bahamas, Burkina Faso, Chile, China (Continental, RAE de Hong Kong), Colombia, El Salvador, 
México, Montenegro, Noruega, Nueva Zelandia, República Dominicana, Suiza, Ucrania, la Unión Europea y 
Zimbabwe. 
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7. Diez Documentos Preliminares5 redactados por la Oficina Permanente fueron 
preparados a efectos de la Comisión Especial6. Asimismo, seis Documentos Informativos 
se pusieron a disposición de los participantes de la Comisión Especial7. 

 
8. La Parte II de la Comisión Especial tendrá lugar en La Haya desde el 25 hasta el 
31 de enero de 2012.  

                                                 
5 Los Docs. Prel. Nº 3 y 8 estaban divididos en tres partes.  
6 “Cuestionario sobre el funcionamiento práctico del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores y del Convenio de La Haya de 19 de octubre de 
1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia 
de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de los Niños”, Doc. Prel. Nº 1 de noviembre de 2010); 
“Cuestionario sobre la viabilidad y conveniencia de un Protocolo al Convenio de La Haya de 25 de octubre de 
1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores”, Doc. Prel. Nº 2 de diciembre de 
2010); “Reglas emergentes relativas al desarrollo de la Red Internacional de Jueces de La Haya y proyecto de 
Principios generales sobre Comunicaciones Judiciales, que comprende las salvaguardias comúnmente aceptadas 
para las comunicaciones judiciales directas en casos específicos, en el contexto de la Red Internacional de 
Jueces de La Haya” (Doc. Prel. Nº 3 A de marzo de 2011); “Informe sobre comunicaciones judiciales con 
relación a la protección internacional de los niños” (Doc. Prel. Nº 3 B de abril de 2011); “Recopilación de 
respuestas sobre el Borrador de Principios Generales para las Comunicaciones Judiciales” (Doc. Prel. Nº 3 C de 
junio de 2011); “Proyecto revisado de Manual práctico sobre el funcionamiento del Convenio de La Haya de 19 
de octubre de 1996 relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y la cooperación 
en materia de responsabilidad parental y de medidas de protección de los niños” (Doc. Prel. Nº 4 de abril de 
2011); “Proyecto de Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 
sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. Quinta parte - Mediación” (Doc. Prel. Nº 
5 de mayo de 2011); “Los ‘Principios del establecimiento de las estructuras de mediación en el contexto del 
proceso de Malta’ y el Informe explicativo adjunto” (Doc. Prel. Nº 6 de mayo de 2011); “Consultas sobre la 
viabilidad y conveniencia de un Protocolo al Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores – Informe Preliminar”, Doc. Prel. Nº 7 de mayo de 2011); 
“Análisis estadístico de solicitudes realizadas en 2008 en virtud del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 
1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores – Parte I – Informe global” (Doc. 
Prel. Nº 8 A de mayo de 2011); “Análisis estadístico de solicitudes realizadas en 2008 en virtud del Convenio de 
La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores – 
Parte II – Informe regional” (Doc. Prel. Nº 8 B de mayo de 2011); “Análisis estadístico de solicitudes realizadas 
en 2008 en virtud del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores – Parte III – Selección de informes de país” (Doc. Prel. Nº 8 C de junio de 
2011); “La violencia doméstica y familiar y la excepción de “‘grave riesgo” del artículo 13 en el funcionamiento 
del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores: Un trabajo reflexivo” (Doc. Prel. Nº 9 de mayo de 2011); “Recopilación de respuestas al Cuestionario 
sobre el funcionamiento práctico del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles 
de la Sustracción Internacional de Menores y del Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 Relativo a la 
Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad 
Parental y de Medidas de Protección de los Niños” (Doc. Prel. Nº 10 de mayo de 2011). Todos los Documentos 
Preliminares se encuentran disponibles en el sitio web de la Conferencia de La Haya en < www.hcch.net >, 
“Sección Sustracción de Niños” y “Comisiones Especiales sobre el funcionamiento práctico del Convenio”. 
7 Preparativos para la Sexta Reunión de la Comisión Especial sobre el funcionamiento práctico del Convenio de 
La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores y del 
Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, 
la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de los Niños 
(Doc. Info. Nº 1 de noviembre de 2010); Perfil de País – Versión definitiva para ser completada por los Estados 
(Doc. Info. Nº 2 de marzo de 2011); Conclusiones y Recomendaciones de la Quinta Reunión de la Comisión 
Especial para revisar el funcionamiento práctico del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores y Conclusiones y Recomendaciones de importantes 
conferencias o seminarios regionales o internacionales organizados o co-organizados por la Conferencia de La 
Haya desde 2006 (Doc. Info. Nº 3 de junio de 2011); Revisión del modelo de formulario para las solicitudes en 
virtud del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores (Doc. Info. No 4 de mayo de 2011); Discurso dado el día 14 de mayo de 2011 por el 
Sr. Jean-Paul Costa, Presidente del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en un simposio irlandés-británico-
francés en materia de derecho de familia (Doc. Info. No 5 de mayo de 2011); Ley modelo sobre normas 
procesales para la aplicación de los Convenios sobre sustracción internacional de niños desarrollada por un 
grupo de expertos latinoamericanos conformado por la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado y el Instituto Interamericano del Niño y presentada en la segunda reunión de expertos 
gubernamentales "Programa interamericano de cooperación para prevenir y reparar casos de sustracción 
internacional de niños, niñas y adolescentes por uno de sus padres", Buenos Aires, Argentina, 19 - 21 de 
septiembre de 2007 (Doc. Info. No 6 de mayo de 2011). Todos los Documentos Informativos se encuentran 
disponibles en el sitio web de la Conferencia de La Haya ibíd. 
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Estado de los Convenios de La Haya de 1980 y 1996 / Alentar más ratificaciones 
y adhesiones 

9. La Oficina Permanente suministró información actualizada acerca del estado actual 
de los Convenios de 1980 y 1996. A partir del año 20068, nueve Estados se convirtieron 
en nuevos Estados Contratantes del Convenio de 1980, por lo que el total de Estados 
contratantes ascendió a 85. Asimismo, se sabía que varios Estados se estaban acercando 
a la ratificación / adhesión, entre los que se encontraban Rusia, Japón y Corea. 19 
Estados se convirtieron en nuevos Estados Contratantes del Convenio de 19969, por lo 
que el total de Estados contratantes ascendió a 32, más siete Estados signatarios (los 
seis Estados miembro de la Unión Europea restantes y los Estados Unidos de América). 
Varios Estados habían indicado en las respuestas al Cuestionario I que estaban 
considerando la posibilidad de ratificar el Convenio de 1996 o adherir a él10. 
 
10. La Oficina Permanente destacó las interesantes sugerencias provistas por las 
respuestas al Cuestionario I con respecto a la necesidad de alentar más ratificaciones y/o 
adhesiones11. Las sugerencias incluían la prestación de asistencia, reuniones bilaterales e 
internacionales de expertos, reuniones organizadas por la Oficina Permanente, iniciativas 
colaborativas de propugnación con el apoyo de la Oficina Permanente y el 
establecimiento de una red informativa a fin de debatir las estrategias y dificultades que 
surgen en el marco de la puesta en práctica. Estas sugerencias demostraban claramente 
la importancia y la necesidad de participación y cooperación de la Oficina Permanente en 
la promoción de los Convenios. Por último, la Oficina Permanente resaltó que las 
respuestas al Cuestionario I indicaban que la Guía de Buenas Prácticas en virtud del 
Convenio de 1980 – Parte II – Medidas de ejecución continúa siendo muy útil12. 
 
11. Los expertos provenientes de Rusia, Japón y Corea suministraron información 
acerca de las medidas adoptadas respecto del Convenio de 1980 en sus respectivos 
Estados y del avance significativo en aras de convertirse en Estados contratantes. 
 
12. Un experto de Andorra destacó la importancia de la aceptación de las adhesiones e 
invitó a otros Estados a aceptar la adhesión de Andorra al Convenio de 1980. Algunos 
expertos les recordaron a los nuevos Estados adherentes la importancia de completar el 
Cuestionario Estándar para los nuevos Estados adherentes. 

Estudio estadístico de casos del año 2008 en virtud del Convenio de La Haya de 
198013  

13. El estudio estadístico de casos del año 2008 en virtud del Convenio de La Haya de 
1980 (el estudio estadístico) fue presentado por el Sr. Lowe, Profesor de Derecho de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Cardiff, quien les agradeció a las Autoridades 
Centrales por haberle suministrado la información requerida y le agradeció especialmente 
a la Sra. Stephens por su colaboración.  
 
14. El Sr. Lowe les recordó a los expertos que era difícil especular en función de 
estadísticas, en particular, dado que este análisis ofrecía un panorama de las solicitudes 
en virtud del Convenio de La Haya presentadas en 2008. Sin embargo, destacó que había 
un número mayor de solicitudes (un aumento de las solicitudes de restitución equivalente 
a 45% y un aumento de las solicitudes de derecho de visita equivalente a 41% desde 
2003), un número marginalmente inferior de restituciones (una tasa de restitución 
equivalente a 46%, que constituye una disminución comparada con la tasa de 51% que 
se había registrado en 2003), un aumento del número de solicitudes retiradas (18%, en 

                                                 
8 Albania, Andorra, Armenia, Gabón, Marruecos, San Marino, Seychelles y Singapur. 
9 Alemania, Armenia, Austria, Croacia, Chipre, España, Finlandia, Francia, Irlanda, Luxemburgo, Malta, los 
Países Bajos, Polonia, Portugal, República Dominicana, Rumania, Suiza, Ucrania y Uruguay. 
10 Véanse respuestas a la Pregunta 14.2 del Cuestionario I.  
11 Véanse respuestas a la Pregunta 20.3. 
12 Véanse respuestas a la Pregunta 11.1. 
13 Docs. Prel. Nº 8 A, 8 B y 8 C.  
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comparación con 15% en 2003) y períodos de tiempo más prolongados a efectos del 
procesamiento de solicitudes (un promedio de 166 días para concluir casos de restitución 
a diferencia del de 125 días registrado en 2003).  
 
15. El Sr. Lowe dijo que consideraba que estas observaciones representaban señales de 
advertencia respecto de la posibilidad de que el Convenio de 1980 no esté alcanzando su 
máximo potencial. En respuesta a ello, la Oficina Permanente les recordó a los expertos 
que el funcionamiento eficaz del Convenio no podía medirse exclusivamente por el 
número de solicitudes, puesto que la aplicación adecuada de una excepción también 
implicaba una aplicación exitosa del Convenio. 
 
16. Un número reducido de expertos resaltaron que el incremento del número de 
solicitudes retiradas podía responder a diversas razones, entre las que se encuentran el 
aumento del número de casos en los que las partes llegaron a un acuerdo voluntario. En 
forma similar, los expertos de los Estados Unidos de América y Alemania destacaron que 
las estadísticas acerca de la extensión del proceso en sus países pueden ser engañosas. 
 
17. Un experto del Reino Unido sugirió que las estadísticas regionales relativas al 
funcionamiento del Convenio de 1980 dentro de la Unión Europea, donde la aplicación del 
Convenio fue modificada por el Reglamento (CE) del Consejo Nº 2201/2003 de 27 de 
noviembre de 2003 relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental (el 
Reglamento Bruselas II a), podrían dar cuenta de la eficacia del Reglamento en la mejora 
de los resultados. Un experto de la Unión Europea destacó que el Reglamento Bruselas 
IIa recién había entrado en vigor en 2005 y aún necesitaba tiempo para que se 
desarrollara su puesta en práctica.  
 
18. Varios expertos expresaron su preocupación por el período de tiempo que lleva 
resolver los casos. Un experto de Israel señaló que algunos Estados no contaban con la 
legislación de implementación y las normas procesales necesarias para procesos 
expeditos en el marco de los casos en virtud del Convenio de La Haya. Los expertos de 
Uruguay y Brasil hablaron de la dificultad de modificar los procedimientos internos a fin 
de cumplir con el plazo de seis semanas y destacaron el aumento del tiempo necesario 
para dar tratamiento a casos complejos, por ejemplo, casos en los que se plantearon 
alegaciones de violencia doméstica. El experto de Uruguay mencionó que la Ley Modelo 
sobre normas procesales para la aplicación de los Convenios sobre Sustracción 
Internacional de Niños fue aprobada en 2007 e informó que algunos Estados están 
trabajando en aras de la adopción de esta ley.14  
 
19. Un experto de Sudáfrica sugirió que era necesario investigar más acerca del 
impacto de la mediación y la conciliación sobre la extensión del proceso.  
 
20. Un experto de Suiza describió brevemente la ley de Suiza de julio de 2009 a efectos 
de la puesta en práctica del Convenio de 1980 que concentra la jurisdicción, permite sólo 
una apelación e incluye un requisito obligatorio de proceder a la mediación y de 
concederle al niño el derecho de ser oído. Asimismo, el experto hizo referencia a la 
publicación de un manual en materia de cuestiones de implementación. 
 

                                                 
14 Véase sitio web de la Conferencia de La Haya en < www.hcch.net >, “Sección Sustracción de Niños” y 
“Seminarios judiciales sobre la protección internacional de niños” y “América Latina”. La Ley Modelo fue 
desarrollada por un grupo de expertos conformado por la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado y el Instituto Interamericano del Niño. El grupo de expertos fue coordinado por el Dr. Ricardo Pérez 
Manrique (Uruguay) y participaron de él: la Dra. María Lilian Bendahan Silveira (Uruguay), el Dr. Eduardo 
Cavali Asole (Uruguay), la Dra. Raquel González (Estados Unidos de América), la Dra. Graciela Tagle 
(Argentina), el Dr. Dionisio Núñez Verdín (México), la Dra. Delia Cedenios Palacios (Panamá) y la Dra. Luz María 
Capuñay Chávez (Perú).  
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Cooperación entre las Autoridades Centrales en virtud del Convenio de La Haya 
de 1980 (incluido el uso de la informática) 

Formas y modos de contacto, capacidad de respuesta y celeridad en el inicio o 
facilitación de los procedimientos de restitución 

21. La Oficina Permanente recalcó que las formas y modos de contacto, la capacidad de 
respuesta y la celeridad en el inicio o facilitación de los procedimientos de restitución 
eran cruciales a fin de garantizar el funcionamiento eficaz del Convenio de 1980 (véanse 
arts. 2 y 7). No obstante, la Oficina Permanente destacó que las respuestas al 
Cuestionario I plantearon serias preocupaciones acerca de la puesta en práctica de estos 
principios15. La gran mayoría de los Estados denunciaron problemas de comunicación con 
otras Autoridades Centrales. En particular, los Estados denunciaron fallas o demoras en 
la recepción de respuestas a solicitudes de información o la recepción de información 
acerca del avance o del resultado de las audiencias judiciales a efectos de permitir la 
apelación dentro de los plazos prescriptos. Otros problemas incluían: Autoridades 
Centrales que no utilizan correo electrónico / fax, sino que insisten en el uso del correo 
ordinario; falta de infraestructura tecnológica confiable, como teléfono e Internet; falta 
de actualización de dirección y datos de contacto; barreras idiomáticas, tales como 
problemas con la traducción de documentos y dificultades comunicativas generales en el 
caso de ausencia de personal de apoyo angloparlante; y solicitudes incompletas, ilegibles 
o de otro modo defectuosas. Diversas respuestas también expresaron preocupación por 
la celeridad en el procesamiento de las solicitudes y el inicio de los procedimientos de 
restitución. La falta de recursos, la falta de formación y la falta de lineamientos y plazos 
internos respecto del procesamiento de solicitudes se identificaron como posibles razones 
de estos problemas.  
 
22. La Oficina Permanente destacó el hecho de que estos problemas persistían a pesar 
de haber sido abordados en reuniones anteriores de la Comisión Especial16. Se hizo 
referencia al Convenio de La Haya de 23 de noviembre de 2007 sobre Cobro 
Internacional de Alimentos para los Niños y otros Miembros de la Familia (el Convenio de 
La Haya de 2007 sobre Alimentos para los Niños), cuyo artículo 12 establece un 
cronograma detallado para el procesamiento de solicitudes por parte de las Autoridades 
Centrales, al igual que al debate en materia de cooperación que tuvo lugar durante la 
Reunión Interamericana de Expertos sobre Sustracción Internacional de Niños de febrero 
de 2011 (Reunión Interamericana de Expertos de 2011)17, que incluía varias medidas 
concretas en materia de cooperación.  
 
23. Un experto de Alemania resaltó los problemas ocasionados cuando los detalles de 
contacto de las Autoridades Centrales publicados en el sitio web de la Conferencia de La 
Haya no están actualizados y sugirió que la Oficina Permanente se comunique con las 
Autoridades Centrales una vez al año a fin de obtener información de contacto 
actualizada. La Oficina Permanente aceptó la sugerencia, pero subrayó que era 
importante que las Autoridades Centrales informaran inmediatamente a la Oficina 
Permanente de cualquier cambio en los datos de contacto, en lugar de esperar un 
recordatorio anual. También se destacó la importancia de que las Autoridades Centrales 
respondan a las solicitudes provenientes de otras Autoridades Centrales, al menos para 

                                                 
15 Véanse respuestas a las Preguntas 2.1 y 3.1-3.2. 
16 Véanse “Conclusiones y Recomendaciones de la Cuarta Reunión de la Comisión Especial sobre el 
funcionamiento del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores (22-28 de marzo de 2001)” (la “Comisión Especial de 2001”), Conclusiones y 
Recomendaciones Nº 1.1-1.5. Véase, asimismo, Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de 1980 – 
Parte I – Práctica de las Autoridades Centrales, “Principios clave de funcionamiento”. Ambas publicaciones se 
encuentran disponibles en el sitio web de la Conferencia de La Haya en < www.hcch.net >, “Sección 
Sustracción de Niños”. 
17 Las Conclusiones y Recomendaciones de dicha reunión están plasmadas en el Doc. Info. Nº 3 y se encuentran 
disponibles en el sitio web de la Conferencia de La Haya. 
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acusar recibo de su solicitud. Un experto sugirió la creación de estándares de 
cooperación.  
 
24. Varios Estados destacaron la importancia de poder acceder a ejemplos de 
legislación de implementación del Convenio de 1980 a efectos de ayudar a los futuros 
Estados contratantes a prepararse para su adhesión al Convenio. La Oficina Permanente 
explicó que, en la actualidad, esta información estaría disponible a través de los nuevos 
Perfiles de País18, que pedían que los Estados suministraran una copia de su legislación 
de implementación o un enlace a ella. Las respuestas de los Perfiles de País se 
publicarían en el sitio web de la Conferencia de La Haya. Las Autoridades Centrales 
serían las encargadas de mantenerlas actualizadas.  
 
25. El Presidente concluyó el debate señalando que había problemas recurrentes de 
contacto y cooperación respecto de los cuales debía encontrarse una solución.  

Uso de formularios estandarizados (formulario revisado para solicitudes de 
restitución)19 

26. La Oficina Permanente destacó que el uso del modelo de formulario para solicitudes 
de restitución, recomendado y adoptado al momento de la adopción del Convenio de 
1980, era una herramienta importante para las Autoridades Centrales. La Oficina 
Permanente presentó el Documento Informativo Nº 4, un estudio preliminar de 34 
formularios existentes disponibles en los sitios web de las Autoridades Centrales. Advirtió 
que los formularios existentes se basaban en gran medida en el modelo de formulario, 
pero muchos habían sido adaptados de modo tal de poder emplearlos para las solicitudes 
de derecho de visita y/o a fin de propender a la obtención de información más detallada. 
Asimismo, se observó que algunos Estados en sus respuestas al Cuestionario I20 habían 
sugerido promover la armonización de formularios y el desarrollo de formularios 
multilingües. 
 
27. La Comisión Especial fue invitada a debatir acerca de la oportunidad de que la 
Oficina Permanente continúe con su trabajo en función del estudio preliminar, teniendo 
en cuenta los avances de la informática, tales como el sistema electrónico de gestión de 
expedientes iChild y el trabajo realizado a efectos de crear formularios electrónicos en 
virtud del Convenio de La Haya de 2007 sobre Alimentos para los Niños. Se afirmó que la 
información contenida en los Perfiles de País también ayudaría a revisar el modelo de 
formulario.21 
 
28. Varios expertos acentuaron la importancia de contar con un formulario estándar 
disponible en diferentes idiomas de fácil acceso en un único lugar. Sin embargo, algunos 
expertos expresaron cierta reserva con respecto a un formulario multilingüe. Varios 
expertos no apoyaron la idea de un único formulario que combine solicitudes de 
restitución y derecho de visita, ya que podría resultar confuso para los solicitantes 
identificar las preguntas pertinentes para su solicitud. Varios expertos señalaron 
problemas en la lectura de documentos manuscritos y apoyaron la idea de un formato de 
archivo PDF que pueda completarse por medios electrónicos. Un experto de la Unión 
Europea resaltó que, en virtud del Reglamento Bruselas II a, era obligatorio utilizar un 
formulario estandarizado a efectos de la restitución. 
 
29. Un experto de Canadá recibió con agrado la expansión del modelo de formulario 
básico existente a fin de garantizar que incluya toda información pertinente. Este experto 
también sugirió la modificación del formulario de modo tal de reflejar las diferencias en la 
definición de “familia”, por ejemplo, en aras de incluir a las parejas del mismo sexo.  

                                                 
18 Véanse Preguntas 4 y 5. El rol de los Perfiles de País en el intercambio de información se analiza a 
continuación en los párrs. 30-32. 
19 Doc. Info. Nº 4. 
20 Respuestas a pregunta 23.2. 
21 La Pregunta 6.2 del Perfil de País interroga a los Estados acerca del formulario requerido para las solicitudes 
de restitución y solicita que los Estados suministren una copia del formulario. 
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Intercambio de información (uso del perfil de país estandarizado)22 

30. La Oficina Permanente destacó la importancia del intercambio eficaz de información 
a efectos del funcionamiento práctico exitoso del Convenio de 1980. Esto fue reconocido 
en el propio Convenio (véase, e.g., art. 7(2) e) e i)). El nuevo Perfil de País 
estandarizado (Doc. Info. Nº 2), que contenía información detallada acerca de las leyes y 
los procedimientos pertinentes de un Estado, era una herramienta valiosa que asistiría a 
las Autoridades Centrales en su trabajo diario y aliviaría algunas de las dificultades que 
enfrentaban las Autoridades Centrales a fin de obtener información básica acerca de 
otros Estados.  
 
31. La Oficina Permanente les agradeció a los Estados que ya habían devuelto sus 
Perfiles de País completos. La Oficina Permanente presentó tres propuestas ante la 
Comisión Especial para su debate: primero, que debería alentarse a todos los Estados a 
completar el Perfil de País; segundo, que debería alentarse a los Estados a actualizar su 
Perfil en forma periódica, quizás mediante un recordatorio anual; por último, que debería 
alentarse a los nuevos Estados signatarios del Convenio de 1980 a completar el Perfil de 
País lo antes posible luego de ratificar el Convenio o adherir a él. 
 
32. Varios expertos recibieron con agrado el nuevo Perfil de País. El Presidente concluyó 
que la Comisión Especial estaba satisfecha con las propuestas efectuadas por la Oficina 
Permanente.  

Mantenimiento de estadísticas (INCASTAT) 

33. La Oficina Permanente recordó diversas Conclusiones y Recomendaciones 
adoptadas por la Comisión Especial de 2006 que alentaban el mantenimiento de 
estadísticas precisas y la entrega estadística anual ante la Oficina Permanente23. Resaltó 
que entre las razones denunciadas en las respuestas al Cuestionario I por las cuales no 
se utilizaba INCASTAT24 se encontraban la falta de recursos y la alta tasa de recambio de 
personal, lo que hacía difícil garantizar la formación. No obstante, la Oficina Permanente 
señaló el rol crucial de las estadísticas globales precisas al momento de demostrar la 
forma en la que el Convenio de 1980 se estaba poniendo en práctica e identificar posibles 
problemas en su aplicación y soluciones. Les demostró a los expertos el modo en el que 
el sistema INCASTAT funcionaba y aludió a las modificaciones que se habían incorporado 
recientemente a la base de datos con vistas a hacerlo más fácil de usar y fomentar su 
uso.  
 
34. Algunos expertos confirmaron que no presentaban estadísticas a través de 
INCASTAT debido a sus recursos limitados y le daban prioridad a otras áreas. Varios 
expertos tenían reservas con respecto al uso de INCASTAT puesto que ya existía un 
cuestionario diferente provisto por el Profesor Lowe. Un experto de Suiza consideraba 
que la utilización de estadísticas no era clara. La mayoría de los expertos, sin embargo, 
coincidían en que las estadísticas revestían mucha utilidad por dar indicios acerca del 

                                                 
22 Para un análisis más general acerca del intercambio de información y del trabajo en red, véanse a 
continuación párrs. 184-224 (reuniones y trabajo en red entre las Autoridades Centrales en virtud de los 
Convenios de 1980 y 1996). El Perfil de País se encuentra disponible en el sitio web de la Conferencia de La 
Haya en < www.hcch.net >, “Sección Sustracción de Niños” y “Perfiles de País” (Documento Informativo Nº 2 
de marzo de 2011). El documento tiene formato de “formulario” para que los Estados contratantes lo completen 
por medios electrónicos. Los Perfiles de País completos de los Estados contratantes también se encuentran 
disponibles en el sitio web de la Conferencia de La Haya ibíd. 
23 Véanse “Conclusiones y Recomendaciones de la Quinta Reunión de la Comisión Especial para revisar el 
funcionamiento del Convenio de La Haya de 1980 sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de 
menores y la implementación práctica del Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 relativo a la 
competencia, la ley aplicable, el reconocimiento, la ejecución y la cooperación en materia de responsabilidad 
parental y de medidas de protección de los niños (30 de octubre – 9 de noviembre de 2006)” (la “Comisión 
Especial de 2006”), disponible en el sitio web de la Conferencia de La Haya en < www.hcch.net >, “Sección 
Sustracción de Niños” y “Reuniones de las Comisiones Especiales sobre el funcionamiento práctico del 
Convenio”, Recomendaciones Nº 1.1.16-1.1.21. 
24 Respuestas a la Pregunta 3.14. 
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funcionamiento del Convenio, pero no les parecía necesario mantener dos sistemas a fin 
de registrar tales estadísticas.  
 
35. La Comisión Especial concluyó que, en general, los expertos estaban a favor del 
mantenimiento de estadísticas pero que preferirían el desarrollo de un cuestionario 
estadístico, que pueda completarse online y que combine la información que actualmente 
se pretende obtener para INCASTAT con la información obtenida por el Profesor Lowe a 
efectos del último análisis estadístico de casos surgidos en 2008. La Comisión Especial 
recomendó que la Oficina Permanente, en conjunto con ciertos Estados parte 
interesados, explorara la posibilidad de migrar información de manera automática a 
INCASTAT25. 

Procesamiento de solicitudes de restitución por las Autoridades Centrales en 
virtud del Convenio de La Haya de 1980 

Localización del niño 

36. La Oficina Permanente recordó que las Autoridades Centrales tienen la obligación de 
adoptar todas las medidas adecuadas a fin de localizar a un niño sustraído (art. 7(2) a)). 
Destacó que las respuestas al Perfil de País26 indicaban que la cooperación entre las 
Autoridades Centrales y otros organismos, tales como la policía, otras dependencias 
gubernamentales y la INTERPOL, funcionaba bien.  
 
37. No obstante, la Oficina Permanente resaltó que las respuestas al Cuestionario I 
planteaban algunos problemas27. En algunos casos, el niño no podía encontrarse de 
ninguna manera. El estudio estadístico indicaba que se trataba sólo de un número de 
casos muy reducido (14 casos de un total de 1.965 casos) y que no quedaba claro si la 
incapacidad de localizar al niño en tales casos se debía a que el progenitor sustractor se 
había escondido o respondía a las limitaciones de la Autoridad Central. Otros problemas 
planteados por el Cuestionario I incluían que la localización del niño aún puede llevar 
tiempo, que en algunos casos debe iniciarse un proceso penal a fin de realizar más 
búsquedas o acceder a información y que también había problemas relativos a la 
comunicación y los recursos disponibles. 
 
38. La Oficina Permanente recordó que estas cuestiones se habían abordado 
previamente en las Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión Especial de 200128, 
al igual que en la Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La Haya de 1980 – 
Parte I – Práctica de las Autoridades Centrales29.  
 
39. Varios expertos destacaron la importancia de desarrollar puntos de contacto entre 
las Autoridades Centrales y otras dependencias a fin de localizar al niño lo antes posible. 
Los expertos resaltaron que también es muy importante que el Estado requirente 
suministre la mayor cantidad de información posible al Estado requerido.  
 
40. Muchos expertos plantearon la cuestión de la necesidad de adoptar medidas tan 
pronto como el niño sea localizado a fin de proteger su interés superior e impedir el 
traslado del niño a otro Estado. Varios expertos destacaron la variedad de medidas 
disponibles a efectos de evitar la re-sustracción del niño una vez que el proceso haya 
comenzado, tales como la vigilancia del progenitor sustractor o, en muy raras 
circunstancias, la colocación provisional del niño en una familia de acogida. 
 

                                                 
25 Véase Conclusión y Recomendación Nº 23 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
26 Véase Pregunta 7. El análisis de las partes particulares de los Perfiles de País se completó en distintas etapas. 
Dado que se seguían recibiendo Perfiles de País inmediatamente antes de la Comisión Especial de 2011 
(Parte I) y a lo largo de ella, el número de Perfiles de País analizados puede variar entre las diferentes 
preguntas. 
27 Véanse respuestas a las Preguntas 3.2, 3.6-3.10. 
28 Conclusión y Recomendación Nº 1.9 de la Comisión Especial de 2001. 
29 Véanse párr. 4.10 y Apéndice 5.1, que establecen las medidas que las Autoridades Centrales pueden adoptar 
a fin de localizar a un niño. 
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41. La Oficina Permanente aceptó que impedir la re-sustracción del niño es una cuestión 
importante y resaltó que se trata de una cuestión respecto de la cual se brinda 
orientación en la Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La Haya de 1980 – 
Parte III – Medidas preventivas, desarrollada en 2005. La Oficina Permanente destacó 
que el tiempo transcurrido entre el dictado de una orden de restitución y su ejecución era 
un momento especialmente peligroso para las re-sustracciones. 
 
42. El Presidente concluyó el debate resaltando el trabajo que se estaba realizando en 
este aspecto y todas las sugerencias efectuadas por los expertos con respecto a la 
localización del niño. 

Promover acuerdos30 

43. La Oficina Permanente recordó que el artículo 7 del Convenio de 1980 prevé la 
cooperación entre las Autoridades Centrales y las autoridades competentes a efectos de 
la restitución voluntaria del niño. Las respuestas al Perfil de País31 indicaban que las 
Autoridades Centrales promueven cada vez más acuerdos en forma eficaz, con medidas 
que comprenden comunicarse con el progenitor sustractor cuando corresponda, 
suministrar información acerca de la resolución alternativa de controversias, incluida la 
mediación, remitir a las partes a organizaciones u organismos acreditados para ayudarlas 
a llegar a un acuerdo y participar en la mediación o la negociación ellas mismas. Una 
encuesta estadística demostró que aproximadamente 20% de los casos culminan en 
restitución voluntaria. 
 
44. La Oficina Permanente también llamó la atención respecto de Conclusiones y 
Recomendaciones anteriores de las reuniones de la Comisión Especial, que reiteraban 
que los intentos de promover acuerdos no deberían causar retrasos indebidos32. 
 
45. Algunos expertos expresaron su preocupación en cuanto a que los esfuerzos por 
llegar a un acuerdo no deberían retrasar indebidamente el proceso y resaltaron que los 
esfuerzos por llegar a un acuerdo deberían tener lugar en paralelo con los preparativos 
del proceso judicial. Un experto de China (RAE de Hong Kong) destacó que cuando se 
utiliza la mediación o se obtiene una restitución voluntaria, es importante que la 
Autoridad Central permanezca involucrada. Un experto de Uruguay también señaló la 
importancia de que las Autoridades Centrales adoptaran las medidas necesarias a fin de 
asegurarse de que el progenitor sustractor no huyera de la jurisdicción con el niño 
mientras se perseguía una restitución voluntaria. Un experto de Suiza subrayó que es 
importante incluir al niño y/o a su representante en el proceso. 
 
46. Un experto de la Unión Europea observó que el artículo 46 del Reglamento Bruselas 
II a establece que todo acuerdo concluido en un Estado contratante que sea susceptible 
de ejecución en dicho Estado es ejecutable en otros Estados miembro. En este contexto, 
varios expertos destacaron la importancia de que el acuerdo sea ejecutable en los 
diferentes Estados involucrados. Algunos expertos expresaron su interés en debatir las 
cuestiones de jurisdicción que surgen cuando a los tribunales se les solicita que 
confirmen un acuerdo amistoso que aborde cuestiones ajenas a la restitución, por 
ejemplo, custodia o derecho de visita luego de la restitución. El Presidente resaltó que 
habría oportunidad de que este debate tuviera lugar posteriormente durante la reunión 
de la Comisión Especial.  
 
47. La Oficina Permanente, con relación a los casos ajenos al Convenio de la Haya, 
mencionó los Principios para el Establecimiento de Estructuras de Mediación en el 
contexto del Proceso de Malta33, que consideraban importante que los progenitores 

                                                 
30 Véanse, asimismo, Doc. Prel. Nº 5 y el debate acerca del proyecto de Guía en los párrs. 225-256 a 
continuación.  
31 Preguntas 6.2(h) y 19.3(b). 
32 Conclusión y Recomendación Nº 1.3.1 de la Comisión Especial de 2006, que reafirma las Conclusiones y 
Recomendaciones Nº 1.10 y 1.11 de la Comisión Especial de 2001. 
33 Véase Doc. Prel. Nº 6, al igual que las discusiones contenidas en los párrs. 259-269 a continuación. 
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tuvieran acceso a información acerca de las estructuras disponibles a fin de arribar a una 
solución amistosa.  
48. La Comisión Especial destacó el rol cada vez más importante que desempeñan las 
Autoridades Centrales, incluso mediante el uso de la mediación, pero volvió a subrayar 
que estas medidas no deberían demorar el resultado34. 

Facilitar comunicaciones judiciales 

49. Con relación al rol de la Autoridad Central en aras de facilitar las comunicaciones 
judiciales35, la Oficina Permanente se refirió a la página 10 del Documento Preliminar Nº 
3 A. Reconoció que las Autoridades Centrales pueden facilitar las comunicaciones 
judiciales de diversas maneras y que la calidad del intercambio depende en gran medida 
de la cooperación entre las Autoridades Centrales y los jueces. La Oficina Permanente 
destacó la importancia de continuar alentando reuniones que involucren jueces y 
Autoridades Centrales a nivel nacional, bilateral, regional y multilateral, como parte 
necesaria de la construcción de una mejor comprensión de los roles respectivos de los 
actores. 
 
50. Muchos expertos destacaron que la comunicación judicial eficaz ayudaba a acelerar 
los casos, identificar soluciones y mejorar la comunicación entre los Estados. Los 
expertos describieron brevemente diversas maneras en las que las Autoridades Centrales 
promueven y facilitan las comunicaciones judiciales.  
 
51. El Presidente recordó las Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión Especial 
de 2006 que continúan siendo pertinentes en la actualidad36. La Comisión Especial 
resaltó la cooperación creciente y el funcionamiento mejorado del Convenio dentro de los 
Estados en los que los miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya y la 
Autoridad Central pertinente se comunican37. 

Facilitar el regreso seguro38  

52. La Oficina Permanente hizo referencia al artículo 7(2) h) del Convenio de 1980, que 
impone a las Autoridades Centrales, tanto requirente como requerida, la obligación de 
cooperar a fin de garantizar la restitución segura del niño. La Oficina Permanente resaltó 
que, dado que, en 72% de los casos, el progenitor sustractor era la principal persona a 
cargo del niño (en forma individual o conjunta), también podían surgir cuestiones de 
restitución segura con relación al progenitor sustractor. La Oficina Permanente aludió a 
las Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión Especial de 2001, que destacaban 
algunas medidas que las Autoridades Centrales podían adoptar en virtud del 
artículo 7(2) h)39.  
 
53. La Oficina Permanente resaltó que las respuestas al Cuestionario I40 indicaban que 
cada vez más Autoridades Centrales desempeñan un rol importante al momento de 
facilitar la cooperación entre las agencias de protección de la infancia en diferentes 
Estados cuando existen preocupaciones por la seguridad del niño luego de su restitución. 
Era muy común que las Autoridades Centrales del Estado requerido solicitaran a las 
Autoridades Centrales del Estado requirente que se comunicaran con los organismos de 
protección de la infancia pertinentes en su Estado. Asimismo, a un número mayor de 
Autoridades Centrales se les pedía que suministraran información acerca de las 

                                                 
34 Véase Conclusión y Recomendación Nº 15 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
35 Con relación a las redes judiciales y las comunicaciones judiciales directas en general, que comprenden el 
debate de los principios y las salvaguardias para las comunicaciones judiciales directas, véanse párrs. 184-224 
a continuación. 
36 Véanse Conclusiones y Recomendaciones Nº 1.6.4 y 1.6.5 de la Comisión Especial de 2006. 
37 Véase Conclusión y Recomendación Nº 8 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
38 Véase, asimismo, el debate en los párrs. 110-119 a continuación con relación a la organización y ejecución 
de medidas de protección a fin de permitir la restitución segura del niño y del progenitor acompañante en el 
marco de alegaciones de violencia doméstica.  
39 Véase Conclusión y Recomendación Nº 1.13 de la Comisión Especial de 2001, reafirmada por la Conclusión y 
Recomendación Nº 1.1.12 de la Comisión Especial de 2006. 
40 Respuestas a la Pregunta 6. 
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implicancias de los cargos penales y/o ayudaran a lograr el retiro de los cargos penales 
en los casos de sustracción parental de niños.  
 
54. La Oficina Permanente convocó a un debate acerca del rol de las Autoridades 
Centrales al momento de brindar apoyo a efectos de la restitución segura del niño y de si 
aquellas deberían desempeñar un rol más activo. Destacó una propuesta incluida en la 
respuesta de China (RAE de Hong Kong) al Cuestionario I según la cual las Autoridades 
Centrales deberían continuar desempeñando un rol activo a fin de monitorear y 
garantizar el bienestar del niño (a menudo, de conformidad con las medidas provisionales 
de protección) luego de su restitución, hasta tanto las autoridades del Estado requirente 
entendieran efectivamente en toda cuestión pertinente41. No obstante ello, también se 
destacó que algunos Estados se habían opuesto a esta propuesta42. 
 
55. Algunos expertos indicaron que las Autoridades Centrales tenían el rol permanente 
de obtener información acerca del bienestar del niño luego de su restitución. Otros 
expertos consideraban que el rol de la Autoridad Central finaliza con la restitución del 
niño y que las autoridades del Estado requirente tienen competencia para proteger el 
bienestar del niño luego de su restitución.  
 
56. Un experto de Brasil destacó que el regreso seguro del niño y del progenitor era un 
importante tema de interés, dado que la madre era el progenitor sustractor en la mayoría 
de los casos. Varios expertos resaltaron que los jueces, con frecuencia, solicitan 
información a las Autoridades Centrales acerca de las medidas que se adoptarán en el 
Estado requirente a fin de garantizar la restitución segura, entre las que se encuentran si 
se perseguirá un proceso penal, y, a menudo, imponen condiciones pertinentes en las 
órdenes de restitución. Se destacó el rol significativo de las comunicaciones judiciales 
directas en este aspecto. Asimismo, la Oficina Permanente recalcó que la información 
acerca de la restitución segura, que incluía si era posible renunciar al proceso penal en el 
Estado requirente o desistir de él, también estaba disponible en el Perfil de País. 
 
57. La Comisión Especial reconoció la importancia de la asistencia de las Autoridades 
Centrales y otras autoridades pertinentes en la obtención de información proveniente de 
los Estados requirentes acerca de las medidas de protección y los arreglos disponibles en 
el Estado de restitución43. La Comisión Especial también resaltó la importancia del 
Convenio de 1996 en la provisión de bases jurisdiccionales, en caso de urgencia, a 
efectos de la adopción de medidas de protección respecto del niño, incluso en el marco 
de procesos de restitución en virtud del Convenio de 1980. Dichas medidas serían 
reconocidas y podrían ser declaradas ejecutorias o registradas para su ejecución en el 
Estado al que el niño fuera restituido siempre que ambos Estados involucrados sean 
Parte del Convenio de 199644. 

Cuestiones de inmigración45 

58. Con respecto a las cuestiones de inmigración, la Oficina Permanente destacó que las 
respuestas al Cuestionario I46 revelaban que ella es prioritaria para varios Estados. 
Señaló que diversos Estados denunciaban cuestiones de inmigración / visado con relación 
al niño y/o al progenitor sustractor que reingresa/n al Estado requirente, incluidas 
demoras y complejidades en los procedimientos para la obtención de visados. Los 
Estados resaltaron que la incapacidad del progenitor sustractor de regresar con el niño o 
la posibilidad de que el progenitor sustractor sea deportado luego de la restitución 
también podrían ser pertinentes a efectos de una excepción en virtud del artículo 
                                                 
41 Respuesta a la Pregunta 3.15 del Cuestionario I. Véanse, asimismo, respuestas de Albania, Argentina, Chile, 
Finlandia, Georgia, Hungría, Mauricio, Montenegro, los Países Bajos, Panamá, Portugal, República Checa y 
República Dominicana a la Pregunta 6.8, que también apoyan la recomendación de que las Autoridades 
Centrales continúen suministrando información de seguimiento luego de la restitución. 
42 Véanse respuestas de Australia, Canadá, Chipre, Israel, México, Nueva Zelandia y Reino Unido. 
43 Véase Conclusión y Recomendación Nº 39 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
44 Véase Conclusión y Recomendación Nº 41 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
45 Véanse párrs. 84-91 a continuación con relación a las cuestiones de inmigración relativas a las solicitudes de 
derecho de visita y contacto. 
46 Respuestas a la Pregunta 9. 
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13(1) b). Asimismo, la Oficina Permanente observó que se habían denunciado algunas 
dificultades al momento de abordar casos de sustracción de niños que también 
comprendían solicitudes de asilo. 
 
59. La Comisión Especial fue invitada a debatir si las Autoridades Centrales podían 
desempeñar un rol más activo en estos casos. La Oficina Permanente destacó, sin 
embargo, que había cuestiones difíciles de política involucradas. También existía el 
peligro de que el progenitor sustractor pudiera intentar aprovechar la situación 
reclamando un estado al que de otro modo no tenía derecho.  
 
60. Un experto de México resaltó que, a menudo, surgían casos como consecuencia de 
los procesos de inmigración en el Estado requirente, por ejemplo, cuando un progenitor 
era deportado del Estado requirente y se llevaba al niño consigo. 
 
61. Varios expertos resaltaron el rol de los funcionarios de los consulados y las 
embajadas a efectos de facilitar la restitución segura u ofrecer asistencia respecto de 
cuestiones de inmigración. También se reconoció la importancia de que las Autoridades 
Centrales cooperen con las autoridades de inmigración de su Estado a fin de tratar 
cuestiones de visado y evitar retrasos indebidos en la restitución del niño. Algunos 
expertos advirtieron que las demoras en la obtención de documentos de viaje podían 
derivar en la revocación de las órdenes de restitución. No obstante, un experto de Israel 
subrayó que el rol de la Autoridad Central no comprendía la solicitud de un visado para el 
progenitor sustractor y un experto de los Estados Unidos de América destacó que el 
visado podía otorgarse exclusivamente de conformidad con la legislación local en materia 
de inmigración.  
 
62. El Presidente reconoció la labor positiva realizada respecto de esta cuestión y 
concluyó que las Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión Especial de 2006 
relativas a este tema continúan siendo pertinentes, en particular, con relación al rol de 
los jueces y las comunicaciones judiciales47. La Comisión Especial resaltó que cuando 
existen indicios de dificultades de inmigración que pueden afectar la capacidad de un 
niño o progenitor sustractor (no ciudadano) de regresar al Estado requirente o de que 
una persona ejerza derechos de visita o contacto, la Autoridad Central debería responder 
inmediatamente a solicitudes de información a fin de ayudar a una persona a obtener las 
autorizaciones o los permisos (visados) necesarios de las autoridades pertinentes dentro 
de su jurisdicción sin demora. Asimismo, los Estados deberían actuar con la mayor 
celeridad posible al momento de emitir autorizaciones o visados48. 

Otras cuestiones relativas al procesamiento de las solicitudes 

63. La Oficina Permanente también abordó otra cuestión inherente al procesamiento de 
las solicitudes: el enfoque de las Autoridades Centrales respecto del rechazo de 
solicitudes en virtud del artículo 27 del Convenio de 1980. El artículo 27 autoriza a toda 
Autoridad Central a rechazar la solicitud cuando se ponga de manifiesto que no se han 
cumplido las condiciones requeridas en el Convenio o que de otro modo la solicitud 
carece de fundamento. La Oficina Permanente hizo referencia a las Conclusiones y 
Recomendaciones de la Comisión Especial de 2006, que recomiendan que la facultad 
discrecional de rechazar una solicitud debería ser ejercida con extrema cautela49. Resaltó 
las preocupaciones con respecto a la práctica de las Autoridades Centrales y destacó el 
Convenio de La Haya de 2007 sobre Alimentos para los Niños, que establece que la 
Autoridad Central no podrá rechazar una solicitud por la única razón de que se necesite 
documentación o información adicional (art. 12(9)). La Oficina Permanente sugirió que, 
tomando el Convenio de La Haya de 2007 sobre Alimentos para los Niños como ejemplo 
de buenas prácticas, cuando una solicitud es deficiente debido a la necesidad de 
documentación adicional, las Autoridades Centrales en virtud del Convenio de 1980 
deberían intercambiar la información necesaria en lugar de rechazar la solicitud. 

                                                 
47 Véanse Conclusiones y Recomendaciones Nº 1.6.3-1.6.5 de la Comisión Especial de 2006. 
48 Véase Conclusión y Recomendación Nº 31 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
49 Véase Conclusión y Recomendación Nº 1.1.3 de la Comisión Especial de 2006. 
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64. La mayoría de los expertos subrayaron que las Autoridades Centrales requeridas no 
deberían rechazar solicitudes excepto que fueran manifiestamente infundadas o se 
encontraran fuera del alcance del Convenio, por ejemplo, cuando el niño hubiera 
alcanzado la edad de 16 años o cuando el Convenio no estaba en vigor entre los dos 
Estados. Varios expertos resaltaron que la Autoridad Central no debería asumir el rol del 
tribunal. Algunos expertos, sin embargo, consideraban que las Autoridades Centrales 
eran el primer filtro de solicitudes y que deberían rechazar las solicitudes que el tribunal 
no aceptaría.  
 
65. La Comisión Especial destacó una vez más que, al momento de ejercer sus 
funciones relativas a la aceptación de solicitudes, las Autoridades Centrales deberían 
respetar el hecho de que, por lo general, la evaluación de cuestiones de hecho y de 
derecho debe estar a cargo del tribunal o de cualquier otra autoridad competente que 
decida respecto de la solicitud de restitución. La facultad discrecional de la Autoridad 
Central en virtud del artículo 27 de rechazar la solicitud cuando se ponga de manifiesto 
que no se han cumplido las condiciones requeridas en el Convenio o que la solicitud 
carece de fundamento debería ejercerse con sumo cuidado50. 

Uso de la Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de La Haya de 1980 
sobre Sustracción de Menores – Parte I – Práctica de las Autoridades Centrales 

66. La Oficina Permanente resaltó que las respuestas de los Estados al Cuestionario I 
indicaban que la Guía de Buenas Prácticas ha sido de gran utilidad51 y le preguntó a la 
Comisión Especial si, dado que fue publicada en 2003, la Oficina Permanente debería 
actualizarla. Ante la ausencia de intervención por parte de los expertos, el Presidente 
concluyó que la Guía debería actualizarse.  

Rol de la Autoridad Central en virtud de los Convenios de 1980 y 199652  

67. La Oficina Permanente explicó las similitudes y diferencias entre el rol de las 
Autoridades Centrales en virtud del Convenio de 1980 y el Convenio de 1996. Las 
Autoridades Centrales en virtud de ambos Convenios son los puntos centrales para 
alcanzar la cooperación a fin de proteger determinadas categorías de niños en riesgo en 
situaciones transfronterizas, y para el intercambio de información entre los Estados 
respecto de las leyes y servicios disponibles para la protección de los niños. 
Determinadas formas de asistencia son, asimismo, comunes a ambos Convenios, tales 
como descubrir el paradero del niño, facilitar soluciones consensuadas y asistir en el 
ejercicio efectivo de los derechos de visita. Sin embargo, las categorías de niños objeto 
de los Convenios difieren. El Convenio de 1980 abarca a los niños hasta la edad de 16 
años, en tanto que el Convenio de 1996 abarca a los niños hasta la edad de 18 años. Las 
Autoridades Centrales en virtud del Convenio de 1996 tienen menos responsabilidades 
para facilitar o procesar las solicitudes y mayores posibilidades de que las funciones de la 
Autoridad Central sean desempañadas por otros organismos. Sin embargo, hubieron 
argumentos sólidos a favor de que se designe a la misma Autoridad Central para ambos 
Convenios, dada la superposición de competencias, similitud de funciones y habilidades 
similares exigidas.  
 
68. El Presidente apeló a los Estados a compartir sus experiencias respecto de la 
creación de Autoridades Centrales para el Convenio de 1996 y si se designó una 
Autoridad Central independiente o se designó a una misma Autoridad Central tanto en 
virtud del Convenio de 1980 como del Convenio de 199653.  
 
 
 

                                                 
50 Véanse Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión Especial de 2011 (Parte I), párr. 13. 
51 Respuestas a la Pregunta 11.1. 
52 Véase Doc. Prel. N° 4, Capítulo 11. 
53 Véanse, asimismo, respuestas a la Pregunta 15 del Cuestionario I. 
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69. Varios expertos describieron las ventajas de contar con una Autoridad Central para 
ambos Convenios, en particular a la luz de la experiencia que ya había adquirido la 
Autoridad Central al aplicar el Convenio de 1980, y los roles complementarios de los dos 
Convenios. Un experto de Alemania observó que el responder consultas respecto del 
Convenio de 1996 a menudo brindaba la oportunidad de informar a las personas sobre el 
Convenio de 1980.  
 
70. Expertos de Suiza y Eslovaquia compartieron las experiencias de sus países al 
contar con múltiples Autoridades Centrales en virtud de los dos Convenios. El experto de 
Suiza observó que, cuando había diferentes Autoridades Centrales en virtud de los dos 
Convenios, era importante que coordinaran y trabajaran estrechamente unidas a nivel 
interno. 
 
71. Varios expertos observaron que el Convenio de 1996 sólo entró en vigor 
recientemente y por lo tanto existe una experiencia limitada en lo que concierne a su 
funcionamiento.  

Capacitación y colaboración de las Autoridades Centrales en virtud de los 
Convenios de 1980 y 199654 

72. La Comisión Especial debatió la necesidad de un sistema formal de formación para 
los nuevos Estados adherentes, o para que la Oficina Permanente desarrolle un programa 
de capacitación para los nuevos Estados adherentes, tal como lo sugiriera Noruega en su 
respuesta al Cuestionario I. Un experto de Noruega explicó que cuando nuevos Estados 
adhieren al Convenio de 1980, se les debería ofrecer la oportunidad de visitar a una 
Autoridad Central donde ya esté en vigor el Convenio. El experto propuso, asimismo, que 
la Oficina Permanente podría contactar a los Estados Miembros cuando hubiese existido 
una evasión del Convenio, y sugerir la capacitación o una visita a otro Estado55. 
 
73. Un experto de Suecia respaldó la sugerencia del experto de Noruega de que los 
nuevos Estados Parte visiten a otras Autoridades Centrales y describieron su experiencia 
exitosa al recibir a una delegación de Georgia. El experto expresó la buena predisposición 
de Suecia de recibir visitas de otros Estados. 
 
74. Un experto de Canadá expresó inquietud respecto de que la Oficina Permanente 
tuviera un rol de vigilancia, prefiriendo que la Oficina Permanente mantuviera su 
neutralidad. El experto sugirió, asimismo, el desarrollo de una red informal de correo 
electrónico de expertos para debatir las estrategias y desafíos en la implementación del 
Convenio de 1996 a fin de ayudar a los Estados a prepararse para la ratificación e 
implementación.  
 
75. La Oficina Permanente expandió la propuesta original de Noruega de incluir a los 
Estados que consideren adherir al Convenio y afirmó que esta propuesta podría aplicarse 
tanto al Convenio de 1980 como al Convenio de 1996. La Oficina Permanente solicitó a 
los Estados dispuestos a aceptar visitas de otros Estados que se contacten con la Oficina 
Permanente.  
 
76. El Oficial Letrado de Enlace de la Oficina Permanente para América Latina brindó 
detalles de la experiencia en América Latina. Observó los esfuerzos de cooperación entre 
las Autoridades Centrales de los diferentes Estados, con una serie de seminarios 
judiciales, reuniones entre Autoridades Centrales y llamadas en conferencia, así como 
también reuniones bilaterales para abordar problemas particulares. Enfatizó la 
importancia del diálogo entre los jueces y las Autoridades Centrales y la necesidad de 
celebrar reuniones bilaterales o multilaterales para el funcionamiento adecuado del 
Convenio. La apertura del diálogo entre las Autoridades Centrales y los jueces había sido 
muy útil y mejoró los resultados en la región.  

                                                 
54 El rol de la Oficina Permanente en el suministro de asistencia técnica y capacitación será planteado 
nuevamente en la Comisión Especial de 2012 (Parte II). 
55 Véase, asimismo, la respuesta de Noruega a la Pregunta 23 del Cuestionario I. 
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77. La Oficina Permanente explicó que actividades similares de creación de redes de 
contacto también se habían desarrollado en todo el mundo: a nivel bilateral, como por 
ejemplo reuniones anuales entre Alemania y los Estados Unidos de América; a nivel 
regional, por ejemplo, reuniones de la Red Judicial Europea; y a nivel nacional, en 
federaciones como Canadá56. 
 
78. La Comisión Especial recomendó que inmediatamente después de que un Estado se 
convierta en Parte del Convenio de 1980 (o, de corresponder, cuando un Estado se esté 
preparando para hacerlo o haya expresado un marcado interés en hacerlo), se debería 
ofrecer al Estado en cuestión, por medio de una carta estándar de la Oficina Permanente, 
la oportunidad de visitar a un Estado Contratante del Convenio de 1980 con experiencia a 
fin de adquirir conocimiento y entendimiento con respecto al funcionamiento práctico 
efectivo del Convenio de 198057. 
 
79. Se le ordenó a la Oficina Permanente mantener un listado de todos los Estados 
Contratantes con experiencia dispuestos a aceptar dicha visita y, cuando un nuevo 
Estado adherente/ratificante (o interesado) responda en forma afirmativa a una oferta, la 
Oficina Permanente le brindará detalles de los Estados Contratantes dispuestos a recibir 
al nuevo Estado adherente/ratificante (o interesado) a fin de que los dos Estados 
involucrados organicen y planifiquen la visita58. 

Solicitudes con respecto al derecho de visita / contacto en virtud de los 
Convenios de 1980 y / o 1996 

80. La Oficina Permanente enfatizó dos problemas relativos al derecho de visita en 
virtud del Convenio de 1980. En primer lugar, no existe disposición alguna en virtud del 
Convenio de 1980 que aborde la competencia para emitir órdenes de visita o contacto ni 
disposición alguna para su ejecución. Las normas uniformes relativas a la competencia, y 
el reconocimiento y la ejecución se encuentran, sin embargo, disponibles para los 
Estados Contratantes en virtud del Convenio de 1996.  
 
81. En segundo lugar, la Oficina Permanente abordó el problema de la ambigüedad en 
el Artículo 21 del Convenio de 1980 en lo que se refiere a qué servicios se exige que 
provea la Autoridad Central. No estaba claro si la Autoridad Central estaba obligada a 
otorgar un procedimiento a medida para las solicitudes de contacto internacionales, y 
bajo qué condiciones se debería brindar asistencia. El Convenio de 1996 no es más 
específico en lo que a esto respecta. El resultado, como indicaran las respuestas al 
Cuestionario I59, es que el nivel de asistencia brindado por las Autoridades Centrales en 
los casos de visita difirieron notablemente. Algunas Autoridades Centrales no brindaron 
demasiada asistencia, mientras que otras sólo dieron algunos consejos, y algunas 
iniciaron procedimientos. También variaron las condiciones en virtud de las cuales se 
aceptaron las solicitudes de visita, e.g., algunas exigieron una orden de visita existente 
mientras que otras no lo hicieron60. Los Perfiles de País61 presentaron una imagen más 
positiva – en la mayoría de los Estados, las Autoridades Centrales brindaron asistencia en 
la preparación de solicitudes de visita salientes, y en alrededor de la mitad de los Estados 
estaba disponible un formulario específico para solicitudes de visita. La impresión general 
fue que se estaban realizando mayores esfuerzos a fin de facilitar la visita, aunque había 
aún una gran diferencia en los servicios prestados y por lo tanto problemas de 
reciprocidad.  

                                                 
56 Véanse, asimismo, respuestas a la Pregunta 3.11 del Cuestionario I. 
57 Véanse Conclusiones y Recomendaciones N° 28-29 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
58 Ibíd. 
59 Respuestas a la Pregunta 18. Véase, asimismo, la Pregunta 13 del Perfil de País. 
60 Véanse los Principios Generales y Guía de Buenas Prácticas sobre Contacto transfronterizo relativo a los niños 
afirmando que esto no sería necesario (párr. 4.6.1): “La Autoridad Central debería ofrecer sus servicios en 
aquellas circunstancias en que el derecho a mantener el contacto transfronterizo entre padres e hijos sea objeto 
de litigio. Esto comprende los casos en que un padre o una madre extranjero(a) intenta conseguir una decisión 
en materia de contacto, así como los casos en que la solicitud sirve para hacer efectiva una decisión existente 
en materia de contacto emitida en el extranjero.” 
61 Pregunta 13.2. 
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82. Con relación a las cuestiones procesales, la Oficina Permanente afirmó que existían, 
asimismo, marcadas diferencias en el modo en el que las autoridades judiciales o 
administrativas abordaban las solicitudes de visita una vez que la solicitud había sido 
aceptada por la Autoridad Central. Algunos Estados han personalizado los procedimientos 
para las solicitudes de visita en virtud del Convenio de 1980, mientras que otros abordan 
dichas solicitudes de la misma manera que las solicitudes de visita nacionales. La 
encuesta estadística demostró que de 18 Estados que brindaron información sobre este 
punto, nueve utilizaban el mismo procedimiento que para las solicitudes nacionales, y 
nueve utilizaban un procedimiento de solicitud exclusivo de La Haya. La información de 
los Perfiles de País62 demostró que de 37 Estados, 26 Estados utilizaban procesos de 
derecho nacional, en tanto nueve Estados contaban con un procedimiento de solicitud 
exclusivo de La Haya. 
 
83. Cualquiera fuera el procedimiento que se usara, sin embargo, la Oficina Permanente 
resaltó que la celeridad de los procedimientos fue una cuestión real. Las respuestas al 
Cuestionario I63 sugirieron que el tiempo empleado en resolver las solicitudes de visita 
constituía un problema, y esto fue avalado por la encuesta estadística, que demostró que 
los casos de visita llevaban en promedio 339 días para alcanzar un resultado. La 
encuesta estadística demostró, asimismo, que, en promedio, las solicitudes de visita 
procesadas en virtud de los procedimientos de solicitud exclusivos de La Haya en realidad 
llevaban más tiempo para concluirse que las solicitudes de visita decididas en virtud de 
los procedimientos nacionales normales64. 
 
84. Por último, la Oficina Permanente resaltó las dificultades en los casos de contacto 
internacional originadas por cuestiones de inmigración y visa65. Las respuestas al 
Cuestionario I66 describieron casos donde un progenitor solicitante no pudo ejercer el 
contacto porque no pudo obtener un visado para viajar al país en el que el niño era 
residente habitual. También se informó respecto de un caso en el que el niño no pudo 
salir del Estado de su residencia habitual para ejercer el contacto con su progenitor no 
residente debido a su estado migratorio incierto en su Estado de residencia habitual. 
 
85. Un número reducido de expertos observó la importancia de preservar el derecho de 
visita para el progenitor sustractor con posterioridad a la restitución. Un experto de 
Venezuela explicó que un tribunal no restituiría a un niño excepto que pueda garantizarse 
que el progenitor sustractor podría retomar el contacto después de la restitución. Un 
experto de Brasil expresó preocupación con respecto al lapso de tiempo empleado para 
resolver cuestiones de inmigración en dichos casos, describiendo un caso en el que el 
progenitor sustractor experimentó dificultades para reingresar al país de la residencia 
habitual del niño y el caso se mantuvo en trámite durante años. 
 
86. Como estas cuestiones relacionadas al procedimiento y facilitación de los casos de 
contacto internacional han sido abordadas en reuniones previas de la Comisión 
Especial67, y en los Principios Generales y Guía de Buenas Prácticas sobre contacto 
transfronterizo relativo a los niños (la “Guía de Contacto Transfronterizo”), se invitó a la 
reunión a considerar si sería útil cualquier otra recomendación más específica, y si las 
normas obligatorias constituirían el próximo paso. No obstante, la Oficina Permanente 
hizo hincapié en que el problema subyacente en los casos de visita siempre serían 
cuestiones de recurso, dada la naturaleza interminable y difícil de los procedimientos de 
visita.  

                                                 
62 Pregunta 17.2(a). 
63 Respuestas a la Pregunta 18.3. 
64 Cuando se concedió el derecho de visita, las solicitudes de La Haya tomaron en promedio 369 días y las 
solicitudes nacionales 304 días. Cuando se denegó el derecho de visita, las solicitudes de La Haya tomaron en 
promedio 292 días y las solicitudes de derecho nacional 255 días.  
65 Véanse, asimismo, los párrs. 58-62 supra relativos a cuestiones de inmigración que surgen en el contexto de 
restitución. 
66 Respuestas a la Pregunta 9.4. 
67 Véanse Conclusiones y Recomendaciones N° 6.1-6.2 de la Comisión Especial de 2001, y Conclusiones y 
Recomendaciones N° 1.7.1-1.7.3 de la Comisión Especial de 2006. 
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87. Varios expertos describieron el enfoque adoptado por las Autoridades Centrales al 
procesar las solicitudes de visita. Algunos expertos consideraron que se debería adoptar 
un enfoque amplio para la interpretación del Artículo 21, mientras que otros consideraron 
que sólo se aplicaba a los derechos de visita existentes68. Varios expertos observaron 
que sus Autoridades Centrales tratan las solicitudes de visita y restitución de la misma 
manera pero un experto describió las diferentes cuestiones involucradas en las 
solicitudes de visita comparadas con las solicitudes de restitución. Expertos de Israel y 
México observaron que no quedaba claro si el Artículo 21 se extendía a las solicitudes de 
visita de los miembros de la familia extendida como los abuelos. 
 
88. Varios expertos expresaron preocupaciones respecto de los distintos niveles de 
asistencia brindados por las Autoridades Centrales. Un experto de España enfatizó que el 
nivel de asistencia brindado no debería ser más favorable que aquel brindado a las 
solicitudes nacionales de la misma naturaleza.  
 
89. Un número reducido de expertos comparó las disposiciones de visita en virtud de 
los Convenios de 1980 y 1996, observando que sólo el Convenio de 1980 imponía 
obligaciones a las Autoridades Centrales, en tanto que el Convenio de 1996 simplemente 
preveía un marco jurídico para que se implementaran las reglas.  
 
90. Varios expertos enfatizaron la importancia del derecho de visita interino durante los 
procedimientos de solicitud de restitución. Algunos expertos consideraron que el Artículo 
21 no aborda el derecho de visita durante los procedimientos de restitución. Un experto 
de Alemania explicó que el contacto en el contexto de los procedimientos de restitución 
debería considerarse como una medida de protección provisoria para evitar mayores 
daños al niño, de conformidad con el Artículo 7(2) b) del Convenio de 1980. 
 
91. La Comisión Especial reafirmó los principios dispuestos en la Guía de Contacto 
Transfronterizo y alentó a las Autoridades Centrales en virtud de los Convenios de 1980 y 
/ o 1996 a adoptar un enfoque proactivo al desempeñar sus respectivas funciones en los 
casos de visita / contacto internacional69. 
 

Alegaciones de violencia doméstica y familiar y proceso de restitución.70  

92. La Comisión Especial examinó el Documento Preliminar N° 9 relativo a la violencia 
doméstica y familiar en el contexto de los procesos de restitución. Las cuestiones de 
violencia doméstica han sido planteadas de manera creciente como un área de 
preocupación en la jurisprudencia, en El Boletín de los Jueces sobre Protección 
Internacional de Niños y en la literatura académica.71 Si bien el tema ha sido debatido en 
reuniones anteriores de la Comisión Especial, el debate se ha enfocado exclusivamente 
en el tema de garantizar una restitución segura. 
 
93. La Oficina Permanente observó que el tema de violencia doméstica podría presentar 
obstáculos difíciles en la aplicación del Convenio de 1980. Por ejemplo, ¿cómo se debería 
lograr un equilibrio entre la necesidad de garantizar procedimientos expeditos y de evitar 
el análisis del fondo de la controversia subyacente relativa a la guarda, permitiendo 
también el análisis adecuado de una defensa en virtud del artículo 13(1)(b)?  
 
94. El debate sobre la violencia doméstica dentro del contexto de la excepción de 
"riesgo grave" del artículo 13 fue dividido en tres partes. La parte inicial se enfocó en las 

                                                 
68 Véanse, asimismo, las secciones 4.6 y 9.6 de la Guía de Contacto Transfronterizo, que respaldan el enfoque 
amplio de la interpretación del Art. 21. 
69 Véanse Conclusiones y Recomendaciones N° 18-19 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
70 Doc. Prel. N° 9  
71 En la reunión del Consejo de Asuntos Generales y Política llevada a cabo en 2011, el tema del reconocimiento 
de órdenes de protección civil extranjeras dictadas, por ejemplo, en el contexto de casos de violencia 
doméstica, se agregó a la Agenda de la conferencia: véase párr. 23 de las Conclusiones y Recomendaciones 
adoptadas por el Consejo. 
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investigaciones y jurisprudencia existentes, las cuestiones probatorias y la definición de 
violencia doméstica dentro del alcance del artículo 13(1) b). La segunda parte consideró 
cuestiones de protección, que incluyen medidas de protección para la restitución segura 
del niño y del progenitor acompañante. La última parte examinó las potenciales acciones 
futuras y los medios para promover la consistencia.  

Estudios existentes y cuestiones probatorias 

95. La Oficina Permanente refirió a los expertos a unas cifras relevantes de la encuesta 
estadística de Lowe de casos de 2008. El quince por ciento de las solicitudes de 
restitución resultó en un rechazo judicial de la restitución. De esos casos, el 27% se basó 
en la excepción de "riesgo grave", mientras que el 17% se basó en las objeciones del 
niño. La investigación en el Documento Preliminar N° 9 también indicó que aquellas 
fueron las dos excepciones más comunes presentadas en los casos de violencia 
doméstica o familiar. No obstante, la violencia doméstica también estuvo presente o fue 
alegada en los casos en que otras excepciones fueron satisfechas. 
 
96. La Oficina Permanente indicó que su investigación presentada en el Documento 
Preliminar N° 9 era limitada, dada la extensión del documento. Además, se informó que 
existe una incertidumbre estadística general en relación con el número de procesos 
internacionales de La Haya sobre asuntos de violencia doméstica, debido a la carencia de 
investigación estricta en el área. Sin embargo, las respuestas de los Estados al 
Cuestionario I brindaron información útil.72 Dieciséis Estados destacaron que el tema de 
abuso o violencia doméstica era "frecuentemente invocado" en virtud del artículo 13(1) 
b) como excepción a la restitución del niño. Dos Estados observaron que las alegaciones 
eran hechas "muy frecuentemente" y tres Estados informaron que eran presentadas "con 
bastante frecuencia". Tres Estados más especificaron que dichas alegaciones eran hechas 
regularmente, pero que constituían la minoría de los casos, o que la seriedad de las 
alegaciones variaba. Cinco Estados informaron que las alegaciones eran realizadas en 
algunas ocasiones, a veces o "esporádicamente", otros cinco Estados informaron que no 
eran frecuentes y otros seis declararon no poseer casos de este tipo a la fecha. Algunos 
Estados brindaron cifras específicas de casos en los cuales dichas alegaciones fueron 
realizadas: el Reino Unido (Inglaterra y Gales) informó que estas alegaciones estuvieron 
presentes en menos del 20% de los casos de restitución, mientras que Alemania observó 
que los estudios académicos de las solicitudes manejadas por la Autoridad Central 
demostraban que entre el 10% y el 14% de los casos del artículo 13(1) b) incluyeron 
alegaciones de abuso o violencia doméstica. 
 
97. La Oficina Permanente explicó el enfoque del Documento Preliminar N° 9 y observó 
que era un informe descriptivo limitado que proveía un panorama superficial de los 
enfoques y las prácticas judiciales a través de un muestreo limitado de jurisprudencia 
proveniente de 19 jurisdicciones. No hubo lugar para incluir un estudio más profundo de 
las prácticas o desarrollos nacionales, tales como la legislación de implementación 
nacional, la concentración de competencia o tribunales especializados, o el uso de 
expertos o equipos multidisciplinarios, más allá de lo que se reflejaba en la 
jurisprudencia.73 La Oficina Permanente, también observó que no era posible cubrir todos 
los aspectos de la aplicación del Convenio de 1980 que podrían verse afectados por 
cuestiones de violencia doméstica, tales como la mediación, solicitudes de acceso y otras 
excepciones a la restitución. 
 
98. La Oficina Permanente resaltó aspectos principales destacados por el estudio, los 
cuales incluían: la conveniencia de involucrar expertos en la dinámica de la violencia 
familiar en la elaboración de políticas adecuadas; la manera en la cual el daño hacia un 
progenitor sustractor está considerado en virtud del Convenio de 1980; el efecto 
potencial de determinadas interpretaciones estrictas del artículo 13(1) b) en casos de 

                                                 
72 Véanse respuestas a la Pregunta 5.1. 
73 Para más información, véanse las respuestas a la Pregunta 5 del Cuestionario I. Las respuestas al Perfil de 
País también incluyen detalles de la legislación de implementación y el funcionamiento de los procesos de 
restitución. 
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abuso familiar; y la cuestión de cómo asegurar, en la práctica, un equilibrio entre los 
procesos expeditos y la atención adecuada a la seguridad y el bienestar de un progenitor 
y un niño afectados.  
 
99. La Oficina Permanente también enfatizó la necesidad de considerar la naturaleza 
transfronteriza y la importancia de procesos expeditivos en los casos de sustracción de La 
Haya. En ese contexto, estuvieron presentes un número de cuestiones probatorias, inter 
alia, los tipos de pruebas utilizados para determinar los reclamos de violencia doméstica 
(por ejemplo, informes médicos o policiales), el rol de la Red Internacional de Jueces de 
La Haya y Autoridades Centrales en el intercambio de información o evidencia, la norma 
a aplicar en materia probatoria y el rol de los informes de expertos.  
 
100. Los expertos convienen en que la violencia doméstica en una cuestión compleja que 
requiere un enfoque preciso. Varios de ellos confirmaron que hubo un incremento en el 
número de casos con alegaciones de violencia doméstica como excepción a la restitución 
en virtud del artículo 13(1) b) y que los reclamos de violencia doméstica siempre fueron 
o deberían ser analizados con suma seriedad. Un experto de España sugirió que 
estadísticas más confiables eran necesarias sobre la frecuencia de la presentación de 
reclamos de violencia doméstica. Un número de expertos afirmó que el tratamiento 
efectivo de cuestiones de violencia doméstica y familiar era un área de prioridad 
significativa respecto a las políticas en sus jurisdicciones. 
 
101. Reconociendo que el objetivo general del Convenio era proteger a los niños, los 
expertos coincidieron en la necesidad de equilibrar los procesos expeditivos con la 
investigación de alegaciones de violencia doméstica. Algunos expertos observaron que la 
excepción provista por el artículo 13(1) b) no debería ser un obstáculo para la resolución 
expeditiva. Otros expertos distinguieron entre “celeridad” y “precipitación”, y explicaron 
que la integridad de los procesos no debería ceder ante la celeridad: tomar un poco más 
de tiempo para recabar pruebas y tomar una decisión adecuada en dichos casos no era 
considerado un problema si evitaba la exposición del niño a un daño mayor. Muchos 
expertos ofrecieron ejemplos de buenas prácticas y soluciones prácticas mediante las 
cuales los objetivos de celeridad e investigación adecuada de las alegaciones estarían 
equilibrados.  
 
102. Los expertos ofrecieron perspectivas sobre el alcance y la naturaleza de la evidencia 
necesaria para probar las alegaciones de violencia doméstica y familiar. Algunos 
observaron que el progenitor sustractor tenía la carga probatoria de las alegaciones de 
violencia doméstica, a pesar de que un experto de Suiza observó que era el deber de las 
autoridades investigar más profundamente una vez que se hayan hecho alegaciones 
serias, para asegurar la protección del niño. Dada la naturaleza de la salida del 
progenitor sustractor del Estado requirente, algunos observadores resaltaron que sería 
difícil producir la prueba en el Estado requerido y, por ende, era recomendable utilizar la 
prueba pericial, especialmente en tribunales donde la competencia no se encontrara 
concentrada y los jueces no tuviesen mucha experiencia en la dinámica de controversias 
familiares. No obstante, varios expertos subrayaron que la prueba pericial es utilizada 
sólo en casos excepcionales, y podría tener un costo prohibitivo si los gastos fueran a ser 
solventados por las partes. Se observó que las comunicaciones judiciales directas y el 
intercambio de información entre las Autoridades Centrales era crucial en dichos casos. 
Algunos expertos resaltaron las ventajas de la tecnología de comunicaciones y video para 
facilitar la recolección de pruebas. Un número de expertos agregó que la opinión del niño 
era un elemento relevante.  
 
103. Reconociendo que una mera acusación de violencia doméstica era insuficiente para 
justificar la aplicación de la excepción del artículo 13(1) b), los expertos indicaron que el 
nivel de prueba requerido debe ser sustancial y apropiado para determinar que las 
alegaciones están correctamente fundadas. Algunos expertos se refirieron a la evidencia 
prima facie. Un experto de Canadá enfatizó la importancia de que la defensa prevista en 
el artículo 13(1) b) sea probada con suficiente evidencia, dado que la aplicación del 
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artículo 13(1) b) puede resultar en una separación permanente entre el niño y el 
progenitor perjudicado. 
 
104. Algunos expertos mencionaron buenas prácticas adicionales para asegurar un 
proceso expeditivo en relación con cuestiones probatorias.74 En algunos Estados, las 
Autoridades Centrales recaban rápidamente la mayor evidencia e información posible, 
tales como las medidas de protección disponibles en el Estado requirente e informes 
policiales, médicos y de trabajadores sociales, antes de presentar la solicitud de 
restitución ante el tribunal. Un experto de Suiza indicó que, muy frecuentemente, la 
evidencia que se encuentra disponible es suficiente y dichos casos no requieren pruebas 
adicionales.  
 
105. Algunos expertos enfatizaron la confianza mutua entre Estados y coincidieron en 
que los tribunales del Estado requirente deberían ser quienes estén mejor posicionados 
para determinar si la violencia doméstica tuvo lugar, ya que ellos estarían en la mejor 
condición para evaluar todas las circunstancias y, en particular, las pruebas. Varios 
expertos reafirmaron, en este sentido, que los tribunales del Estado de la residencia del 
niño son los más competentes para tomar decisiones a largo plazo relativas a la 
protección del niño y del cuidador principal, lo cual incluye su reubicación.  
 
106. En el caso de una solicitud de restitución en la cual se realizan alegaciones de 
violencia doméstica, algunos expertos indicaron que el rol del tribunal del Estado 
requerido consiste en evaluar, a la luz de la disponibilidad y eficacia de las medidas de 
protección del Estado requirente y la evidencia presente en el expediente, el riesgo de 
que su restitución exponga al niño (y al progenitor acompañante, más frecuentemente, el 
cuidador principal) a un daño físico o psicológico, o que de alguna otra manera ubique al 
niño en una situación intolerable. Un experto de Australia enfatizó la necesidad de que 
exista un juez en el Estado requerido para evaluar si la legislación relativa a la protección 
perteneciente al Estado requirente funcionaría y si fue implementada en la práctica, no 
sólo de manera teórica. 
 
107. Unos pocos observadores mencionaron que la restitución podría causar un mayor 
daño psicológico al niño, superando las ventajas que los tribunales del Estado de 
residencia habitual del niño tendrían al sopesar la evidencia, particularmente en el caso 
de que la tecnología moderna pudiese facilitar el acceso del Estado requerido a la 
evidencia, por ejemplo, al escuchar testimonios a través de enlaces electrónicos de 
video. 
 
108. Asimismo, muchos expertos subrayaron la importancia de capacitar jueces y 
personal de la Autoridad Central para incrementar la concientización en relación con 
cuestiones de la dinámica de la violencia familiar en el marco del funcionamiento del 
Convenio de 1980. Varios expertos expresaron la preocupación de que algunos 
progenitores sustractores pueden realizar alegaciones de violencia doméstica como una 
manera para eludir los procesos de reubicación internacional que deberían llevarse a 
cabo en el Estado de residencia habitual del niño.  
 
109. A su vez, la Oficina Permanente también planteó la cuestión de cómo debe tratarse 
el daño sufrido por el progenitor sustractor. Observó que existe una investigación de la 
ciencia social establecida sobre el daño mental causado a los niños por la exposición a la 
violencia doméstica, y si era apropiado separar el daño causado al niño del sufrido por el 
sustractor al aplicar la excepción. Algunos expertos enfatizaron el uso de una definición 
amplia de la violencia doméstica, que incluye nociones de "violencia intra-familiar" o 
violencia en el hogar, en pos de capturar la diversidad de circunstancias que pueden 
estar implicadas. Varios expertos y un observador notaron la interdependencia del daño 
hacia un progenitor, especialmente, un cuidador primario, y hacia un niño en el contexto 
de la violencia doméstica, particularmente en conexión con la "situación intolerable" 
enunciada en la defensa del artículo 13(1) b). 

                                                 
74 Véanse, asimismo, las respuestas a la Pregunta 5.2 del Cuestionario I relativa al modo en que se minimizan 
los retrasos. 
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Medidas de protección para asegurar la restitución segura del niño y el 
progenitor acompañante 

110. La Oficina Permanente explicó que el muestreo jurisprudencial resaltó varios 
enfoques sobre esta cuestión. Las preguntas incluyeron quién poseía la carga de probar 
que el Estado de la residencia habitual del niño poseía la capacidad de proveer 
protección, cómo se investigaba esa cuestión y quién llevaba a cabo dicha investigación, 
y de qué manera era pertinente la existencia de leyes o medidas más concretas. 
 
111. Varios expertos resaltaron la importancia de medidas nacionales y regionales que 
fueron implementadas para tratar la violencia doméstica y familiar, las cuales incluyeron 
prevención, protección, acceso a la justicia y apoyo disponible para las víctimas. Los 
expertos notaron la importancia de medidas que permitan la restitución segura del niño, 
las cuales incluyen no separar al niño del progenitor sustractor, quien frecuentemente es 
el único cuidador primario, o el cuidador en conjunto. Los expertos explicaron que 
aquello implicaba la necesidad de asegurar medidas efectivas de protección para el 
progenitor sustractor en el Estado requirente.  
 
112. Un experto de la Unión Europea explicó que, en virtud del artículo 11(4) del 
Reglamento Bruselas IIa, un tribunal que entiende en una solicitud de restitución de otro 
Estado firmante de dicho Reglamento no puede negarse a restituir al niño de acuerdo con 
la excepción del artículo 13(1) b) si se establece que se han hecho arreglos adecuados 
para asegurar la protección del niño luego de su restitución. Un experto del Reino Unido 
mencionó que el Convenio de 1980 estaba basado en la confianza y fiducia mutua y 
alentaba a todos los Estados a adoptar el enfoque aplicado por el Reglamento Bruselas 
IIa. 
 
113. Varios expertos reconocieron las medidas positivas tomadas por los tribunales en 
algunos Estados en casos donde se realizaron alegaciones de violencia doméstica y 
familiar, e.g., buscar evidencia en la aplicación sustantiva de medidas de protección 
disponibles en el Estado requirente y mantener una lista de expertos disponibles para 
brindar pruebas de manera expeditiva.  
 
114. La Oficina Permanente resaltó el rol importante de las Autoridades Centrales 
(Art. 7(2) h) del Convenio de 1980), la Red Internacional de Jueces de la Haya, y la 
información del Perfil de País completo75 para organizar medidas de protección que 
permitan una restitución segura en virtud del Convenio de 1980.  
 
115. La Oficina Permanente también dirigió la atención a algunas de las cuestiones 
principales relativas a esta área. En primer lugar, en relación con los compromisos 
voluntarios, la investigación realizada hasta la fecha demostró que los compromisos no 
eran comúnmente respetados donde no eran exigibles o donde no existía una supervisión 
o seguimiento posterior a la restitución. También sugirió un debate sobre cómo deberían 
utilizarse los compromisos y sobre cómo los compromisos y las condiciones para la 
restitución podrían tornarse exigibles. En segundo lugar, mencionó cuestiones de acceso 
a la justicia que podrían surgir luego de la restitución del progenitor sustractor, 
relacionadas a procesos de guarda y recursos financieros para participar en los procesos 
de guarda.76 En tercer lugar, la Oficina Permanente invocó cuestiones de seguimiento e 
intercambio de información luego de la restitución: es decir, qué seguimiento debería 
cumplirse luego de la restitución, y si las Autoridades Centrales, jueces u otras 
autoridades en el Estado requirente o requerido deben ser responsables. 
 
116. Finalmente, en relación con el Convenio de 1996, la Oficina Permanente explicó que 
no hubo nada que impidiera que los jueces considerasen el daño a los padres al 
determinar si deberían tomarse medidas de protección necesaria en relación con un niño 

                                                 
75 Véase Pregunta 11.2 
76 Véase, asimismo, el análisis a continuación en los párrs. 136-141 sobre el acceso a la justicia luego de la 
restitución.  
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en "casos de urgencia" y, en tal caso, cuáles (véase art. 11).77 Otras disposiciones del 
Convenio de 1996 también podrían ser útiles, por ejemplo, los artículos 30(2) y 34 en 
relación con el intercambio de información. 
 
117. Un experto de la Unión Europea describió una nueva propuesta de la Comisión 
Europea que garantizaría que las medidas de protección tomadas por un Estado miembro 
se reconocieran y fueran exigibles en otro Estado miembro utilizando un certificado 
multilingüe.  
 
118. Varios expertos invocaron la cuestión de la necesidad de contar con un marco legal 
adecuado para el reconocimiento y la exigibilidad de medidas de protección en 
situaciones transfronterizas internacionales para que una orden de restitución en virtud 
del Convenio de 1980 no genere una nueva huída.78 Un número de expertos observó que 
el Convenio de 1996 puede brindar algunas herramientas útiles en este sentido. Se 
enfatizó la importancia de asegurar el efecto jurídico de las medidas de protección en 
todos los Estados afectados. La importancia de la confianza y apoyo mutuo entre las 
autoridades afectadas también fue destacada en relación con la disponibilidad y eficacia 
de las medidas de protección tomadas para proteger al niño y al progenitor acompañante 
luego de una restitución.  
 
119. Varios expertos observaron que la restitución segura del niño era responsabilidad 
conjunta tanto del Estado requerido como del Estado requirente. En los casos que 
involucran violencia doméstica, es importante que los Estados hagan todo lo posible para 
asegurar que el niño no sufra ningún daño.  
 

Promoción de consistencia en prácticas judiciales 

120. El Presidente se refirió a tres propuestas realizadas: el Documento de Trabajo N° 1 
que propone, inter alia, la redacción de una Guía de Buenas Prácticas; el Documento de 
Trabajo N° 2 que propone un Grupo de trabajo de jueces; y, el Documento Preliminar N° 
9, párrafo 151, que propone la conformación de un grupo de expertos, que incluye, en 
particular, jueces, expertos de las Autoridades Centrales y expertos en la dinámica de la 
violencia doméstica, en pos de desarrollar principios o una guía práctica sobre el 
tratamiento de alegaciones de violencia doméstica en los procesos de restitución de La 
Haya.  
 
121. Un experto de Uruguay presentó el Documento de Trabajo N° 179 que contiene una 
propuesta realizada por varias delegaciones latinoamericanas sobre violencia doméstica, 
y que en particular invita a la Comisión Especial a recomendar la adopción de cuatro 
criterios para tratar las alegaciones de violencia doméstica (ítems 1-4 de la propuesta) y 
la redacción de una Guía de Buenas Prácticas sobre la implementación y el 
funcionamiento del artículo 13(1) b) (ítem 5 de la propuesta). Con respecto al segundo 
párrafo del Documento de Trabajo N° 1, un experto de la Argentina clarificó que el 
término "concluyente" debería ser reemplazado por la frase "suficientemente relevante". 
 
122. Varios expertos recibieron con agrado la idea de desarrollar dicha guía. Sin 
embargo, algunos expertos expresaron preocupaciones en relación con el desarrollo de 
una guía. Un experto de Suiza expresó una advertencia sobre el desarrollo de dicha guía 
al declarar que la implementación del artículo 13(1) b) era una cuestión de interpretación 
y aplicación, no de buenas prácticas. Para varios expertos, el hecho de que no debería 
minimizarse la función judicial al ejercer discreción cuando una defensa es invocada en 
virtud del artículo 13(1) b), dados los hechos de un caso específico, fue una cuestión de 
preocupación particular. Se observó que los jueces poseen experiencia al sopesar las 
pruebas que les son presentadas respecto a cuestiones de posible daño sufrido por el 

                                                 
77 El art. 1 del Convenio de 1996 establece claramente que cualquier medida de protección debe ser una 
medida destinada a "la protección de la persona o de los bienes del niño". 
78 Véase, nota 71, supra.  
79 Véase Anexo 2. 
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niño y los principios del Convenio de 1980. No obstante, muchos expertos expresaron 
sus opiniones respecto a la gran utilidad potencial de dicha guía. 
 
123. Un experto de Uruguay precisó que si bien la propuesta apoyó la elaboración de una 
Guía de Buenas Prácticas concerniente a las excepciones del artículo 13(1) b), no buscó 
excluir a los jueces del proceso. El experto mencionó el beneficio de principios "creados 
por los jueces, para los jueces" como fue descripto en la propuesta formulada por la 
delegación de Canadá (Doc. Trab. N° 2).80 Además, el experto demandó la clarificación 
en relación con la propuesta del Documento de Trabajo N° 1. Pareciera que sólo el ítem 5 
había sido considerado en vez de toda la propuesta. Él solicitó que también se analizaran 
los ítems 1 a 4. Se convino que la propuesta contenida en el Documento de Trabajo N° 1 
sea consignada en las actas de la reunión y reproducidas en su totalidad en el Informe de 
la Parte I de la Reunión de la Comisión Especial, y se someta a consideración durante la 
Parte II. 
 
124. Un experto de Canadá presentó el Documento de Trabajo N° 2, el cual sugiere que 
el trabajo sobre dicha cuestión sería llevado a cabo de mejor manera en el contexto del 
poder judicial, en particular, como un grupo de trabajo compuesto principalmente por 
miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya, asistidos por expertos de la 
Autoridad Central y otros expertos en materia de dinámica de violencia doméstica. El 
experto sugirió que la elaboración de una herramienta o herramientas adecuadas, por 
ejemplo, principios, una Guía de Buenas Prácticas y módulos de capacitación, para 
colaborar con el análisis del artículo 13(1) b) puede ser más influyente si son elaboradas 
por aquellos que deben aplicar el Convenio. También debe analizarse si otras situaciones, 
además de la violencia doméstica, que son invocadas como defensa en virtud del 
artículo 13(1) b), tales como el consumo de alcohol y drogas, deberían formar parte de la 
presente investigación y si puede ser necesario un estudio más profundo.  
 
125. Algunos expertos apoyaron la posibilidad de que la Oficina Permanente combinara 
elementos de los Documentos de Trabajo N° 1 y N° 2 y el Documento Preliminar N° 9 en 
vistas a desarrollar una propuesta que podría ser aceptable para la Comisión Especial. 
Varios expertos concordaron con la sugerencia de que cualquier Grupo de trabajo que 
pueda conformarse podría o debería incluir expertos en el área de abuso o violencia 
familiar y doméstica y, además, profesionales de la práctica.  
 
126. Un experto del Reino Unido observó que la aplicación e interpretación del artículo 13 
habían sido objeto de la jurisprudencia de apelaciones y no quedaba claro cómo los 
Principios o cualquier otro documento elaborado por un Grupo de trabajo fuera a 
interactuar con la jurisprudencia existente.  
 
127. Un experto de Suiza indicó que, si bien apoyaba la propuesta de la delegación de 
Canadá y simpatizaba con la propuesta de las delegaciones latinoamericanas, los jueces 
no están limitados por las guías de buenas prácticas. También observó que su Estado no 
había designado un juez para la Red Internacional de Jueces de La Haya y que el Grupo 
de trabajo que debía establecerse conforme la propuesta canadiense no debería estar 
limitado a los jueces de la Red. Si bien se mantiene abierto a la elaboración de una Guía 
de Buenas Prácticas, él remarcó la importancia de poseer normas vinculantes en esta 
materia. Además, mencionó que la tarea de un grupo de trabajo sobre esta cuestión no 
debería impedir que se lleve a cabo el debate durante la Comisión Especial de 2012 
(Parte II) para dar tratamiento a, inter alia, dichos asuntos. Algunos expertos 
concordaron que era importante esperar y ver qué surgía de la Segunda Parte de la 
Comisión Especial. 
 
128. La Oficina Permanente indicó que se encontraba disponible para asistir en la 
implementación de recomendaciones, pero que la extensión del trabajo requerido para 
conformar un grupo de expertos y quizás completar un informe sobre las conclusiones 
iniciales de dicho grupo de acuerdo con cualquiera de las propuestas no sería factible 
antes de la reunión de la Comisión Especial de 2012 (Parte II), dado el tiempo limitado y 
                                                 
80 Véase Anexo 3. 
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los recursos disponibles para la Oficina Permanente. La Oficina Permanente sugirió que, 
debido a que la cuestión se superponía con asuntos que deben debatirse en la Segunda 
Parte, particularmente sobre la posibilidad de confeccionar un protocolo, sería prudente 
posponer una decisión hasta la Segunda Parte. Asimismo, se recordó el rol del Consejo 
de Asuntos Generales y Política para determinar si deberían embarcarse en la elaboración 
de un protocolo.  
 
129. El Presidente concluyó que existía un deseo general entre los expertos de promover 
una mayor consistencia y una buena práctica en casos donde hubiesen alegaciones de 
violencia doméstica, pero no se hubiese llevado a cabo el suficiente debate para alcanzar 
conclusiones en relación con los mecanismos específicos que deberían aplicarse para 
alcanzar dichos objetivos. El Presidente también concluyó que todos los expertos habían 
demostrado compromiso con esta cuestión y que no había duda de que la violencia 
doméstica puede y debería ser considerada en la aplicación del artículo 13(1) b). La 
pregunta se mantuvo abierta respecto a qué medida futura específica sería tomada en 
relación con dicho asunto.  
 
130. Se convino en que la propuesta contenida por el Documento de Trabajo N° 1 será 
consignada en las Actas de la reunión y reproducida en su totalidad en el Informe sobre 
la Parte I81 y será examinada junto con las propuestas del Documento de Trabajo N°2 y 
el Documento Preliminar N° 9, párrafo 151, durante la Comisión Especial de 2012(Parte 
II). 
 

Cuestiones de acceso a la justicia y trato justo 

131. La Oficina Permanente recordó los Artículos 7(2) g) y 26 del Convenio de 1980, 
relativos a la asistencia legal. La Oficina Permanente informó que 41 de 85 Estados 
Contratantes habían formulado una reserva en virtud del Artículo 2682. Sin embargo, los 
Perfiles de País demostraron que había diferencias incluso entre esos Estados83. Algunos 
Estados, si bien habían formulado reservas, proporcionaron representación gratuita al 
solicitante, por ejemplo llevando a cabo el proceso de restitución en nombre del 
solicitante. En la mayoría de los casos, el solicitante tuvo que atenerse al sistema 
existente de asistencia legal, que también varió ampliamente – el esquema en algunos 
Estados se encontraba a favor de otorgar asistencia, a la vez que otros esquemas tenían 
condiciones estrictas o condiciones adicionales como residencia o nacionalidad. Además, 
algunos Estados observaron que incluso cuando la asistencia legal estaba disponible era 
insuficiente para los procesos de restitución.  
 
132. Las respuestas al Cuestionario I84 indicaron, asimismo, una seria preocupación 
respecto de las dificultades que enfrentaban los solicitantes para obtener asistencia legal. 
Quedó claro de las respuestas que la falta de asistencia legal, o la asistencia legal 
insuficiente, impedían a los solicitantes iniciar o continuar los procesos de restitución, 
particularmente en Estados en los que los costes legales eran exorbitantes. También se 
observó en las respuestas al Cuestionario I que la ayuda prestada por las Autoridades 
Centrales para obtener asistencia legal variaban ampliamente de un Estado a otro. Los 
solicitantes enfrentaron dificultades prácticas, como la falta de información respecto de la 
asistencia legal disponible y el sistema de representación legal85, dificultades para 
encontrar abogados especializados, y dificultades de comunicación, particularmente 
barreras idiomáticas. Algunos Estados también informaron que en algunos casos el 

                                                 
81 Véase Anexo 2. 
82 Albania, Alemania, Andorra, Armenia, Bielorrusia, Belice, Bulgaria, Canadá (la mayoría de las provincias), 
China (RAE de Hong Kong), Dinamarca, El Salvador, Estados Unidos de América, Estonia, Finlandia, Francia, 
Grecia, Guatemala, Honduras, Israel, Islandia, Lituania, Luxemburgo, Mauricio, Moldavia, Mónaco, Noruega, 
Nueva Zelandia, Países Bajos, Panamá, Polonia, Reino Unido, República Checa, República Eslovaca, San 
Cristóbal y Nieves, Singapur, Sri Lanka, Sudáfrica, Suecia, Uzbekistán, Venezuela y Zimbabwe. 
83 Véase Pregunta 8. 
84 Respuestas a la Pregunta 3.5. 
85 La información respecto de la representación y asistencia legales actualmente puede encontrarse en la 
Pregunta 8 de los nuevos Perfiles de País. 
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proceso para solicitar asistencia legal y / o encontrar representación legal ocasionaba 
demoras, aunque otros Estados informaron que estos procesos no redundaron en 
demoras particulares.  
 
133. La Oficina Permanente recordó las Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión 
Especial de 2006 que enfatizaron la importancia de que el solicitante cuente con acceso 
efectivo a la asistencia legal, y que afirmaron que esto es en interés tanto del niño como 
de los progenitores86. 
 
134. Finalmente, la Oficina Permanente observó que en algunos Estados, en los procesos 
de restitución, el progenitor sustractor se hallaba en desventaja con respecto al 
solicitante, dado que no podía tener acceso a la asistencia legal, o podía acceder a la 
asistencia legal pero en términos menos favorables que el solicitante87. Algunas 
autoridades judiciales habían expresado la importancia de proveer igual acceso a la 
asistencia legal al progenitor sustractor a fin de reducir este desequilibrio, y cuestionó la 
equidad de trato de las partes en las circunstancias en que esto no ocurría. 
 
135. Muchos expertos expresaron el deseo de que se quiten las barreras a la asistencia 
legal en otros Estados Contratantes. Hubo informes de instancias en las que se retiraron 
las solicitudes porque las costas para el solicitante eran prohibitivas. Una serie de 
expertos hicieron hincapié en la importancia de tomar seriamente estas cuestiones a fin 
de garantizar la implementación adecuada del Convenio. Las disparidades entre Estados 
con respecto al acceso a la justicia puede menoscabar el principio de reciprocidad dentro 
del marco del Convenio. Un observador de la ISFL (Asociación Internacional de Derecho 
de Familia) observó que, asimismo, surgen cuestiones de acceso a la justicia cuando los 
casos se presentaron ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, ya que los 
progenitores perjudicados usualmente no tenían derecho a asistencia legal por no ser 
partes del caso. 
 
136. La Comisión Especial consideró, asimismo, la cuestión de acceso a la justicia con 
posterioridad a la restitución del niño. La Oficina Permanente observó que las respuestas 
a los Perfiles de País88 indicaron que la vasta mayoría de los Estados prestaron asistencia 
legal a las partes (sujeta a los medios financieros y / o pruebas de méritos) en los 
procesos de custodia con posterioridad a la restitución del niño. Sin embargo, las 
respuestas al Cuestionario I89 indicaron preocupaciones más amplias respecto del trato 
justo de las partes en los procedimientos de custodia o de derecho de visita después de 
la restitución.  
 
137. Muchos expertos reconocieron la importancia de que ambas partes tengan acceso a 
asistencia legal en los procedimientos de custodia después de la restitución del niño. 
Algunos expertos observaron que la falta de acceso a la justicia a menudo precipita la 
sustracción del país de origen y que este problema persiste luego de la restitución del 
niño y del progenitor acompañante. Algunos expertos, asimismo, hicieron hincapié en la 
importancia de que el niño esté representado en forma independiente en estos 
procedimientos o que tenga otros procedimientos en su lugar apropiado a fin de 
garantizar que se escuchen las opiniones del niño.  
 
138. Varios expertos resaltaron la importancia de prestar acceso efectivo a la justicia 
porque puede estar íntimamente relacionado a las excepciones de restitución en virtud 
del Artículo 13(1) b) en los procedimientos de restitución en el Estado requerido. Si no 
hay ayuda o asistencia legal disponible para el progenitor agente de la sustracción en el 
momento de la restitución al Estado requirente puede dar lugar a una situación en la que 
se plantea una excepción en virtud del Artículo 13(1) b).  
 

                                                 
86 Véanse Conclusiones y Recomendaciones N° 1.1.4-1.1.6 de la Comisión Especial de 2006. 
87 Véanse, e.g., las respuestas a la Pregunta 8.2 del Perfil de País. 
88 Pregunta 8.2(k). 
89 Véanse, e.g., respuestas a las Preguntas 6.7 y 23.1. 
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139. La Oficina Permanente observó que el Convenio de 1996 se refiere brevemente a la 
cuestión de la asistencia legal y puede resultar pertinente que el Manual Práctico sobre el 
Convenio de 199690 aborde este tema.  
 
140. El Presidente concluyó el debate sobre acceso a la justicia haciendo hincapié en la 
importancia de garantizar acceso efectivo a la justicia para ambas partes en los 
procedimientos de restitución y derecho de visita, así como también para el niño, de 
corresponder. Reconoció que las reservas en virtud del Artículo 26 del Convenio de 1980 
podría plantear problemas y que esto puede ser un tema a ser considerado o estudiado 
con mayor profundidad.  
 
141. La Comisión Especial reconoció que los medios para garantizar dicho acceso efectivo 
pueden variar de un Estado a otro, en particular en el caso de los Estados Contratantes 
que han formulado reserva al Artículo 2691. 
 

Interpretación de conceptos claves en virtud del Convenio de 1980  

142. La Oficina Permanente presentó el caso de Abbott v. Abbott,92 un fallo de 2010 de 
la Corte Suprema de los Estados Unidos de América. Recordó que la Corte sostuvo que el 
derecho ne exeat de un progenitor – i.e., un derecho a consentir (y por lo tanto también 
a vetar) el traslado de un niño de la jurisdicción – constituía un “derecho de custodia” a 
los fines del Convenio. La Oficina Permanente observó que esta interpretación estaba de 
acuerdo con las Conclusiones y Recomendaciones de reuniones anteriores de la Comisión 
Especial93, así como también con la Guía de Contacto Transfronterizo94, que fue 
aprobada por la Comisión Especial de 2006. 

                                                

 
143. La Comisión Especial consideró el Documento de Trabajo N°3, la propuesta de las 
delegaciones de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Guatemala, México, Panamá, 
Paraguay, República Dominicana, Uruguay y Venezuela con respecto a los derechos de 
custodia95. La propuesta fue presentada por un experto de Argentina.  
 
144. Muchos expertos observaron las diferencias de los derechos de custodia en el 
derecho nacional entre los distintos Estados, particularmente entre América Latina y los 
Estados Anglosajones. En particular, determinadas jurisdicciones distinguen el concepto 
de custodia del de responsabilidad parental, a la vez que otras tiene sólo un concepto. 
Algunos expertos pensaron que las solicitudes de restitución habían sido rechazadas por 
otros Estados aplicando sus propias definiciones nacionales de derechos de custodia en 
lugar de examinar el contenido de derechos de custodia en virtud del derecho del Estado 
de residencia habitual del niño.  
 
145. Muchos expertos observaron la importancia de la interpretación uniforme y 
consistente de los términos del Convenio. Algunos expertos señalaron la definición 
autónoma del concepto de “derechos de custodia” en el Convenio que debe respetarse.  
 
146. Sin embargo, muchos expertos observaron las dificultades que tuvieron con el 
Documento de Trabajo N° 3. Los Expertos expresaron preocupación respecto del rol de la 
Comisión Especial en la interpretación de los Convenios de La Haya y pensaron que era 
importante que la Comisión Especial no se inmiscuya en el rol del poder judicial. Algunos 
expertos consideraron que el objeto y el efecto de “observar” un fallo no era claro. Se 
cuestionó, asimismo, la inclusión de referencias a la legislación modelo y jurisprudencia 
específicas en el Documento de Trabajo N° 3.  
 

 
90 El borrador del Manual Práctico sobre el Convenio de 1996 se trata a continuación en los párrs. 169-176. 
91 Véanse Conclusiones y Recomendaciones N° 32 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
92 130 S.Ct. 1983 (2010). Véase, asimismo, la entrada de INCADAT para Abbott v. Abbott: HC/E/US 1029.  
93 Véase la Conclusión y Recomendación N° 4.1 de la Comisión Especial de 2001. 
94 Véase p. 43 (“9.3 Veto al traslado – ¿Un derecho de custodia en virtud del Convenio de 1980?”). 
95 Véase Anexo 4. 
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147. Un experto de Suiza planteó preocupaciones respecto de situaciones en las que el 
progenitor que solicita la restitución del niño fue titular de derechos de visita combinados 
con un derecho ne exeat, pero el progenitor sustractor, la persona que ejerce el cuidado 
primordial del niño, no pudo o no quiso regresar al Estado requirente.  
 
148. Varios expertos hicieron hincapié en la necesidad de una buena cooperación entre 
las Autoridades Centrales, en particular para el intercambio de documentos e información 
sobre la ley del Estado requirente.  
 
149. La Oficina Permanente explicó el rol de la Comisión Especial con respecto a la 
interpretación del Convenio. Les recordó a los expertos que es un principio ampliamente 
aceptado que, en la interpretación del Convenio, se debe considerar su carácter 
internacional y la necesidad de promover la uniformidad en su aplicación. 
 
150. Además, la Oficina Permanente mencionó que la Comisión Especial ha, en una serie 
de oportunidades, observado la interpretación dada a determinados términos o 
disposiciones del Convenio cuando existe una línea de interpretación consistente en la 
jurisprudencia de los Estados Parte. Observó, asimismo, la importancia del Nuevo Perfil 
de País para el Convenio de 1980, respecto del suministro de información sobre la ley 
nacional de un Estado en esta área96.  
 
151. El Presidente concluyó que los expertos apoyaban el espíritu de la propuesta de las 
delegaciones de América Latina pero que no se podía aceptar en su forma actual. 
Enfatizó que la Comisión Especial debería reiterar la importancia de una interpretación 
autónoma de los “derechos de custodia” en el Convenio de 1980 y promover esfuerzos 
para armonizar su aplicación.  
 
152. La Comisión Especial enfatizó la naturaleza autónoma del término “derechos de 
custodia”. La Comisión Especial reconoció la utilidad considerable del Perfil de País y las 
comunicaciones judiciales directas para determinar la ley del Estado de residencia 
habitual del niño a los fines de establecer si el solicitante en el marco de un proceso de 
restitución es titular de “derechos de custodia” en los términos del Convenio97. 
 
153. La Oficina Permanente introdujo dos casos que se decidieron ante el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos en Estrasburgo, a saber, Neulinger y Shuruk v. Suiza98 y 
Raban v. Rumania99. Observó que determinados pasajes en las sentencias de los casos 
habían causado preocupación, en tanto podrían interpretarse como sugiriendo que un 
tribunal que decide una solicitud de restitución debería abordar una evaluación de las 
cuestiones de fondo del conflicto de custodia.  
 
154. La Oficina Permanente se refirió a los comentarios extrajudiciales del Sr. Costa, 
Presidente del Tribunal de Derechos Humanos, a fin de ayudar a la interpretación de esos 
casos, (Doc. Informativo N° 5). En particular, centró la atención en la posición del 
Presidente Costa de que Neulinger y Raban deberían leerse conjuntamente con otros 
fallos del Tribunal de Derechos Humanos, que avalaron la filosofía subyacente del 
Convenio de 1980 – i.e., “que todo niño que haya sido sustraído debería ser restituido a 
la jurisdicción mejor posicionada a los fines de proteger sus intereses y bienestar, y es 
solamente allí donde su situación debería analizarse en su totalidad”. La Oficina 
Permanente enfatizó que era importante interpretar los casos Neulinger y Raban en el 
contexto de decisiones judiciales anteriores, y observó que otras cortes supremas 
previamente han sostenido que el Convenio de 1980 es consistente con los derechos 
humanos. 
 
155. Algunos expertos estaban preocupados de que el tiempo que llevó la resolución del 
caso Neulinger proveía en sí mismo un fundamento para la conclusión de que no se 

                                                 
96 Véase Pregunta 9. 
97 Véanse Conclusiones y Recomendaciones N° 44-46 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
98 Gran Sala, N° 41615/07, 6 de julio de 2010. 
99 N° 25437/08, 26 de octubre de 2010. 
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restituiría al niño. Varios expertos recibieron con entusiasmo las conclusiones del 
discurso del Presidente Costa y estuvieron de acuerdo en que los casos deberían 
observarse como parte de un número de casos del Tribunal de Derechos Humanos100. 
Todos los expertos estuvieron de acuerdo en que no se deberían interpretar los casos de 
modo tal que justifiquen una evaluación del fondo de la cuestión de custodia en el caso 
de solicitudes de restitución.  
 
156. Varios expertos observaron que estos casos fueron decididos recientemente y que 
sus desarrollos tanto en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos como en el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea se deberían monitorear cuidadosamente.  
 

La voz / las opiniones del niño en los procesos de restitución y otros procesos  

157. La Oficina Permanente indicó que ha habido un movimiento importante tendiente a 
la protección de los derechos del niño en los procesos legales de las décadas pasadas, 
como se refleja en los instrumentos internacionales y regionales adoptados desde el 
Convenio de 1980101. En tanto el Convenio de 1980, redactado hace 30 años, no 
contiene una referencia explícita al derecho del niño a ser escuchado, la jurisprudencia 
demostró que el Artículo 13(2) actualmente se observaba en el contexto más amplio del 
derecho del niño a ser escuchado. Esto fue confirmado por las respuestas a los Perfiles 
de País102. De las 43 respuestas a los Perfiles de País, 10 Estados indicaron que siempre 
se escucha al niño en los procesos de restitución. En 24 Estados, dependía de las 
circunstancias del caso y la discreción del juez. Sólo unos pocos Estados limitaron el 
escuchar la voz del niño a casos en los que se plantea una excepción en virtud del 
rtículo 13(2).  

na representación 
dependiente del niño en los casos de sustracción difíciles. 

realizar afirmaciones generales, ya que esto dependía 
e los hechos en función del caso. 

ntrevistar al niño. En esos casos, correspondía al juez 
arantizar procedimientos ágiles. 

A
 
158. Sin embargo, la manera en la cual se escuchó al niño fue diferente. El niño podía 
ser entrevistado en forma directa, ya sea por un experto independiente o a través del 
propio representante del niño. Asimismo, la edad a partir de la cual se podía entrevistar 
al niño en forma directa difería de un Estado a otro. La mayoría de Estados afirmaron en 
el Perfil de País que era posible designar a un representante independiente para el niño 
en el marco de los procesos de restitución. La jurisprudencia en INCADAT reflejó, 
asimismo, una acentuada concientización de la necesidad de u
in
 
159. Respecto de cuándo se tomaban en cuenta las opiniones del niño, no hubo un 
enfoque uniforme para esta cuestión. En segundo lugar, se hallaba la cuestión de hasta 
qué punto se tomaban en consideración las opiniones del niño en virtud del Artículo 
13(2). Una vez más, resultó difícil 
d
 
160. Finalmente, se informó que, en el Cuestionario I103, prácticamente todos los 
Estados estuvieron de acuerdo en que no existía ninguna demora en los procedimientos 
que resultara del permiso a que se escuchara al niño, excepto cuando un experto 
independiente pudiera necesitar e
g
 
161. La Oficina Permanente recordó las Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión 
Especial de 2006 resaltando que las disposiciones del Convenio de 1980 sustentaban las 
medidas a tomar, cuando fueran adecuadas en un caso particular, a fin de brindar una 

                                                 
100 Véanse, asimismo, Maumousseau and Washington v. France (N° 39388/05, 6 de diciembre de 2007), que 
precedió a Neulinger y Raban, y Van den Berg and Sarri v. Netherlands (N° 7239/08, 2 de noviembre de 2010), 

a Africana sobre los Derechos y el 

spuestas a las Preguntas 7.3-7.5 del Cuestionario I. 

que siguió a estos casos. 
101 Véanse, e.g., la Convención sobre los Derechos del Niño (Art. 12), Cart
Bienestar del Niño (Art. 4(2)), o el reglamento de Bruselas IIa (Art. 11(2)). 
102 Pregunta 10.4. Véanse, asimismo, re
103 Respuestas a la Pregunta 7.5. 
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oportunidad para que se escuche al niño, excepto que esto parezca inadecuado teniendo 

 Un experto de la Unión 
uropea explicó que es posible, en virtud del Reglamento Bruselas IIa, oponerse al 

ba su opinión. Una serie de expertos subrayaron la importancia de 
apacitar a los jueces para que escuchen a los niños y traten con ellos en el marco de los 

Especial reconoció la necesidad para el niño de estar informado del proceso 
en curso y de sus posibles consecuencias en forma adecuada según su edad y grado de 

na 
mplia gama de cuestiones de ejecución. Sugirió que era importante que todos los 

servó que el Artículo 7(2) b) del Convenio de 1980 prevé en forma 
xplícita la adopción de medidas provisionales a fin de evitar que se causen mayores 

ejor forma de difundir las Guías dentro de sus Estados y, en particular, 
ntre las personas involucradas en la implementación y funcionamiento de los 

                                                

en cuenta la edad o grado de madurez del niño104. 
 
162. Los expertos estuvieron de acuerdo en la importancia de escuchar al niño durante 
los procesos. Una serie de expertos explicaron que, cuando el niño pedía ser escuchado, 
el juez tenía la obligación de escucharlo, aunque el juez tuviera todavía la discreción para 
ponderar las opiniones de acuerdo a la edad y madurez del niño.
E
reconocimiento y ejecución de un fallo si no se escucha al niño.  
 
163. Los expertos explicaron los diversos métodos para escuchar al niño en virtud de la 
ley nacional. Un experto de los Estados Unidos de América hizo hincapié en la 
importancia de que se escuchara la opinión del niño, y no necesariamente el método por 
el cual se escucha
c
procesos legales.  
 
164. La Comisión Especial celebró el apoyo abrumador de la posibilidad de brindarles a 
los niños, según su edad y grado de madurez, la oportunidad de ser escuchados en el 
marco del proceso de restitución en virtud del Convenio de 1980 independientemente de 
que se haya planteado una excepción en virtud del Artículo 13(2). La Comisión Especial 
destacó que los Estados adoptan distintos enfoques en sus leyes nacionales acerca del 
modo en que las opiniones del niño pueden obtenerse y presentarse en el proceso. Al 
mismo tiempo, la Comisión Especial resaltó la importancia de garantizar que la persona 
que entrevista al niño, ya sea el juez, un experto independiente o cualquier otra persona, 
debería contar con una formación adecuada a efectos de esta tarea, cuando sea posible. 
La Comisión 

madurez.105 

Empleo de las otras Guías de Buenas Prácticas  

165. La Oficina Permanente observó que la Guía de Buenas Prácticas en virtud del 
Convenio de 1980– Parte IV - Ejecución que ha sido publicada recientemente, cubrió u
a
funcionarios involucrados en el proceso de implementación tuvieran acceso a la Guía.  
 
166. Después de la discusión más temprana de la Comisión Especial, la Oficina 
Permanente recordó a los Estados que, además de las medidas preventivas generales, la 
Guía de Buenas Prácticas en virtud del Convenio de 1980– Parte III – Medidas 
Preventivas disponía medidas que podrían evitar que se repita la sustracción. La Oficina 
Permanente ob
e
daños al niño. 
 
167. La Comisión Especial reconoció el valor de todas las partes de la Guía de Buenas 
Prácticas en virtud del Convenio de 1980 y de los Principios Generales y Guía de Buenas 
Prácticas sobre el Contacto Transfronterizo en virtud de los Convenios de 1980 y 1996. 
Alentó la amplia difusión de las Guías. La Comisión Especial alentó a los Estados a 
considerar la m
e
Convenios.106 
 
168. La Oficina Permanente recordó el mandato107 otorgado a la Oficina Permanente 
para trabajar sobre un formulario de consentimiento estándar para que un niño viaje 

 
104 Véanse Conclusiones y Recomendaciones de la Comisión Especial de 2006, Apéndice. 
105 Véase Conclusión y Recomendación N° 50 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
106 Véase Conclusión y Recomendación N° 52 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
107 Véase Conclusión y Recomendación N° 1.2.3 de la Comisión Especial de 2006. 
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fuera del país e indicó que esta cuestión sería abordada durante la Parte II de la 
Comisión Especial. Les pidió a los expertos que le presentaran cualquier sugerencia al 

lusiones y Recomendaciones de la Comisión 
special de 2006109, invitando a la Oficina Permanente a comenzar los trabajos 

ualquier error u omisión, así como también sobre los pasos de seguimiento a adoptar. 

a una 
erramienta de implementación útil. Algunos expertos hicieron hincapié en el valor del 

 implementación. 

an

 9 del 

ntral;  

nvenio de 1980;  
- el alcance del Artículo 33 del Convenio de 1996 y, en particular, el significado 

cial, observando las áreas de continua 
certidumbre y la necesidad de aclarar la relación entre el Informe Explicativo y el 

l procedimiento usual seguido para otras guías no vinculantes 
esarrolladas por la Oficina Permanente, especialmente cuando se desarrollaban con el 

documentos pertinentes. 
                                                

respecto por escrito.  

Consideración de la Redacción del Manual Práctico sobre el Convenio de 1996108  

Revisión de la Redacción del Manual Práctico 

169. La Oficina Permanente recordó las Conc
E
preparatorios de una guía práctica para el Convenio de 1996. La Oficina Permanente 
explicó que se había preparado una Lista de Control de Implementación y que un primer 
borrador del Manual circuló en el año 2009.  
 
170. Recordando a los expertos la naturaleza no vinculante del Manual, la Oficina 
Permanente recibió con agrado los comentarios de los expertos sobre el Documento 
Preliminar N° 4, particularmente sobre la estructura y la substancia del Manual, incluidos 
c
La Oficina Permanente enfatizó que el Manual era de una naturaleza distinta a la de las 
Guías de Buenas Prácticas. Estaba destinado a ser una herramienta práctica para las 
Autoridades Centrales, jueces, abogados y otros funcionarios de protección de los niños.  
 
171. La mayoría de los expertos estuvieron de acuerdo en que el Manual constituí
h
Manual desde su punto de vista como Estados nuevos en su implementación o como 
jueces que interpretan el Convenio de 1996, con algunos observando que ya habían 
estado utilizando el borrador del Manual en la preparación para la
 
172. Se realizó un análisis detallado respecto del Manual capítulo por capítulo. Estos 

álisis condujeron a un debate interesante sobre determinadas cuestiones relacionadas 
uncionamiento práctico del Convenio de 1996, incluidas:  con el f

- las disposiciones respecto de la transferencia de competencia (Arts. 8 y
Convenio de 1996) y, en particular, los aspectos prácticos de la transferencia 
incluida la cooperación judicial y de la Autoridad Ce

- el alcance del Artículo 11 del Convenio de 1996, particularmente en el contexto 
de los procesos de restitución iniciados en virtud del Co

del término “colocación” dentro del Artículo 33; y  
- el rol de la Autoridad Central en virtud del Convenio de 1996 y las similitudes / 

diferencias en comparación con el Convenio de 1980.  
 
173. La Oficina Permanente agradeció a los expertos los numerosos comentarios y 
sugerencias útiles y celebró sugerencias o comentarios adicionales escritos de naturaleza 
editorial. La Oficina Permanente notificó que introduciría modificaciones al Manual a la luz 
de las discusiones de la Comisión Espe
in
Manual Práctico. Para realizar esta tarea la Oficina Permanente consultará con 
determinados expertos. Los expertos interesados en involucrarse en las consultas 
deberían contactar a la Oficina Permanente.  
 
174. Un experto de Suiza solicitó que el Manual sea objeto de aprobación por parte del 
Consejo de Asuntos Generales y Política de la Conferencia. La Oficina Permanente 
observó que este no era e
d
asesoramiento de expertos. En cambio, se pone a consideración del Consejo un informe 
completo de la Comisión Especial con Conclusiones y Recomendaciones, relativo a 

 
108 Doc. Prel. N° 4. 
109 Véanse Conclusiones y Recomendaciones N° 2.2–2.3. 
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175. El Presidente recordó que el Consejo de Asuntos Generales y Política tenía 
onocimiento del trabajo en el Manual pero no consideraba adecuado que se le pidiera al 

l asesoramiento 
de expertos, modifique el Manual, a la luz de los comentarios realizados en la Comisión 

ico sobre 
el Convenio de 1996 luego del proceso de revisión final mencionado.110  

que se desarrollara la experiencia en virtud 
el Convenio, sería, asimismo, posible observar qué disposiciones se usaron más 

 enviar a la Oficina Permanente ejemplos de 
formularios que se puedan desarrollar o utilizar en virtud del Convenio de 1996 de modo 

osiblemente a través del 
sitio web de la Conferencia de La Haya.  

de extender INCADAT a fin de que 
cluya casos en virtud del Convenio de 1996 para ayudar a la promoción de una 

81. La Oficina Permanente, asimismo, consultó las opiniones de los expertos respecto 

ro de jurisdicciones 
ubiertas. Reconoció el importante trabajo de los corresponsales de INCADAT así como la 

83. La Comisión Especial recibió con agrado la observación de extender INCADAT al 
onvenio de 1996 y sugirió una observación más profunda de la conveniencia y 
ctibilidad de extender INCASTAT al Convenio de 1996.  

 
                                                

c
Consejo la aprobación del contenido substantivo de la publicación. El Presidente dio la 
palabra para ver si había aval a la propuesta de Suiza. No se expresó apoyo alguno.  
 
176. La Comisión Especial recomendó que la Oficina Permanente, con e

Especial. La Comisión Especial espera con ansias la publicación del Manual Práct

Desarrollo de formularios estándares en virtud del Convenio de 1996  

177. La Oficina Permanente les recordó a los expertos los beneficios de utilizar 
formularios estándares y debatió la posibilidad de desarrollar formularios estándares para 
su utilización en virtud del Convenio de 1996. Indicó que en el caso que debieran 
desarrollarse formularios, deberían ser en primer lugar a los fines de comunicaciones o 
solicitudes entre Autoridades Centrales. Una serie de respuestas al Cuestionario I111 
indicaron que los Estados considerarían a los formularios estándares útiles, pero sólo se 
identificó una disposición (Art. 40). A medida 
d
comúnmente y si algunas demandaron un procesamiento reiterativo para las cuales un 
formulario estándar podría ser útil. 
 
178. Una serie de expertos dieron cuenta de su experiencia en el desarrollo y empleo de 
formularios para las solicitudes en virtud del Convenio de 1996.  
 
179. La Oficina Permanente destacó que el trabajo en materia de formularios va a seguir 
considerándose. Invitó a los Estados a

que esta información pueda ser compartida con otros Estados, p

Extensión de INCADAT e INCASTAT al Convenio de 1996  

180. La Oficina Permanente observó la conveniencia 
in
interpretación consistente. Esto tendría, sin embargo, implicancias significativas de 
recursos y podría requerir un estudio más profundo.  
 
1
de la extensión de INCASTAT a fin de que incluya información sobre elementos 
específicos del Convenio de 1996.  
 
182. El Sr. McEleavy, Asesor Legal de INCADAT, expresó su gratitud a los Estados que 
contribuyeron con INCADAT y advirtió el deseo de aumentar el núme
c
contribución considerable de la Sra. Ely (ex Asesora Legal Senior en la Oficina 
Permanente) y el trabajo de la Oficina Permanente en este aspecto.  
 
1
C
fa
 
 
 

 
110 Véase Conclusión y Recomendación N° 55 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
111 Respuestas a la Pregunta 15.1. 
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 Familia y el Desarrollo 
e Redes Judiciales, que tuvo lugar en Bruselas (15 – 16 de enero de 2009) y al tiempo 

las redes nacionales en sus países 
spectivos y destacaron las redes adicionales en las que sus jueces habían participado, 

ebatir acerca del cronograma de 
uestiones en la otra jurisdicción113. Varios expertos comentaron que los jueces de la Red 

onvenio de 1980. Un 
xperto del Reino Unido consideraba que también era importante comunicarse con los 

ue su Estado no se oponía a la idea de un juez de enlace si a otros Estados les 
teresaba que Suiza tuviera uno. Concluyó subrayando la necesidad de una base 

ertos no consideraban que 

                                                

Red judicial y comunicaciones judiciales directas112  

Desarrollo de la Red Internacional de Jueces de La Haya  

184. La Oficina Permanente presentó el desarrollo de la Red Internacional de Jueces de 
La Haya y destacó que la Red se había multiplicado más de tres veces en los últimos 
cinco años, con más de 60 jueces provenientes de 45 Estados. Asimismo, resaltó que 
varios Estados, tales como Argentina, Canadá y México, habían implementado redes 
nacionales y que, en un Estado, los Países Bajos, se habían sancionado leyes a fin de 
crear el cargo de los jueces de enlace. La Oficina Permanente hizo referencia a la 
conferencia conjunta de la Comisión Europea y la Conferencia de La Haya sobre 
Comunicaciones Judiciales Directas en Cuestiones de Derecho de
d
dedicado por la Oficina Permanente a la consolidación de la red.  
 
185. Varios expertos informaron acerca de las nuevas designaciones a la Red o de las 
medidas adoptadas a efectos de dicha designación. Un experto de los Estados Unidos de 
América les recordó a los Estados la importancia de notificar a la Oficina Permanente los 
nuevos datos de contacto cuando había habido un cambio de juez de enlace. Algunos 
expertos también explicaron el funcionamiento de 
re
tales como IberRed y la Red Judicial Europea. 
 
186. Los Estados en los que han tenido lugar comunicaciones judiciales directas como 
consecuencia de los jueces de enlace consideraron que esta práctica era exitosa al 
momento de asistir con la restitución segura del niño. A modo de ejemplo, un experto de 
Australia resaltó que las comunicaciones judiciales directas se utilizaban para obtener 
órdenes espejo u órdenes complementarias a fin de garantizar la restitución segura, 
obtener pruebas, incluso pruebas testimoniales, y d
c
ayudaban a resolver solicitudes con mayor celeridad. 
 
187. Muchos expertos consideraban que el intercambio de información era importante a 
nivel internacional y regional, al igual que entre Autoridades Centrales y jueces a nivel 
nacional. Un experto de Bélgica destacó la importancia de la cooperación inter-red, por 
ejemplo, con la Red Judicial Europea. Algunos expertos afirmaron que los jueces que son 
miembros de la Red desempeñaban un rol importante en la prestación de ayuda a otros 
jueces nacionales que tenían limitada experiencia previa con el C
e
jueces de los Estados que no eran Parte en el Convenio de 1980.  
 
188. Respecto de las comunicaciones judiciales per se, los expertos de Suiza y Mónaco 
indicaron que los jueces de sus respectivos Estados pueden participar en comunicaciones 
judiciales directas con relación a casos específicos. Por otro lado, el experto de Suiza 
señaló que estos jueces no se ocupan de la función de enlace del trabajo dado que se 
trata de una función administrativa, para la cual cuentan con la Autoridad Central. 
Recalcó q
in
jurídica. 
 
189. Algunos expertos expresaron preocupación acerca de la protección de la 
confidencialidad de la información cuando los jueces intercambiaban información relativa 
a casos específicos. Algunos expertos opinaban que la independencia de los jueces 
también podía ponerse en peligro. En este aspecto, varios exp

 
112 Docs. Prel. Nº 3 A, 3 B, 3 C. 
113 Para más ejemplos, véanse, asimismo, las respuestas a la Pregunta 6.4 del Cuestionario I. 
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esto fuera un problema, puesto que los jueces respetan los principios de imparcialidad e 
independencia judicial y protegen la información confidencial. 
 
190. Algunos expertos debatieron acerca del respaldo y los recursos necesarios para los 
jueces de enlace y destacaron la pesada carga de tareas de los jueces.  
 
191. El Presidente concluyó el debate tomando nota de los numerosos avances a nivel 
tanto internacional como nacional con relación al desarrollo de la Red Internacional de 
Jueces de La Haya y al uso de comunicaciones judiciales directas. Resaltó los esfuerzos 

s y jueces y destacó la necesidad de 
que comprendan sus roles mutuamente. 

es y Recomendaciones de Comisiones 
speciales anteriores al igual que las conclusiones de otros seminarios judiciales114. 

del Documento Preliminar Nº 3 A se 
odificara reemplazando la palabra “reglas” por “lineamientos”. Los expertos también 

es 
acionales, se sugirió que deberían introducirse varios cambios en particular a fin de 

o, en algunos Estados, esto formaría parte del rol del ejecutivo.  
 

tinentes del 
ocumento Preliminar Nº 3 A sobre la cuestión de los Principios para Comunicaciones 

estacaron la importancia de contar con lineamientos: a efectos de 
roveer una base para las comunicaciones judiciales directas, para la confianza de las 

                                                

de cooperación existentes entre Autoridades Centrale

Discusión de los Principios: reglas emergentes 

192. La Oficina Permanente explicó la metodología aplicada a efectos del desarrollo de 
estos principios, subrayando el enfoque metódico y cuidadoso que se había adoptado. 
Indicó que los principios y las reglas emergentes podían separarse y que los Estados 
podían elegir las partes pertinentes y adaptarlas a sus necesidades. En cuanto a la 
discusión de las reglas emergentes, la Oficina Permanente destacó que reflejan la 
práctica actual y tienen en cuenta las Conclusion
E
Describió brevemente los comentarios recibidos acerca del proyecto de reglas 
emergentes provenientes de diversos Estados115. 
 
193. Varios expertos preferían que el título 
m
resaltaron que algunas oraciones del documento deberían ser menos imperativas y que 
“debe/n” podría reemplazarse por “debería/n”.  
 
194. Algunos expertos estaban preocupados por la redacción de los párrafos 1.2 a 1.6 
del Documento Preliminar Nº 3 A, en particular, del párrafo 1.3, con relación a la 
designación de jueces de la Red. A fin de justificar las diferencias entre las legislacion
n
evitar referencias a la participación de una autoridad judicial en la designación de jueces 
de enlace cuand

195. Todos los expertos coincidieron acerca de la necesidad de proteger la independencia 
de los jueces.  

Discusión de los Principios: principios para comunicaciones judiciales directas 
en casos específicos, incluidas las salvaguardas comúnmente aceptadas  

196. La Oficina Permanente presentó las secciones introductorias per
D
Judiciales Directas en casos específicos, incluidas las salvaguardas comúnmente 
aceptadas, y resaltó que la naturaleza de estos principios no es vinculante.  
 
197. Muchos expertos declararon que la comunicación judicial era una realidad y que su 
evolución debía alentarse en forma flexible a fin de receptar distintas tradiciones 
jurídicas, al igual que nuevos avances. Un experto resaltó que, en realidad, los debates 
deberían concentrarse en la manera de mejorar la cooperación en los casos en virtud del 
Convenio de La Haya a fin de garantizar la celeridad del proceso. Sin embargo, otros 
expertos también d
p
partes y, en particular, para los Estados que son nuevos en el uso de comunicaciones 
judiciales directas.  
 

 
114 Para más información, véanse Doc. Prel. Nº 3 B y Doc. Info. Nº 3. 
115 Para más información, véase Doc. Prel. Nº 3 C. 
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198. Un experto de Suiza preguntó cuál era la diferencia entre los párrafos 6.2 y 6.3 y 
afirmó que el párrafo 6.2 podía eliminarse en favor del párrafo 6.3. También se preguntó 
si la cuestión de la imparcialidad del juez, por oposición a su independencia, se omitía 
deliberadamente. Asimismo, destacó la necesidad de que las jurisdicciones de derecho 
continental tuvieran una base jurídica a fin de participar en comunicaciones judiciales 
directas en casos específicos. Algunos expertos resaltaron que la confusión acerca de 
estas cuestiones derivaba de la falta de experiencia de muchos Estados parte con las 
omunicaciones judiciales directas y que, en la práctica, la independencia del poder 

ndo las partes consentían 
 ampliar el alcance de las comunicaciones. Un experto de Francia expresó su 

00. La Oficina Permanente destacó la naturaleza flexible de la redacción del párrafo 6.4 

abajo por hacer, ya que el 
documento todavía parecía plantear determinadas cuestiones que debían abordarse con 

enta el debate desarrollado durante la reunión. 

ectas ante la 
lta de una ley local que previera dicha comunicación. Sugirió que puede que sea 

dad de asignar facultades de comunicación judicial 
irecta a los jueces. Agregó que sería útil que cada Estado pudiera establecer un 

unión Interamericana de Expertos de 2011 indicaba que debería 
stablecerse un marco jurídico a efectos de las comunicaciones judiciales directas. 

que cada Estado tenía 
us propios procedimientos y que dichas comunicaciones ya estaban teniendo lugar de 

                                                

c
judicial no se ponía en duda. Muchos expertos declararon que, aunque eran obvias, las 
reglas contenidas en los puntos 6.1, 6.2 y 6.3 constituían principios esenciales. 
 
199. Un experto de Canadá sugirió que el párrafo 6.4 establezca que las comunicaciones 
en general debían limitarse a cuestiones logísticas, excepto cua
a
incomodidad con el grado de formalidad del párrafo 6.4. Varios expertos expresaron sus 
deseos de que la redacción del párrafo 6.4 fuera más general. 
 
2
y explicó que estas salvaguardas procesales estaban destinadas a orientar a las partes y 
a los jueces que aún no estuvieran cómodos con las comunicaciones judiciales directas. 
 
201. El Presidente afirmó que de los interesantes debates surgía claramente que existía 
apoyo concreto para el objeto del Documento Preliminar Nº 3 A. Resaltó que este 
documento resumía las buenas prácticas derivadas de la experiencia con las 
comunicaciones judiciales directas. Agregó que aún quedaba tr

anterioridad a su distribución. Señaló que la Oficina Permanente concluiría el documento, 
teniendo en cu

Base jurídica para las comunicaciones judiciales / desarrollo de reglas 
vinculantes 

202. La Oficina Permanente sostuvo que las respuestas a los Perfiles de País116 revelaban 
cierta confusión acerca del significado de la expresión “base jurídica” para las 
comunicaciones judiciales directas. La Oficina Permanente explicó que la cuestión 
consistía en determinar si un juez podía iniciar comunicaciones judiciales dir
fa
necesario trabajar a fin de determinar una base jurídica dentro de las jurisdicciones e 
invitó a los expertos a limitar sus comentarios acerca de sus reglas locales. 
 
203. Un experto del Reino Unido explicó que, en las jurisdicciones del “common law”, 
esta era una cuestión de despliegue judicial y que el Juez Superior tenía la 
discrecionalidad y la responsabili
d
mecanismo y que, en el supuesto de no poder hacerlo, un instrumento internacional 
podría sentar las bases para esto. 
 
204. Una experta de la Argentina mencionó que una de las conclusiones principales 
emergentes de la Re
e
Agregó que dichas reglas se habían establecido a nivel nacional y luego diseminado entre 
todos los tribunales. 
 
205. Varios expertos se preguntaron si era realmente necesario crear una base jurídica 
formal para las comunicaciones judiciales directas y si las reglas estrictas conducirían a la 
promoción de las comunicaciones judiciales directas. Explicaron 
s

 
116 Pregunta 21. 
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manera informal. Un experto de Uruguay afirmó que parecía no haber consenso y que los 
Estados necesitaban la orientación de la Conferencia de La Haya. 
 
206. El Presidente concluyó que había Estados que no necesitaban una base jurídica, 

07. Un experto de Suiza presentó el Documento de Trabajo Nº 4117 y observó que se 

 caso específico con 
tra autoridad competente de otro Estado” [Versión original: “Where appropriate, a 

n de utilidad, en esta etapa, sería inadecuado adoptar 
les reglas a fin de facilitar las comunicaciones judiciales. Destacaron la necesidad de 

que este debate se pospusiera hasta la Parte II de la Comisión 
special. Un experto de Canadá también recordó que se necesitaría la aprobación del 

                                                

pero también había Estados que necesitaban una base jurídica formal, para lo cual 
debería alentarse el desarrollo de legislación local. 
 
2
basaba en la cooperación y la reciprocidad. Indicó que los Estados pueden necesitar una 
base jurídica a nivel internacional a fin de permitir las comunicaciones judiciales directas. 
 
208. La Oficina Permanente propuso un debate preliminar entre los expertos acerca de 
los méritos de desarrollar una base jurídica a efectos de las comunicaciones judiciales 
directas. Señaló que, en ocasiones, la reforma del derecho interno tenía Convenios 
internacionales como fuente. En este aspecto, hizo referencia a los poderes (“poderes de 
representación”), en los términos del Convenio de La Haya de 2000 sobre los Adultos, sin 
los cuales Estados tales como Suiza, Francia e Italia podrían no haber sancionado 
legislación interna a fin de dar vida a dicho concepto. Dejando de lado la cuestión 
específica de la forma que toda base jurídica debería adoptar, propuso la siguiente 
disposición como ejemplo: “Cuando corresponda, toda autoridad competente podrá 
participar en comunicaciones judiciales directas con respecto a un
o
competent authority may engage in direct judicial communications with regard to a 
specific case with another competent authority of another State”].  
 
209. Varios expertos opinaban que, si bien puede que las reglas vinculantes en materia 
de comunicaciones judiciales sea
ta
darles a los Estados tiempo para adquirir más experiencia en esta área a efectos de 
identificar estándares comunes.  
 
210. Con respecto a la propuesta suiza, muchos expertos creían que su consideración era 
prematura y preferían 
E

 
117 Establecía lo siguiente: 
“Sin perjuicio de los principios más específicos, la Comisión Especial promueve la continuación del examen de 
las normas jurídicas, con vistas a su posterior aprobación, de la siguiente manera – 
1. Cada Estado contratante designará a uno o más jueces que tengan como tarea la promoción de la 
cooperación entre las autoridades competentes de dicho Estado y la facilitación de las comunicaciones y del 
intercambio de información entre estas autoridades y las de otros Estados contratantes en las situaciones en las 
que el Convenio sea aplicable. 
2. Si la situación del niño y la revisión de las condiciones de su restitución así lo requieren, la Autoridad 
Central o la autoridad judicial, que entienda en la solicitud de restitución, podrá solicitar que cualquier autoridad 
de otro Estado contratante que posea información pertinente comunique dicha información. 
3. Si la situación del niño y la revisión de las condiciones de su restitución así lo requieren, la Autoridad 
Central o la autoridad judicial, que entienda en la solicitud de restitución, podrá, en los casos individuales, 
adoptar medidas a efectos de la protección del niño luego de su restitución e indagar, en particular, acerca de 
las medidas que las autoridades competentes del Estado en el que el niño tenía residencia habitual 
inmediatamente antes de su traslado o retención pueden adoptar a efectos de la protección del niño luego de 
su restitución.” 
[Versión original: “The Special Commission promotes, without prejudice to more specific principles, further 
examination of legal rules, in view of a later approval, as follows – 
1. Each Contracting State shall designate one or more judges having as task to promote co-operation 
amongst the competent authorities of that State and to facilitate communications and the exchange of 
information between these authorities and those of other Contracting States in situations to which the 
Convention applies. 
2. The Central Authority or the judicial authority, seized with the request for return, may, if the situation of 
the child and the review of the conditions of its return so require, request any authority of another Contracting 
State which has relevant information to communicate such information. 
3. The Central Authority or the judicial authority, seized with the request for return, may in individual cases, if 
the situation of the child and the review of the conditions of its return so require, take measures for the 
protection of the child upon its return and enquire in particular about the measures which the competent 
authorities of the State where the child was habitually resident immediately before its removal or retention can 
take for the protection of the child upon its return.”] 
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Consejo de Asuntos Generales y Política de la Conferencia a fin de empezar a trabajar en 
las reglas vinculantes. 
 
211. El Presidente concluyó el debate destacando que los expertos reconocían la 
necesidad de explorar el desarrollo de reglas vinculantes, pero casi en forma unánime 
creían que la consideración de las reglas vinculantes sería prematura. Por esta razón, era 
más adecuado debatir la cuestión durante la Parte II de la Comisión Especial. El 

ial contar con una base jurídica, pero no 
necesariamente con reglas vinculantes a fin de facilitar las comunicaciones judiciales 

que tendrá lugar en enero. 

 de 
tercambiar mensajes, construir una biblioteca virtual para archivar y almacenar 

locales. En la actualidad, no era posible 
stablecer canales seguros mediante Skype, aunque esto se estaba explorando en mayor 

215. La Oficina Permanente sugirió evaluar el posible uso y la implementación del 
dentificar o 

tín en las respuestas al Cuestionario I 
 resaltó las sugerencias para su mejora118. Asimismo, destacó algunas mejoras 

an contribuido al desarrollo 
el Boletín, en particular, a aquellos que han aportado artículos al Boletín, a la editorial 

                                                

Presidente resaltó que la necesidad de un marco jurídico que permitiera las 
comunicaciones judiciales directas parecía ser en gran medida una cuestión jurídica local. 
 
212. Un experto de Suiza coincidió en que el debate fuera pospuesto hasta la Parte II de 
la Comisión Especial. Subrayó que era esenc

directas y solicitó que los Estados continuaran reflexionando acerca de la propuesta a 
efectos del debate 

Uso de herramientas informáticas para apoyar el trabajo en red y las 
comunicaciones 

213. La Oficina Permanente presentó el resultado de las investigaciones realizadas por 
ella sobre los sistemas de comunicaciones seguras (sistemas de correo electrónico y 
videoconferencias). Había consultado a la Red respecto de sus necesidades y concluido 
que la Red deseaba contar con una plataforma segura a través de Internet a fin
in
documentos, por ejemplo, plantillas de comunicación, tales como solicitudes de 
declaraciones en virtud del artículo 15, y llevar adelante videoconferencias seguras.  
 
214. La Oficina Permanente identificó los sistemas existentes que alcanzarían algunos de 
estos objetivos (IberRed, el sistema de comunicaciones judiciales de la Organización de 
Estados Americanos (OEA) y Skype). Los jueces de la Red habían aceptado la propuesta 
de lanzamiento de un proyecto piloto basado en IberRed y con el apoyo de ella. El 
sistema de IberRed podía proveer un sistema seguro a efectos de las comunicaciones 
judiciales, aunque no brindaba la posibilidad de una biblioteca de documentos o 
videoconferencias. Si bien el sistema de la OEA tenía la ventaja de permitir las 
videoconferencias por canales seguros, tendría que instalarse en todas las computadoras 
pertinentes por no tratarse de una interfaz con soporte web y esto podría entrar en 
conflicto con las políticas gubernamentales 
e
profundidad. Se destacó que ciertas conversaciones estaban teniendo lugar entre 
Eurojust y la Red Judicial Europea e IberRed. 
 

sistema de IberRed, con el futuro debate de otras posibilidades a efectos de i
construir un sistema más sofisticado si la situación financiera lo permitiera. 

Rol del Boletín de los Jueces sobre Protección Internacional de Niños 

216. La Oficina Permanente recordó la importancia del Boletín de los Jueces, que es 
distribuido en 115 Estados a más de 800 destinatarios, entre los que se encuentran 
jueces, Autoridades Centrales y profesionales, a fin de promover el desarrollo de la 
cooperación y la comunicación judicial internacional. La Oficina Permanente agradeció las 
críticas constructivas de los Estados acerca del Bole
y
recientes del formato de las versiones impresa y electrónica del Boletín y observó que se 
intentaría que el Boletín se publicara con mayor periodicidad. 
 
217. La Oficina Permanente agradeció a todos aquellos que h
d

 
118 Respuestas a la Pregunta 22.1(b).  
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LexisNexis, que ofrece impresión y distribución gratuitas y al Sr. Juez Thorpe (Reino 
Unido) por su importante rol a efectos del apoyo del Boletín.  
 
218. Por último, la Oficina Permanente destacó que, a partir de 2009, la Oficina 
Permanente no había publicado una versión del Boletín de los Jueces en idioma español 
por no contar con fondos suficientes para su traducción. La Oficina Permanente resaltó 
que le complacería recibir el apoyo de los Estados a fin de retomar la traducción en 
español del Boletín de los Jueces, pero recalcó que, sin embargo, los colaboradores 
podían continuar enviando sus presentaciones a la Oficina Permanente en español para 

 experto de Uruguay informó que el Boletín era 
ampliamente utilizado en su Estado y señaló la importancia de su publicación en español. 

ambio de 
onocimiento e información y alentó la organización de conferencias judiciales futuras 

220. La Comisión Especial resaltó la importancia de las conferencias y los seminarios 
 su relevancia a efectos del funcionamiento eficaz 

de los Convenios de 1980 y 1996119. 

s 
dicaban que dicha decisión o certificación podía emitirse121 mientras que sólo ocho 

 declaraciones 

                                                

su traducción al inglés y al francés. Un

Conferencias y reuniones judiciales 

219. La Oficina Permanente hizo referencia al Documento Informativo Nº 3 y a los 
anexos del Documento Preliminar Nº 3 B, que contienen las Conclusiones y 
Recomendaciones de importantes conferencias y seminarios regionales e internacionales 
organizados o co-organizados por la Conferencia de La Haya a partir de 2006. La Oficina 
Permanente destacó la importancia de estos seminarios en cuanto al interc
c
puesto que constituyen un excelente vehículo para aumentar la confianza y la 
familiaridad entre los jueces y las Autoridades Centrales de distintos Estados.  
 

judiciales interdisciplinarios y destacó

Artículo 15 del Convenio de 1980 

221. La Oficina Permanente presentó el artículo 15 del Convenio de 1980, que permite 
que las autoridades judiciales o administrativas del Estado requerido soliciten que el 
solicitante obtenga de las “autoridades” del Estado de residencia habitual una “decisión o 
una certificación” que acredite que el traslado o retención era ilícito en el sentido previsto 
en el artículo 3. La mayoría de las respuestas a los Perfiles de País120 señalaban que 
responderían a las solicitudes en virtud del artículo 15 y 36 de las 44 respuesta
in
respuestas observaban que no era posible122. Las certificaciones eran emitidas 
principalmente por las autoridades judiciales y, en ocasiones, por la Autoridad Central.  
 
222. La Oficina Permanente destacó que en las respuestas al Cuestionario I123, la 
mayoría de los Estados informaron que no habían experimentado problemas o que el 
artículo 15 era rara vez utilizado. No obstante, algunas respuestas también revelaban 
algunos problemas prácticos en el funcionamiento del artículo 15. Estos problemas 
incluían demoras, en particular, con relación a los Estados en los que la emisión de una 
certificación en virtud del artículo 15 requería un proceso controvertido; casos en los que 
la declaración en virtud del artículo 15 no podía utilizarse por haber llegado demasiado 
tarde; problemas de competencia en el marco de procesos en virtud del artículo 15; 
solicitudes innecesarias de declaraciones en virtud del artículo 15, en situaciones en las 
que la información suministrada era completa y no había una verdadera cuestión en 
materia de derechos de custodia; declaraciones no concluyentes o

 
119 Véanse Conclusiones y Recomendaciones Nº 2.10 y 5.6 de la Comisión Especial de 2001, Conclusión y 
Recomendación Nº 1.6.6 de la Comisión Especial de 2006 y Conclusión y Recomendación Nº 75 de la Comisión 
Especial de 2011 (Parte I). 
120 Pregunta 10.2. 
121 Argentina, Australia, Bélgica, Brasil, Canadá (Columbia Británica, Isla del Príncipe Eduardo, Manitoba, Nueva 
Escocia, Quebec, Saskatchewan), Chile, China (RAE de Hong Kong), Chipre, Costa Rica, Dinamarca, España, 
Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Honduras, Irlanda, Israel, Letonia, Mauricio, México, Noruega, 
Paraguay, Portugal, Reino Unido (Inglaterra y Gales), República Checa, República Dominicana, Rumania, 
Suecia, Suiza, Turquía y Ucrania. 
122 Bulgaria, El Salvador, Estonia, Grecia, Lituania, Perú, Polonia y Uruguay. 
123 Respuestas a la Pregunta 8. 
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recibidas de parte de abogados privados que, en algunos casos, eran incorrectas; y el 

23. Un experto de Alemania destacó los problemas inherentes a la aplicación del 

224. La Comisión Especial recomendó que la Oficina Permanente considerara en mayor 

iación en 
virtud del Convenio de La Haya de 1980125  

ción de la Guía por su trabajo y compromiso. 
a Oficina Permanente señaló que la revisión del borrador de la Guía tendría lugar a la 

ntroversias transfronterizas y otras partes interesadas. La Oficina 
ermanente procuraba obtener las opiniones de los expertos respecto de la Guía y, en 

rtos aludieron a iniciativas y soluciones prácticas en sus Estados con respecto 
 la mediación y destacaron que la Guía contribuirá al desarrollo de mejores prácticas127. 

restitución y la mediación se desarrollaba en paralelo o mientras el proceso 
staba suspendido. Al mismo tiempo, muchos expertos resaltaron que era importante 

stacaron la utilidad de la mediación a efectos de reducir el tiempo 
ue lleva resolver solicitudes en virtud del Convenio de 1980. Asimismo, señalaron que la 

                                                

coste de obtener declaraciones en virtud del artículo 15. Se sugirió que puede que se 
necesiten mejores procedimientos a fin de facilitar el uso del artículo 15. 
 
2
artículo 15 y expresó la opinión de que era preferible utilizar la comunicación judicial 
directa, ya que era más rápida y permitía más aclaraciones en caso de ser necesario. 
 

profundidad los pasos que podrían seguirse a fin de asegurar la aplicación más efectiva 
del artículo 15124. 

Consideración del borrador de la Guía de Buenas Prácticas sobre Med

Revisión del borrador de la Guía de Buenas Prácticas sobre Mediación 

225. La Oficina Permanente llamó la atención respecto del trabajo de la Conferencia de 
La Haya en el ámbito de la mediación familiar transfronteriza, que incluyó la publicación 
de dos estudios sobre mediación familiar transfronteriza publicados en 2006 y 2007 por 
los cuales se reconoció la labor de la Sra. Vigers, ex Oficial Legal. La Oficina Permanente 
describió brevemente los antecedentes y el desarrollo de la Guía y agradeció a los 
expertos que habían colaborado con la redac
L
luz de los debates desarrollados a lo largo de esta reunión y la información recibida a 
través de las respuestas al Perfil de País126. 
 
226. La Oficina Permanente afirmó que el propósito de la Guía consistía en describir y 
promover las buenas prácticas en materia de mediación. Resaltó que, si bien hacía 
recomendaciones, la naturaleza de la Guía no era vinculante. Estableció brevemente que 
la Guía estaba destinada a un público amplio, que incluía jueces, abogados, mediadores, 
partes de co
P
particular, si se necesitaban más detalles en cuanto a las cuestiones de competencia y 
ley aplicable. 
 
227. Muchos expertos recibieron con agrado el desarrollo del proyecto de Guía en aras 
de promover soluciones amistosas en el marco de cuestiones familiares transfronterizas y 
resaltaron que, a menudo, la solución amistosa era menos traumática para el niño. 
Varios expe
a
Algunos expertos recordaron la necesidad de garantizar la protección del interés superior 
del niño. 
 
228. Varios expertos debatieron acerca del momento en el que correspondía iniciar la 
mediación. Los comentarios de los expertos señalaban que las prácticas variaban según 
los Estados. Varios expertos informaron que, en su jurisdicción, primero se iniciaba el 
proceso de 
e
que la opción de la mediación estuviera a disposición de las partes en una etapa 
temprana. 
 
229. Varios expertos de
q

 
124 Véase Conclusión y Recomendación Nº 63 de la Comisión Especial de 2011 (Parte I). 
125 Doc. Prel. Nº 5. 
126 Véanse Preguntas 19 y 20. 
127 Para más información acerca de los esquemas de mediación en los Estados particulares, véanse las 
respuestas a la Pregunta 19 del Perfil de País. 
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mediación en el contexto de un proceso en virtud del Convenio de 1980 no debería 
redundar en demoras.  
 
230. La Comisión Especial procedió a considerar la Guía capítulo por capítulo e hizo 
bservaciones a efectos de su revisión. 

diera encontrarse consenso. Por lo 
nto, la Guía pretendía exclusivamente brindar orientación acerca del resultado de las 

specífica a efectos de la mediación en el contexto de casos de sustracción internacional 

ionaron la importancia 
e las herramientas informáticas en la mediación a distancia y sugirieron que el uso de 

s implicancias de la mediación a distancia en la 
inámica del proceso de mediación, se incluyera en la formación.  

portante que los 
ervicios que ofrecen la mediación también ayudaran con el monitoreo mediante la 

 partes involucradas. Un observador del 
SI apoyó la idea de la evaluación por parte de un organismo neutral. 

ción. Varios expertos 
ugirieron que lo ideal sería que un mediador llevara a cabo esta evaluación. Los 

Guía de que los Estados deberían considerar la posibilidad de brindar asistencia judicial 
                      

o
 
Formación especializada para la mediación 
 
231. La Oficina Permanente presentó información acerca de la formación especializada 
para la mediación en el marco de casos de sustracción internacional de niños y la 
protección de la calidad de la mediación. Destacó que de 37 respuestas a los Perfiles de 
País128, 11 Estados indicaron que contaban con legislación relativa a la acreditación del 
mediador y 11 Estados señalaron que regulaban las cualificaciones de los mediadores. El 
panorama general era que la legislación de los estándares de acreditación y cualificación 
de mediadores no era una práctica extendida, en particular, con relación a la formación 
especializada en el contexto de controversias internacionales en materia de familia. La 
Oficina Permanente observó que, dados los diferentes enfoques adoptados por los 
Estados, ésta todavía no era un área en la que pu
ta
iniciativas destinadas a promover la formación especializada, sin perjuicio del modo en el 
que esto se lograría (legislación, acreditación, etc.).  
 
232. La Oficina Permanente llamó la atención respecto de la recomendación según la cual 
sólo los mediadores experimentados en materia de familia que hubieran recibido una 
formación específica en el marco de casos de sustracción internacional de niños deberían 
llevar adelante la mediación en esos casos. Varios expertos apoyaron la idea de que los 
mediadores de casos en virtud del Convenio de 1980 deberían recibir formación 
e
de niños. Al mismo tiempo, varios expertos resaltaron que la formación especializada a 
efectos de la mediación familiar internacional aún debía desarrollarse en muchos Estados.  
 
233. Algunos expertos consideraban importante que los mediadores también tuvieran 
conocimientos de idiomas y una apreciación de las distintas culturas involucradas de 
modo tal de poder entender correctamente las cuestiones en torno de estas 
controversias. Un experto opinaba que las sesiones de mediación también podrían 
funcionar bien con un intérprete. Asimismo, varios expertos menc
d
programas como Skype, al igual que la
d
 
Protección de la calidad de la mediación 
 
234. Un experto de Bélgica sugirió establecer estándares comunes a efectos de evaluar 
la calidad de la mediación. Un observador de IPCAS consideraba im
s
recepción de comentarios y observaciones de las
S
 
Acceso a la mediación y evaluación de su aptitud 
 
235. Los observadores de diversas organizaciones de mediación destacaron la 
importancia de evaluar la aptitud de un caso para la media
s
expertos tenían opiniones encontradas acerca de si la Autoridad Central, que representa 
a una de las partes, podría llevar a cabo la evaluación de aptitud.  
 
236. La Oficina Permanente llamó la atención respecto de la sugerencia incluida en la 

                           
128 Pregunta 19.2. 



53 

para la mediación en los casos de sustracción de niños. De los 37 Perfiles de País129 
analizados, sólo cinco Estados indicaron que había asistencia jurídica disponible para los 
casos de mediación mientras que cinco señalaron que contaban con servicios gratuitos de 
mediación. Sin embargo, la Oficina Permanente puso de manifiesto la diferencia entre la 
prestación de asistencia para el proceso legal y para la mediación, teniendo en cuenta el 
rtículo 26 del Convenio de 1980, al igual que el hecho de que los costes de mediación 

enio de 1980 también debería ser aplicable a la mediación. Un experto de 
ónaco coincidió en que el artículo 26 podía utilizarse a fin de cubrir los costes de 

stir por fuera de un 
roceso judicial. Asimismo, resaltó la importancia de alentar a los Estados a considerar 

ediadores no consiste en brindar asesoramiento jurídico y 
ue debería instarse a las partes a tener representantes legales y a consultarlos acerca 

las opiniones del niño carecían de toda importancia. Todos los expertos 
sistían en tener en cuenta el interés del niño y, en particular, la necesidad de 

Permanente) llamó la atención respecto del 
echo de que las opiniones del niño pueden verse influenciadas por el progenitor 

en cuenta. 

42. La Oficina Permanente destacó el debate contenido en la Guía en materia de 

 el rol de la Conferencia 
e La Haya consistiera en establecer reglas procesales sustantivas relativas a cuestiones 

decidir si desean participar en la mediación y resaltó 
ue los mediadores tenían experiencia en la rectificación de desequilibrios de poder y la 
plementación de salvaguardias.  

 

                                                

a
podían diferir enormemente entre los Estados.  
 
237. Un experto de Suiza consideraba que debería indicarse claramente que el artículo 
26 del Conv
M
mediación. 
 
238. La Oficina Permanente respondió que sería reticente a realizar una interpretación 
definitiva del artículo 26. No obstante, destacó que el artículo 26 será aplicable cuando 
exista un proceso judicial, mientras que la mediación puede exi
p
los medios por los cuales podrían ayudar a subsidiar la mediación.  
 
239. Un experto de Alemania sugirió que la Guía debería concentrar más atención en el 
hecho de que el rol de los m
q
de las implicancias legales.  
 
240. La Oficina Permanente subrayó la importancia de la participación del niño al 
momento de hacer que un acuerdo sea vinculante en algunas jurisdicciones. Resaltó que 
de los 37 Perfiles de País130, dos Estados señalaron que los mediadores deben ver al niño 
y dos Estados respondieron que las opiniones del niño deben tenerse en cuenta. Once 
Estados respondieron que esto quedaba librado a la discrecionalidad del mediador. En 
tres Estados, 
in
reconfortarlo. 
 
241. El Sr. Juez Jillani (Asesor de la Oficina 
h
sustractor, lo que debía tenerse 
 
Mediación y violencia doméstica 
 
2
mediación y alegaciones de violencia doméstica.  
 
243. Un experto de Suiza deseaba llamar la atención respecto de la violencia directa o 
indirecta sufrida por el niño. Asimismo, agregó que no creía que
d
de mediación, tales como las cualificaciones de los mediadores. 
 
244. A algunos expertos les preocupaba que la mediación no fuera adecuada en los casos 
de violencia doméstica, puesto que, a menudo, la víctima se encuentra en una posición 
de inferioridad que puede afectar su poder de negociación y, en tales casos, el mediador 
no tendría la facultad judicial de garantizar la aplicación de salvaguardias. Sin embargo, 
algunos observadores insistían en que las partes, incluso las partes vulnerables, deben 
tener la autonomía necesaria para 
q
im

 
129 Pregunta 19.3. 
130 Pregunta 19.4. 
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Cómo hacer que el acuerdo de mediación sea vinculante 
 
245. La Oficina Permanente llamó la atención respecto de la importancia de preparar un 

larara aún más en el capítulo 11 que el 
cuerdo no debería incluir condiciones que no fueran responsabilidad directa de las 

Cuestiones de competencia y ley aplicable 

247. La Oficina Permanente describió brevemente una situación típica, en la que la 

de competencia. Asimismo, el artículo 16 del 
onvenio de 1980 prohíbe que el Estado requerido decida sobre las cuestiones de fondo 

s podían encontrar una buena solución. Algunos expertos y observadores 
también consideraban que, en la práctica, estas cuestiones eran fáciles de resolver, 

idas con el acuerdo. 

a o lazos sólidos con el nuevo Estado. Afirmó que este problema acentuaba la 

artículo 8 además del artículo 9 del Convenio de 1996. Otra experta de Alemania destacó 
que, en calidad de jueza, observaba los mayores problemas en los casos en los que las 

genitores 

opción de hacer que el acuerdo sea vinculante en el otro Estado a menudo 

acuerdo correctamente a fin de hacer que sea vinculante en los distintos sistemas 
jurídicos involucrados, resaltó la importancia práctica de redactar términos prácticos y 
realistas y subrayó el hecho de que la Guía recomendaba que se concediera a las partes 
un tiempo determinado para obtener asesoramiento jurídico antes de concluir el acuerdo. 
 
246. Un experto de Canadá sugirió que se ac
a
partes y sobre las cuales no tuvieran control, tales como el retiro de cargos penales.  
 

 

mediación tenía lugar en el Estado al que el niño había sido llevado y se había llegado a 
un acuerdo acerca de cuestiones tales como custodia, contacto y reubicación. Por lo 
general, las partes deseaban que el acuerdo se tornara vinculante en dicho Estado. el 
Convenio de 1980 no contiene reglas 
C
de una controversia en materia de custodia y también obstruye supuestamente la 
capacidad de los tribunales del Estado requerido de convertir el acuerdo de mediación en 
una orden judicial. La Oficina Permanente afirmó que las reglas en virtud del Convenio de 
1996 que permiten la transferencia de competencia podrían ofrecer posibles soluciones. 
Asimismo, agregó que puede que las abundantes reglas de competencia, tanto regionales 
como bilaterales, deban analizarse. 
 
248. Un experto de Suecia sugirió que la cuestión no debería regularse en demasiado 
detalle en la Guía y señaló que estas cuestiones eran más problemáticas en la teoría que 
en la práctica y que, en los casos particulares, con frecuencia, los abogados y los jueces 
involucrado

puesto que ambas partes estaban compromet
 
249. Un experto de Suiza discrepó y dijo que determinadas cuestiones jurídicas debían 
abordarse en la Guía en forma general, dado que las partes debían tener la certeza de 
que su acuerdo sería reconocido en otras jurisdicciones. Declaró que puede que la Guía 
de Buenas Prácticas no fuera el lugar correcto para exponer los antecedentes legales en 
detalle y sugirió que los detalles deberían incluirse en el Manual Práctico sobre el 
Convenio de 1996 (Doc. Prel. Nº 4). El rol del artículo 16 del Convenio de 1980 como 
impedimento de competencia en el Estado requerido también podría explorarse en mayor 
detalle en el Manual. Asimismo, consideraba que la transferencia de competencia en 
virtud del artículo 7 del Convenio de 1996 era problemática cuando el niño no había 
estrech d
necesidad de contar con reglas complementarias a las disponibles en los Convenios de 
1980 y 1996.  
 
250. Un experto de los Países Bajos opinaba que el artículo 11 del Convenio de 1996 
también podía desempeñar un rol importante y que el Manual también podría hacer 
referencia a él. 
 
251. Un experto de Alemania indicó que el párrafo 287 debería tener en cuenta el 

partes acordaban un paquete más grande de cuestiones, sobre cuyas partes el juez del 
proceso de restitución carecía de competencia. Ella daba el ejemplo de los pro
que acordaban la restitución del niño y, al mismo tiempo, compartir la responsabilidad 
parental de cierto modo luego de la restitución. Explicó que la única opción que las partes 
tenían en dichas situaciones era confiar en que el tribunal del otro Estado respetara su 
acuerdo. La 
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implicaba un proceso extenso, para el cual el proceso de restitución en virtud del 
Convenio de La Haya no podía suspenderse debido a la necesidad de celeridad.  

rmanente revisara el proyecto de Guía 
 versión definitiva de la Guía para su 

ría en la posterior circulación de la Guía para su 
onsulta todo lo que se tuviera intención de incluir.  

osible desarrollo de reglas vinculantes 

os Principios / discusión de los Principios / el 

 
252. Una experta de Australia hizo referencia a algunos casos en los que podían utilizar 
la Red Internacional de Jueces de La Haya a fin de colaborar con estas cuestiones. 
Explicó que, en algunos casos, habían logrado obtener una orden parental en el exterior 
con la ayuda de los representantes de las partes en el otro Estado en forma 
razonablemente rápida y luego cerrar el proceso de restitución e inmediatamente 
después hacer que el acuerdo sea vinculante.  
 
253. Muchos expertos destacaron la necesidad de cooperación entre las autoridades de 
ambos Estados. 

Seguimiento 

254. La Comisión Especial solicitó que la Oficina Pe
 la luz de los debates y que se distribuyera unaa

consulta entre todos los Estados contratantes y los Miembros de la Conferencia de La 
Haya con anterioridad a su publicación.  
 
255. La Oficina Permanente sugirió que el modo en el que la Guía debería publicarse 
debía considerarse con sumo cuidado. Un formato electrónico podría ser el más adecuado 
para permitir actualizaciones futuras fácilmente. Asimismo, mencionó la posibilidad de un 
anexo que enumere los nuevos avances e incluya algunos ejemplos de acuerdos de 
mediación. Explicó que se incorpora
c
 
256. Un experto de Suiza preguntó si la Guía sería objeto de aprobación por parte del 
Consejo de Asuntos Generales y Política. El Presidente destacó que esta pregunta era 
similar a la que ya se había abordado con relación al Manual Práctico sobre el Convenio 
de 1996.  

P

257. La Oficina Permanente observó que la Parte II de la Comisión Especial consideraría 
la necesidad de desarrollar reglas vinculantes en materia de mediación al igual que su 
factibilidad. Resaltó el desarrollo de estructuras de mediación dentro del marco de los 
tratados existentes. Asimismo, destacó que la legislación o las reglas nacionales podían 
emplearse en los países que requerían un marco legislativo. 
 
258. La Comisión Especial señaló que la cuestión se abordaría nuevamente en la Parte II. 

Los principios sobre mediación desarrollados en el contexto del Proceso de 
Malta131 

Introducción y objetivos de l
Punto de Contacto Central 

259. La Oficina Permanente presentó los antecedentes del Proceso de Malta. Recordó que 
el Proceso había comenzado con un estudio que revelaba que el funcionamiento de varios 
acuerdos bilaterales entre Estados contratantes del Convenio de 1980 y Estados no 
contratantes que se basaban en el derecho islámico (Shariah) en todo o en parte no era 
satisfactorio132. Esto había demostrado la necesidad de que exista más diálogo entre los 

                                                 
131 Doc. Prel. Nº 6. Para más información acerca del Proceso de Malta, véase sitio web de la Conferencia de La 
Haya en < www.hcch.net >, “Sección Sustracción de Niños” y “Mediación familiar transfronteriza”. 
132 Véase C. Gosselain (para la Oficina Permanente), “Sustracción de niños y derecho de visita transfronterizo: 
convenios bilaterales y Estados islámicos – Un trabajo de investigación”, Doc. Prel. Nº 7 de agosto de 2002 a la 

Conferencia de La Haya atención de la Comisión Especial de 2002, disponible en el sitio web de la 
< www.hcch.net >, “Sección Sustracción de Niños” y “Comisiones Especiales sobre el funcionamiento práctico 
del Convenio”. 
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Estados contratantes y no contratantes en aras de ayudar a explorar soluciones para las 
controversias familiares transfronterizas. 
 
260. La Oficina Permanente hizo referencia a las Conferencias de Malta, celebradas en 
2004, 2006 y 2009, en las que participaron jueces y funcionarios gubernamentales 
provenientes de una representación equilibrada de Estados contratantes y Estados no 
ontratantes del Convenio de 1980 que pretendían aumentar el conocimiento y la 

ervicios de mediación no sustituía el desarrollo de 
structuras jurídicas, sino que lo complementaba. 

nto 
reliminar Nº 6 y dio más detalles acerca de las actividades y las medidas del Grupo de 

sen subrayó la existencia de cada vez más casos de sustracción de 
niños con Estados ajenos al Convenio y el importante rol que la mediación puede 

 familiares transfronterizas. Presentó 
los Principios, resaltando que eran meras aspiraciones, y recordó que, con relación a los 

263. El Sr. Juez Jillani destacó la importancia del Proceso de Malta. Observó que la labor 
 Trabajo sobre Mediación había actuado como catalizador de desarrollos en 

on al Grupo de Trabajo por su labor y recibieron con agrado 

 acerca del bienestar del 
niño, apoyo para establecer el contacto, asistencia con las barreras idiomáticas y acceso 
al sistema jurídico extranjero y que, por lo tanto, los Puntos de Contacto Centrales 
deberían facilitar una más amplia variedad de servicios.  
 

                                                

c
comprensión del modo en el que los distintos sistemas jurídicos funcionaban al igual que 
identificar formas de cooperación administrativa y jurídica. Luego de una propuesta 
presentada por Canadá durante la Tercera Conferencia de Malta de 2009, el Consejo de 
Asuntos Generales y Política le había encomendado a la Oficina Permanente la tarea de 
establecer un Grupo de Trabajo sobre Mediación en el marco del Proceso de Malta para 
promover el desarrollo de estructuras de mediación que ayuden a resolver conflictos 
transfronterizos relativos a la custodia de los niños o al contacto entre padres e hijos. Se 
destacó que el desarrollo de s
e
 
261. El Grupo de Trabajo estaba compuesto por expertos provenientes de seis Estados 
contratantes del Convenio de 1980133 y de seis Estados no contratantes134, además de 
dos expertos independientes, y estaba presidido conjuntamente por la Sra. Thomsen 
(Canadá) y el Sr. Juez Jillani (Pakistán). La Oficina Permanente aludió al Docume
P
Trabajo destinadas a la conclusión de los “Principios para el establecimiento de 
estructuras de mediación en el contexto del Proceso de Malta” y del “Memorando 
Explicativo” en noviembre de 2010.  
 
262. La Sra. Thom

desempeñar a fin de ayudar a resolver controversias

Estados ajenos al Convenio de La Haya, el objetivo último seguía siendo alentar a dichos 
Estados a incorporarse a los Convenios de La Haya pertinentes.  
 

 
del Grupo de
Pakistán tales como la designación de un Punto de Contacto Central dentro del Ministerio 
de Derecho y Justicia a fin de facilitar la puesta en práctica de los Principios de Malta y 
prestar asistencia a los progenitores perjudicados cuyos hijos fueron llevados a Pakistán, 
programas de formación judicial en materia de mediación, otros métodos alternativos de 
resolución de controversias y la diseminación de información a través de boletines 
judiciales.  
 
64. Varios expertos felicitar2

los Principios y la invitación al establecimiento de Puntos de Contacto Centrales para la 
mediación familiar internacional.  
 
265. Un experto de Eslovaquia destacó que, en el futuro, la información suministrada por 
estos puntos de contacto debería ir más allá de la mediación e incluir otros recursos para 
el progenitor perjudicado. Un observador del SSI resaltó que, a menudo, la mediación no 
era la prioridad principal para los progenitores perjudicados en estos casos, sino que 
necesitaban ayuda a efectos de localizar al niño, información

 
133 Alemania, Australia, Canadá, Estados Unidos de América, Francia y Reino Unido. 
134 Egipto, India, Jordania, Malasia, Marruecos y Pakistán. Luego de ello, Marruecos se ha convertido en Estado 
parte del Convenio de 1980. 
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266. La Sra. Thomsen señaló que lo ideal sería que, en el futuro, se desarrollen Puntos 
de Contacto Centrales en los Estados ajenos al Convenio de La Haya a fin de crear una 
red internacional de cooperación similar a la establecida entre las Autoridades Centrales 
en virtud del marco del Convenio de 1980. Asimismo, resaltó que si bien puede que la 
mediación no sea la primera opción para los progenitores perjudicados, podría ser la 
única opción. 
 
267. La Oficina Permanente reconoció que el desarrollo de los Principios y el 
establecimiento de los Puntos de Contacto Centrales eran sólo el primer paso. Hizo 
referencia a las Conclusiones y Recomendaciones del Consejo de Asuntos Generales y 
Política de abril de 2011 que le encomendaban al Grupo de Trabajo la tarea de: i) facilitar 
la aceptación e implementación más amplia de los Principios como marco básico del 
proceso; y, ii) considerar la posibilidad de desarrollar aún más los Principios135. Destacó 
que el Grupo de Trabajo informaría acerca del avance de su labor en el próximo Consejo 
de Asuntos Generales y Política.  
 
268. La Oficina Permanente agradeció al Sr. Juez Jillani y a la Sra. Thomsen por su 
trabajo y entusiasmo. Asimismo, agradeció a todos los miembros del Grupo de Trabajo, 
en particular, a los expertos independientes, el Sr. Carter y la Sra. Filion, al igual que a 
los Gobiernos de Australia y Canadá por aportar los fondos que le habían permitido al 
Grupo de Trabajo llevar a cabo dos reuniones telefónicas y una reunión en persona.  
 
269. La Comisión Especial destacó los esfuerzos que los Estados contratantes estaban 
invirtiendo en el establecimiento de un Punto de Contacto Central de conformidad con los 
Principios y alentó a los Estados a considerar la posibilidad de establecer un Punto de 
Contacto Central semejante o designar a sus Autoridades Centrales como Punto de 
Contacto Central. 

Conclusiones y Recomendaciones de la Parte I 

270. El Presidente presentó el Docum ajo Nº 6 que contenía el borrador de 
las Conclusiones y Recomendaciones. Para las Conclusiones y Recomendaciones 
definitivas adoptadas por la Comisión Especial, véase Anexo 1. 

Conclusión 

271. El Presidente agradeció a todos los participantes, entre los que se encontraban las 
Autoridades Centrales, los representantes gubernamentales, los observadores, los 
académicos en materia de derecho y los particulares, por su participación activa. 
Asimismo, agradeció al Grupo Asesor presidido por la Jueza Victoria Bennett (Australia), 
a la Oficina Permanente, a los secretarios redactores, al personal administrativo y de 
apoyo y a los intérpretes. Varios expertos agradecieron al Presidente y al personal de la 
Oficina Permanente.  
 
272. Luego del cierre del la reunión, el Presidente y el Secretario General comentaron 
que se trataba de la última Comisión Especial con anterioridad al retiro del Secretario 
General Adjunto, William Duncan. Expresaron su sincero agradecimiento hacia él por el 
gran aporte que había hecho a la Conferencia de La Haya y lo felicitaron por sus muchos 
logros durante el tiempo que había trabajado con la Oficina Permanente. El Secretario 
General Adjunto respondió, expresando su admiración y agradecimiento hacia los 
delegados y hacia todos aquellos con los que había trabajado. 

                                                

ento de Trab
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Práctico de los Convenios de La Haya de 1980 y 
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isión Especial sobre el Funcionamiento 

6  
0 JUNIO 2011) 

 
 
 
 

Conclusiones y Recomendaciones 
 

adoptadas por la Comisión Especial 
 
Nuevos Estados contratantes  
 
1.  La Comisión Especial celebra el aumento registrado desde la reunión de la Comisión 
Especial de 2006 en el número de Estados contratantes de los Convenios de 19801 (de 76 a 
85) y de 1996 (de 13 a 32) y en el número de Estados que han suscripto el Convenio de 19962 
(7). La Comisión Especial insta a los Estados contratantes y a la Oficina Permanente a 
continuar con sus esfuerzos a fin de ampliar el número de Estados contratantes mediante la 
provisión de asesoramiento y asistencia.  
 
2. La Comisión Especial sugiere el establecimiento de una red informal de expertos a fin de 
debatir acerca de las estrategias y los desafíos inherentes a la implementación del Convenio 

 virtud del 

de 1996, por ejemplo, mediante el debate a través de una “listserv” (lista electrónica cerrada). 

Colaboración y comunicación entre las Autoridades Centrales en
Convenio de La Haya de 1980  

venio de 1980. Cuando la propia Autoridad Central no 
te n en particular, preferentemente 

ta dicho servicio o desempeña dicha función. 
omo alternativa, se recomienda que la Autoridad Central al menos ofrezca información 

relativ

4.  La Co
Autoridades
ilícita. Cuan
son adopta entral, sino a través de un intermediario, la 
Autor C
correspondi
al niño y co

5.  Se so
Autoridades
efectos de
gubername
comunicar d

6.  La C
Convenio de sto de no informarse en forma inmediata a la Oficina 
ermanente de los cambios en los datos de contacto de las Autoridades Centrales. Asimismo, se 

3.  Se recomienda invertir esfuerzos a fin de garantizar que las Autoridades Centrales actúen 
como punto focal para la prestación de los servicios o el desempeño de las funciones 
contempladas en el artículo 7 del Con
pres  un servicio en particular o no desempeñe una funció
ella misma debería involucrar al organismo que pres
C

a al organismo y al modo en que se lo puede contactar.  

misión Especial destaca una vez más la crucial importancia del rol activo de las 
 Centrales en la localización del niño que ha sido trasladado o retenido de manera 
do las medidas destinadas a localizar al niño dentro de un Estado contratante no 
das directamente por la Autoridad C

idad entral seguirá siendo responsable de agilizar las comunicaciones con el intermediario 
ente e informar al Estado requirente acerca del avance de los intentos de localizar 
ntinuará siendo el canal central de comunicación en lo que a ello respecta.  

licita que los Estados contratantes que aún no lo han hecho confieran a sus 
 Centrales facultades suficientes a fin de solicitar, toda vez que sea necesario a 

 la localización del niño, información a otras dependencias y autoridades 
ntales, entre las que se encuentra la policía y, de conformidad con la ley, 
icha información a la Autoridad Central requirente.  

omisión Especial resalta las graves consecuencias que el funcionamiento del 
 1980 podría sufrir en el supue

P

                                                 
1 Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores (en adelante, “el Convenio de 1980”).  

Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el 
econocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de 
otección de los Niños (en adelante, “el Convenio de 1996”). 

2 
R
Pr
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e 
Au

unicaciones judiciales directas y a facilitarlas, incluso, en el supuesto de dificultades 
idiomáticas, a través de la prestación de servicios de traducción, siempre que resulte 

n

a continuar con su trabajo 
(descripto en el Doc. Info. Nº 4) a fin de modernizar el formulario recomendado de Solicitud 

a. La Comisión Especial 
licita que se publiquen versiones del formulario en distintos idiomas en el sitio web de la 

jorar el trabajo en red de las Autoridades Centrales.  
 

3. La Comisión Especial destaca una vez más:  

(a) que al momento de ejercer sus funciones relativas a la aceptación de solicitudes, 

chazar la solicitud 

d 

 facilite esa información adicional. 

l 
Estado requerido.  
 
 

recomienda que la Oficina Permanente se comprometa a recordar a las Autoridades Centrales 
su deber de información en este aspecto una vez al año. 
 
7. La Comisión Especial destaca una vez más la necesidad de cooperación estrecha entr
las toridades Centrales a efectos del procesamiento de solicitudes y del intercambio de 
información en virtud del Convenio de 1980 y hace hincapié en los principios de “respuestas 
inmediatas” y “medios de comunicación rápidos” establecidos en la Guía de Buenas Prácticas 
en virtud del Convenio de 1980 - Primera Parte - Práctica de las Autoridades Centrales.  
 
8.  La Comisión Especial celebra la cooperación creciente dentro de los Estados entre el / 
los miembro/s de la Red Internacional de Jueces de La Haya y la Autoridad Central pertinente 
que redunda en el mejor funcionamiento del Convenio.  

9.  Se alienta a las Autoridades Centrales a continuar suministrando información acerca de 
las com

perti ente o posible.  

10. La Comisión Especial alienta a la Oficina Permanente 

de Restitución y crear un formulario que pueda completarse en formato electrónico. 
Asimismo, la Comisión Especial solicita que la Oficina Permanente continúe con su trabajo a 
fin de desarrollar un formulario estándar de Solicitud de Derecho de Visit
so
Conferencia de La Haya. A tal efecto, se alienta a los Estados a proporcionar traducciones a la 
Oficina Permanente.  

11. La Comisión Especial alienta el uso de tecnología de la información en aras de acelerar 
las comunicaciones y me

12. Se recomienda que la Autoridad Central requirente se asegure de que la solicitud esté 
completa. Además de los documentos respaldatorios esenciales, se recomienda que la 
solicitud se encuentre acompañada de toda información complementaria que pudiera facilitar 
la evaluación y la resolución del caso.  
 
1
 

las Autoridades Centrales deberían respetar el hecho de que, por lo general, la 
evaluación de cuestiones de hecho y de derecho (e.g., la residencia habitual, la 
existencia de derechos de custodia o acusaciones de violencia doméstica) debe 
estar a cargo del tribunal o de cualquier otra autoridad competente que decida 
respecto de la solicitud de restitución;  

(b) la facultad de la Autoridad Central en virtud del artículo 27 de re
cuando se ponga de manifiesto que no se han cumplido las condiciones requeridas 
en el Convenio o que la solicitud carece de fundamento debería ejercerse con sumo 
cuidado. La Autoridad Central requerida no debería rechazar una solicitu
simplemente sobre la base de que se necesitan documentos o información 
adicionales. Se alienta enfáticamente la cooperación estrecha entre las Autoridades 
Centrales involucradas a fin de garantizar la presentación de la documentación 
pertinente y evitar demoras indebidas en el procesamiento de las solicitudes. La 
Autoridad Central podrá requerir al solicitante que
Si el solicitante no aportara esa información en un plazo razonable especificado por la 
Autoridad Central requerida, la Autoridad Central podría negarse a continuar con el 
procesamiento de la solicitud.  

 
14. Se les recuerda a las Autoridades Centrales el valioso rol que se espera cumpla el Perfil 
de País para el Convenio de 1980 en aras de permitir el intercambio de información entre los 
Estados acerca de los requisitos que deben reunirse a efectos de presentar una solicitud en e
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vez más importante que desempeñan las 
utoridades Centrales en el marco de los casos de sustracción internacional de niños con miras a 

6. En la medida de lo posible, la Autoridad Central requerida debería mantener informada a 
t

ntral requirente. Toda vez que la Autoridad Central 
querida tome conocimiento de una sentencia o decisión emitida en el marco de procesos de 

tu

onda.  

15. La Comisión Especial celebra el rol cada 
A
la solución amistosa del conflicto incluso a través de la mediación. Al mismo tiempo, la Comisión 
Especial reconoce que la adopción de medidas a tal efecto no debería redundar en demoras.  
 
1
la Au oridad Central requirente acerca del avance del proceso y responder a las solicitudes de 
información razonables de la Autoridad Ce
re
resti ción o derecho de visita,  debería comunicar de inmediato la sentencia o decisión a la 
Autoridad Central requirente, conjuntamente con información general acerca de los plazos 
aplicables para la presentación de cualquier apelación, cuando corresp

Casos de contacto/visitas en el contexto de los Convenios de La Haya de 1980 y 
1996  

17. La Comisión Especial destaca que, en muchos Estados contratantes del Convenio de 1980, 
las solicitudes relativas al derecho de visita en virtud del artículo 21 son actualmente 

s en virtud de los Convenios de 1980 
y/o 1996 a adoptar un enfoque proactivo y práctico a efectos del ejercicio de sus respectivas 

rnacionales en materia de derecho de visita a la 
luz de estos principios.  

a solicitud, 
ando corresponda.  

stadísticas relativas al Convenio de 1980 

procesadas en la misma forma que las solicitudes de restitución.  

18. Se alienta a las Autoridades Centrales designada

funciones en los casos  internacionales en materia de visita / contacto.  
 
19. La Comisión Especial reafirma los principios establecidos en los Principios Generales y 
Guía de Buenas Prácticas sobre el Contacto Transfronterizo relativo a los Niños y alienta 
enfáticamente a los Estados contratantes de los Convenios de 1980 y 1996 a revisar, cuando 
sea necesario, sus prácticas en los casos inte

20. La Comisión Especial reconoce que en virtud del artículo 7(2) b) y del artículo 21 del 
Convenio de 1980, durante un proceso de restitución pendiente de resolución, todo Estado 
contratante requerido puede adoptar las medidas necesarias a fin de que el solicitante en el 
marco del proceso de restitución tenga contacto con el / los niño / s objeto de l
cu
 
E  

asos de restitución de La Haya.  

da el desarrollo de un cuestionario estadístico, que pueda 
completarse online, y que combine la información que actualmente se pretende obtener para 

acional de Menores) con 
la información obtenida a efectos del último análisis estadístico de casos surgidos en 2008. La 

21. La Comisión Especial reconoce el gran valor del “Análisis Estadístico de las solicitudes 
efectuadas en el año 2008 en virtud del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre 
los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores” (Doc. Prel. Nº 8), realizado 
por Nigel Lowe y Victoria Stephens, y observa un aumento en el número de solicitudes de 
restitución de La Haya, una proporción marginalmente inferior de restituciones y un aparente 
aumento en el tiempo de resolución de los c

22. La Comisión Especial reafirma la Recomendación Nº 1.14 de la reunión de la Comisión 
Especial de 2001 y la Recomendación Nº 1.1.16 de la reunión de la Comisión Especial de 2006:  
 

“Se anima a las Autoridades Centrales a mantener estadísticas precisas sobre los 
asuntos tratados en aplicación del Convenio, y hacerlas saber a la Oficina Permanente 
de forma anual, de conformidad con los formularios estándar establecidos por la Oficina 
Permanente de acuerdo con las Autoridades Centrales.”  

23. La Comisión Especial recomien

INCASTAT (la Base de datos estadísticos sobre la Sustracción Intern

Comisión Especial recomienda que la Oficina Permanente, en conjunto con ciertos Estados parte 
interesados, exploren la posibilidad de migrar información de manera automática a INCASTAT.  
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Perfil de País para el Convenio de 1980  
 
24. La Comisión Especial celebra el desarrollo del Perfil de País para el Convenio de 1980 y 
la importante mejora que implica respecto del intercambio de información entre las 
Autoridades Centrales.  
 
25. Se alienta enfáticamente a todos los Estados contratantes que aún no hayan completado 
el Perfil de País a hacerlo lo antes posible. 
 
26. La Comisión Especial recomienda que los Estados contratantes actualicen su Perfil de País 
n forma periódica a fin de garantizar que la información esté actualizada. La Oficina Permanente 

 al Convenio de 1980 o de su 
tificación.  

e
enviará un recordatorio anual a los Estados contratantes a tal efecto.  
 
27. El Perfil de País no sustituye el Cuestionario estándar para los nuevos Estados 
adherentes. Sin embargo, se alienta a todos los nuevos Estados adherentes o ratificantes a 
completar el Perfil de País lo antes posible luego de su adhesión
ra

Visitas de información y capacitación para nuevos Estados 
adherentes/ratificantes y Estados que consideran la posibilidad de 
adhesión/ratificación del Convenio de 1980  

 ofrecer al Estado en cuestión la oportunidad de visitar 
n Estado contratante del Convenio de 1980 con experiencia a fin de adquirir conocimiento y 

a lista de todos los Estados contratantes con 
experiencia que estén dispuestos a aceptar una visita semejante y, cuando un nuevo Estado 
adher o
datos de lo te (o 
interesado) a f
 
Cuestione

28. Inmediatamente después de que un Estado se convierta en Parte del Convenio de 1980 
(o, en su caso, toda vez que un Estado se esté preparando para hacerlo o haya expresado un 
marcado interés en hacerlo), se le debería
u
entendimiento relativos al funcionamiento práctico del Convenio de 1980, mediante una carta 
estándar remitida por la Oficina Permanente.  

29. La Oficina Permanente mantendrá un

ente  ratificante (o interesado) responda positivamente al ofrecimiento, suministrará los 
s Estados contratantes dispuestos a recibir al nuevo Estado adherente/ratifican

in de que los dos Estados involucrados organicen o concierten la visita.  

s de inmigración en el contexto del Convenio de 1980  

 efectos de evitar que ciertas cuestiones relativas a la inmigración obstru
 
30.  A los yan la 
restit  
competente
durante el 
viajar. Al e
existir cues
contacto de enado.  

 progenitor sustractor (no ciudadano) para regresar al Estado requirente, 
 para que una persona pueda ejercer sus derechos de visita/contacto, la Autoridad Central 

isos (visas) necesarios de parte de las 
i

 

ución del niño, y de ser posible, las Autoridades Centrales y otras autoridades 
s deberían aclarar la nacionalidad del niño y determinar tan pronto como sea posible 
procedimiento de restitución, si el niño cuenta con los documentos necesarios para 
mitir la orden de visita/contacto, los jueces deberían tener en cuenta que podrían 
tiones inmigratorias que deban resolverse antes de que pueda tener lugar el 
l modo en que se ha ord

31. Toda vez que haya algún indicio de dificultades migratorias que pudieran afectar la 
capacidad de un niño o
o
debería responder las solicitudes de información de inmediato, a fin de asistir a la persona en la 
obtención inmediata de las autorizaciones o los perm
autor dades pertinentes de su jurisdicción,. Los Estados deberían actuar con tanta celeridad 
como sea posible al momento de emitir los permisos o visas a tal efecto y deberían recalcar a 
sus autoridades nacionales de inmigración el rol esencial que tienen en el cumplimiento de los 
objetivos del Convenio de 1980.  

 
cceso a la Justicia en el contexto del Convenio de 1980A  

, en particular en el caso de los Estados que han formulado reserva 
al artículo 26 del Convenio.  

 
32. La Comisión Especial destaca la importancia de garantizar el acceso efectivo a la justicia 
de ambas partes en los procesos de visita/acceso y restitución, al igual que del niño, cuando 
corresponda. Al hacerlo, reconoce que los medios para garantizar dicho acceso efectivo pueden 
variar de un Estado a otro
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 del niño. Al hacerlo, reconoce que los medios para garantizar 

33. La Comisión Especial resalta que la dificultad de obtener asistencia judicial en primera 
instancia o en instancia de apelación o de encontrar abogados experimentados para las partes 
puede redundar en demoras y producir efectos adversos tanto para el niño como para las partes. 
Se reconoce el importante rol de la Autoridad Central a fin de ayudar al solicitante a obtener 
asistencia judicial rápidamente o a encontrar un representante legal experimentado.  
 
34. La Comisión Especial reconoce la importancia de garantizar el acceso efectivo a la justicia 
de ambas partes, al igual que del niño, cuando corresponda, en el marco del proceso de 
custodia posterior a la restitución
dicho acceso efectivo pueden variar de un Estado a otro.  
 
Violencia doméstica y familiar en el contexto del Convenio de 1980  
 
35. La Comisión Especial nota que un gran número de jurisdicciones están abordando 
asuntos de violencia doméstica y familiar como una cuestión destacadamente prioritaria, por 
ejemplo, a través de la creación de conciencia y la capacitación.  
 
6. Cuando el artículo3  13(1) b) del Convenio de 1980 es invocado con relación a situaciones 

iolencia doméstica o familiar y los posibles 
ra adecuada e inmediata, en la medida 

dar alegaciones de violencia doméstica y familiar al momento de aplicar el 

a, a fin de que considere la 
factibilidad de desarrollar una herramienta apropiada a efectos de asistir en la 

una propuesta de establecimiento de un grupo de expertos, entre los que se 

de violencia doméstica o familiar, las alegaciones de v
esgos para el niño deberían ser examinados de maneri

necesaria a los fines de esta excepción.  
 
37. La Comisión Especial confirma su apoyo a la promoción de mayor consistencia a efectos 
el modo de abord

artículo 13(1) b) del Convenio de 1980.  
 
38. La Comisión Especial consideró tres propuestas de trabajo futuro con miras a promover 
consistencia en la interpretación y la aplicación del artículo 13(1) b) del Convenio de 1980, y 
en el tratamiento de cuestiones de violencia doméstica y familiar surgidas en el marco de procesos 
de restitución en virtud del Convenio. A saber:  

(a) una propuesta que incluye, entre otros puntos, la redacción de una Guía de Buenas 
Prácticas sobre la implementación del artículo 13(1) b) (Doc. de Trab. Nº 1);  

(b) una propuesta de establecimiento de un grupo de trabajo, proveniente, en 
particular, de la Red Internacional de Jueces de La Hay

consideración de la excepción de grave riesgo de daño (Doc. de Trab. Nº 2);  

(c) 
encuentren, en particular, jueces, expertos de las Autoridades Centrales y 
expertos en la dinámica de violencia doméstica, a fin de que desarrollen principios 
o una guía de prácticas sobre la gestión de las alegaciones de violencia doméstica 
en el marco de procesos de restitución en virtud del Convenio de La Haya (Doc. 
Prel. Nº 9, párr. 151).  

 
Estas propuestas se considerarán en mayor detalle durante la Segunda Parte de la reunión de 
la Comisión Especial.  
 
Facilitar la restitución segura del niño y del progenitor acompañante, cuando 
sea pertinente (Convenios de 1980 y 1996)  

39. La Comisión Especial reconoce el valor de la asistencia prestada por las Autoridades 
Centrales y otras autoridades pertinentes en virtud de los artículos 7(2) d), e) y h) y 13 (3) 
en la obtención de información proveniente del Estado requirente, e.g., informes policiales, 
médicos e informes preparados por asistentes sociales e información acerca de las medidas 
de protección y los arreglos disponibles en el Estado de restitución.  
 
40. La Comisión Especial reconoce asimismo el valor de las comunicaciones judiciales 
directas, en particular, a través de redes judiciales, para determinar si en el Estado al que el 
niño debe ser restituido se encuentran disponibles medidas de protección para el niño y el 
progenitor acompañante.  
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 en cuenta el impacto que la violencia de un progenitor hacia el 

ecisión adoptada por el Consejo de Asuntos Generales 

41. Se observó que el Convenio de 1996 provee bases jurisdiccionales, en casos de urgencia, 
a efectos de la adopción de medidas de protección respecto del niño, y también en el marco 
de procesos de restitución en virtud del Convenio de 1980. Dichas medidas son reconocidas y 
pueden ser declaradas ejecutorias o registradas para su ejecución en el Estado al que el niño 
es restituido siempre que ambos Estados involucrados sean Parte del Convenio de 1996.  
 
42. Al momento de considerar la protección del niño en virtud de los Convenios de 1980 y 
996, se recomienda tener1

otro puede tener sobre el niño.  
 
3. La Comisión Especial celebra la d4

y Política de la Conferencia de La Haya de 2011 “de incorporar a la agenda de la Conferencia, 
el tema del reconocimiento de las medidas de protección extranjeras en materia civil 
emitidas, por ejemplo, en el contexto de casos de violencia doméstica, e instruir a la Oficina 
Permanente a que prepare una breve nota sobre el tema, para ayudar al Consejo a 
determinar si se justificaría profundizar el trabajo en la materia. La Comisión Especial 
recomienda que debería tenerse en cuenta la posible utilización de dichas medidas en el marco 
del Convenio de 1980.  
 
Derechos de custodia (Convenio de 1980)  
 
44. La Comisión Especial reafirma que los términos del Convenio tales como “derechos de 
custodia” deberían interpretarse en función de la naturaleza autónoma del Convenio y a la luz 

sión Especial toma nota de la decisión emitida en el marco del caso Abbott 
e todo derecho de visita 

recho de 

s titular de “derechos de custodia” en los términos del Convenio.  

chos Humanos (Convenio de 

de sus objetivos.  
 
45. Con relación al significado autónomo del término “derechos de custodia” en virtud del 
onvenio, la ComiC

v. Abbott, 130 S.Ct. 1983 (2010), que sustenta la opinión de qu
combinado con un derecho a determinar la residencia del niño constituye un “de
custodia” a los fines del Convenio y reconoce que constituye un aporte significativo hacia el 
logro de la consistencia a nivel internacional con respecto a su interpretación.  
 
46. La Comisión Especial reconoce la considerable utilidad del Perfil de País y de las 
comunicaciones judiciales directas para ayudar a determinar la ley del Estado de residencia 
habitual del niño a fin de establecer si el solicitante en el marco de un proceso de restitución 
e
 
Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Dere
1980)  
 
47. La Comisión Especial destaca que, en las decisiones adoptadas a lo largo de muchos años, el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha expresado un fuerte apoyo al Convenio de 1980, 
tipificado por una declaración realizada en el marco del caso Maumousseau and Washington v. 

aciones que se han expresado con 

10), en tanto podrían 

ón completa e independiente de las 

France (Nº 39388/05, ECHR 2007 XIII), según la cual el Tribunal “coincidía plenamente con la 
filosofía subyacente al Convenio de La Haya”.  
 
48. La Comisión Especial destaca las serias preocup
relación a los términos empleados por el tribunal en sus sentencias recientes dictadas en el 
marco de los casos Neulinger and Shuruk v. Switzerland (Gran Sala, Nº 41615/07, 6 de julio 
e 2010) y Raban v. Romania (Nº 25437/08, 26 de octubre de 20d

interpretarse como “requiriendo que los tribunales nacionales abandonen el enfoque rápido y 
sumario que el Convenio de La Haya contempla y se aparten de una interpretación restrictiva 
de las excepciones del artículo 13 hacia una evaluaci
cuestiones de fondo generales de la situación. (conf. Presidente del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, extrajudicialmente (Info. Doc. Nº 5)).  
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sión Especial destaca una reciente declaración extrajudicial realizada por el 
 Tribunal Europeo de Derechos Humanos (ver arriba), en la cual afirma que la 

lógica del Convenio de La Haya consiste en que todo niño que haya sido sustraído debería ser 
u

49. La Comi
residente delP

decisión emitida en el marco del caso Neulinger and Shuruk v. Switzerland no indica un cambio 
de dirección para el tribunal con competencia en materia de sustracción de niños y que la 

restit ido al Estado de su residencia habitual y es solamente allí donde su situación debería 
analizarse en su totalidad.  
 
La voz y las opiniones del niño en el proceso de restitución y otros procesos 
(Convenios de 1980 y 1996)  
 
50. La Comisión Especial celebra el apoyo abrumador de la posibilidad de brindarles a los 

s, os en el marco del 
roceso de restitución en virtud del Convenio de 1980 independientemente del hecho de que 

omisión Especial resalta la importancia de garantizar que la persona que entrevista al niño, 

51. La Comisión Especial destaca que un número creciente de Estados prevén la posibilidad 
u

) 

niño  según su edad y grado de madurez, la oportunidad de ser escuchad
p
se haya planteado una excepción en virtud del artículo 13(2). La Comisión Especial destaca 
que los Estados adoptan distintos enfoques en sus leyes nacionales acerca del modo en que 
las opiniones del niño pueden obtenerse y presentarse en el proceso. Al mismo tiempo, la 
C
ya sea el juez, un experto independiente o cualquier otra persona, debería contar con una 
formación adecuada a efectos de esta tarea, cuando sea posible. La Comisión Especial 
reconoce la necesidad para el niño de estar informado del proceso en curso y de sus posibles 
consecuencias en forma adecuada según su edad y grado de madurez.  

de q e el niño cuente con representación legal independiente en el marco de casos de 
sustracción.  
 
Guías de Buenas Prácticas (Convenios de 1980 y 1996  

 Asimismo, alienta la 

f rma de 
inv to de los Convenios.  

io de 1996 

52. La Comisión Especial reconoce el valor de todas las partes de la Guía de Buenas Prácticas 
en virtud del Convenio de 1980 y de los Principios Generales y Guía de Buenas Prácticas sobre el 
Contacto Transfronterizo en virtud de los Convenios de 1980 y 1996.
amplia difusión de las Guías. La Comisión Especial alienta a los Estados a considerar la mejor 
o difundir las Guías dentro de sus Estados y, en particular, entre las personas 

olucradas en la implementación y funcionamien
 
El Manual Práctico sobre el Conven  

anente, en consulta con expertos, 
troduzca modificaciones al Proyecto Revisado de Manual Práctico a la luz de los comentarios 

z

ionado.  

53. La Comisión Especial recibe con agrado el Proyecto Revisado de Manual Práctico sobre el 
Convenio de 1996 (Doc. Prel. Nº 4) como un documento valioso que brinda lineamientos 
beneficiosos a todas aquellas personas involucradas en la implementación y funcionamiento 
del Convenio.  

54. La Comisión Especial recomienda que la Oficina Perm
in
reali ados durante la reunión de la Comisión Especial.  

55. La Comisión Especial espera con ansias la publicación del Manual Práctico sobre el 
Convenio de 1996 luego del proceso de revisión final menc
 
INCADAT (la Base de datos sobre la sustracción internacional de niños) e 
INCASTAT: extensión al Convenio de 1996  

56. La Comisión Especial reconoce el gran valor de INCADAT y celebra que se continúe 

STAT al 
Convenio de 1996.  

 
 

explorando la posibilidad de extender INCADAT al Convenio de 1996. La Comisión Especial sugiere 
que se continúe explorando la conveniencia y la factibilidad de extender INCA
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Mediación  
 

  

58. 
virtud
Guía a la luz de las discusiones de la Comisión Especial, tomando en consideración, asimismo, 
el ase
en el 
contra
 
9. La Guía será publicada en un formato que permita actualizaciones.  

0. La Comisión Especial expresa su agradecimiento por la labor realizada por el Grupo de 

zos que ya se realizan en ciertos Estados para 
stablecer un Punto de Contacto Central de conformidad con los Principios. Se alienta a los 

tral o la designación de 
u Autoridad Central como Punto de Contacto Central. Los detalles de contacto de los Puntos 

diación y, en particular, con el apoyo de la Oficina 
Permanente, y a la luz de las discusiones de la Comisión Especial:  

 a fin de considerar una mayor elaboración de los Principios; y 
jo en  2012”  (Ver las Conclusiones y 

Recomendaciones adoptadas por el Consejo de Asuntos Generales y Políticas de la 

57. La Comisión Especial destaca los numerosos desarrollos en el uso de la mediación en el 
marco del Convenio de 1980.

La Comisión Especial celebra al Proyecto de Guía de Buenas Prácticas de Mediación en 
 del Convenio de 1980. Se solicita a la Oficina Permanente que realice revisiones de la 

soramiento de expertos. Se considerará la inclusión de ejemplos de acuerdos obtenidos 
marco de la mediación. La versión revisada será circulada entre los Miembros y los Estados 
tantes para su consulta final.  

5
 
6
Trabajo de Mediación en el marco del Proceso de Malta y celebra los Principios para el 
establecimiento de estructuras de mediación en el marco del Proceso de Malta (Doc. Prel. Nº 6).  
 
61. La Comisión Especial destaca los esfuer
e
Estados a considerar el establecimiento de tal Punto de Contacto Cen
s
de Contacto Centrales se encuentran disponibles en el sitio web de la Conferencia de La Haya.  

62. La Comisión Especial destaca el pedido del Consejo de Asuntos Generales y Políticas de 
la Conferencia de La Haya de 2011 de que el Grupo de Trabajo continúe trabajando en la 
implementación de estructuras de me

 
 “a fin de facilitar una mayor aceptación e implementación de los Principios como 

un marco básico para el avance; 

 a fin de informar todo avance al Conse

Conferencia (5-7 de abril de 2011).)  
 
Artículo 15 del Convenio de 1980  
 

oblemas, incluidas las dilaciones, que se 
identificaron en el funcionamiento del artículo 15. Recomienda que la Oficina Permanente 

Comunica

63. La Comisión Especial toma nota de los pr

considere en mayor profundidad los pasos que se puedan seguir a fin de asegurar una aplicación 
más efectiva del artículo.  
 

ciones judiciales (Convenio de 1980)  

misión Especial celebra el crecimiento extraor
 
64. La Co dinario de la Red Internacional de Jueces 
de La Haya durante el período 2006-2011 que, en la actualidad, comprende más de 65 jueces 
prove e
design  j
 
65. Asimismo, la Comisión las 
organi
judiciales  
 
66. La Co
los casos de e niños y sustracción internacional de niños.  

nient s de 45 Estados. Se alienta enfáticamente a los Estados que aún no hayan 
ado ueces de la Red de La Haya a que lo hagan.  

Especial celebra las medidas adoptadas por los Estados y 
zaciones regionales, a nivel nacional y regional con respecto al establecimiento de redes 

 y a la promoción de comunicaciones judiciales.  

misión Especial resalta la importancia de las comunicaciones judiciales directas en 
 protección internacional d
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Roles respectivos de los jueces y las Autoridades Centrales  

67. La Comisión Especial reafirma las Recomendaciones Nº 1.6.4 y 1.6.5 de la reunión de la 

, teniendo en cuenta el principio de separación de 
poderes, la relación entre jueces y Autoridades Centrales puede tomar diferentes formas.  

Autoridades Centrales a nivel nacional, bilateral y multilateral, como forma necesaria 
rrollar un mejor entendimiento de los respectivos papeles de ambas 

instituciones.”  

iciales incluidas en el Documento Preliminar Nº 3 A, sujeto 
a la revisión del documento que realice la Oficina Permanente a la luz de los debates 
surgidos en el marco de la Comisión Especial,  
 
Fundamento jurídico de las comunicaciones judiciales directas  
 
69. Cuando existan preocupaciones en algún Estado acerca del fundamento jurídico 
adecuado para las comunicaciones judiciales directas, ya sea en virtud del derecho o 
procedimiento interno, o en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes, la 
Comisión Especial invita a los Estados a adoptar las medidas necesarias a fin de garantizar 
que dicho fundamento jurídico exista.  

70. La Comisión Especial destaca que la cuestión de la conveniencia y la factibilidad de las 
normas vinculantes en esta materia, incluido el fundamento jurídico, será considerada durante 
la Segunda Parte de la Sexta Reunión de la Comisión Especial.  
 
Comunicaciones electrónicas seguras y eficientes  
 
71. La Comisión Especial destaca el trabajo exploratorio de la Oficina Permanente con respecto 
a la implementación de un proyecto piloto de comunicaciones electrónicas seguras y eficientes, en 
particular, para los miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya.  

Medidas que la Oficina Permanente deberá adoptar  

72. Con relación al trabajo futuro, la Oficina Permanente, a la luz de las observaciones 
efectuadas durante la reunión:  

(a) explorará en mayor profundidad el desarrollo de sistemas de comunicaciones 
seguros, tales como videoconferencias seguras, en particular, para los miembros  de 
la Red Internacional de Jueces de La Haya;  

(b) continuará desarrollando contactos con otras redes judiciales a fin de promover el 
establecimiento de redes judiciales regionales, al igual que la consistencia en las 
salvaguardias aplicadas con relación a las comunicaciones judiciales directas;  

(c) continuará manteniendo un inventario de las prácticas existentes relativas a las 
comunicaciones judiciales directas en los casos específicos en virtud del Convenio de 
La Haya de 1980 sobre Sustracción de Menores y con respecto a la protección 
internacional de niños; y,  

(d) redactará un breve documento informativo para los jueces relativo a las 
comunicaciones judiciales directas.  

Comisión Especial de 2006:  

“La Comisión Especial reconoce que

La Comisión Especial continúa alentando las reuniones que involucran a jueces y 

para desa

 
Reglas Emergentes y Principios Generales sobre Comunicaciones Judiciales  
 
68. La Comisión Especial brinda su respaldo general a las Reglas Emergentes y Principios 
Generales sobre Comunicaciones Jud
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El Boletín de los Jueces sobre la Protección Internacional del Niño  

73. La Comisión Especial apoya la publicación continua del Boletín de los Jueces sobre la 
Protección  Internacional del Niño y expresa su agradecimiento a LexisNexis por su colaboración 
en la publicación y distribución del Boletín.  

74. La Comisión Especial insta a realizar todo esfuerzo a fin que el Boletín esté disponible en 
idioma español y alienta a los Estados a considerar la posibilidad de brindar su apoyo a tal efecto.  

Conferencias  

75. La Comisión Especial destaca una vez más la importancia de conferencias y seminarios 
judiciales interdisciplinarios y la contribución que aportan al eficaz funcionamiento de los 
Convenios de 1980 y 1996. La Comisión Especial alienta a los Estados a brindar apoyo y 
proporcionar financiamiento continuo para dichas reuniones y para otras reuniones en apoyo a la 
aplicación consistente del Convenio.  



 

ANEXO 2: DOCUMENTO DE TRABAJO Nº 1 
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Comisión Especial sobre el 
funcionamiento práctico de los 
Convenios de La Haya de 1980 y 1996  
(1-10 de junio de 2011) 

DOC. de TRAB. Nº 1 E 

Distribución: 3 de junio de 2011 

 

Propuesta de las delegaciones de Argentina, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, 
México, Panamá, Paraguay, República Dominicana, Uruguay y Venezuela sobre 

violencia doméstica 
 
1. Los Estados parte, y en particular las Autoridades Judiciales, considerarán las 
alegaciones de violencia doméstica cuidadosamente, entendiendo que su mera argumentación 
no equivale a la excepción contenida en el artículo 13 b). 
 
2. A fin de determinar si, en el supuesto de restitución, un niño puede estar expuesto a 
una situación de grave riesgo, las pruebas presentadas serán concluyentes. Dichas pruebas se 
rendirán teniendo en cuenta los principios de urgencia y celeridad inherentes al proceso de 
restitución. 
 
3. Una vez que se méstica, ya sea con 
respecto al niño o al progenitor sustractor, el juez considerará si dichas circunstancias pueden 
exponer al niño a un peligro grave físico o psíquico. No todo incidente de violencia doméstica 
alcanzará el estándar del artículo 13 b). 
  
4. Cabe destacar que la evaluación de las pruebas y la determinación de la procedencia de 
la restitución son cuestiones exclusivas de los tribunales. 
 
5. La Comisión Especial recomienda proceder a la redacción de una Guía de Buenas 
Prácticas sobre la aplicación del artículo 13 b). 

 haya planteado la cuestión de la violencia do

 



 

ANEXO 3: DOCUMENTO DE TRABAJO Nº 2 
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Comisión Especial sobre el 
funcionamiento práctico de los 
Convenios de La Haya de 1980 y 1996  
(1-10 de junio de 2011) 

 

DOC. de TRAB. Nº 2 E & F 

Distribución: 3 de junio de 2011 

 

Propuesta de la delegación de Canadá sobre la cuestión del artículo 13 b) 
 
Reconociendo que la interpretación y la aplicación de la excepción de grave riesgo de daño es 
una cuestión atinente a las autoridades judiciales, Canadá propone – 
 
1. El establecimiento de un Grupo de Trabajo de representantes de la Red Internacional de 
Jueces de La Haya a fin de considerar la viabilidad del desarrollo de una herramienta 
adecuada que asista al momento de considerar la excepción de grave riesgo de daño. 

  
2. El Grupo de Trabajo debería contar con la asistencia de los expertos de la Autoridad 
Central y otros expertos respecto de la dinámica de la violencia doméstica y la Oficina 
Permanente debería facilitar este trabajo. 
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Comisión Especial sobre el 
funcionamiento práctico de los 
Convenios de La Haya de 1980 y 1996  
(1-10 de junio de 2011) 

 

DOC. de TRAB. Nº 3 E & S 

Distribución: 3 de junio de 2011 

 

 
Propuesta de las delegaciones de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Guatemala, 
México, Panamá, Paraguay, República Dominicana, Uruguay y Venezuela sobre 

derecho de custodia 
 
La Comisión Especial enfatiza la necesidad de tomar en cuenta el derecho vigente del Estado 
de residencia habitual del menor para dotar de contenido y sentido apropiado al concepto de 
custodia a que hace referencia el Convenio.  
 
A tales efectos, se tomará en cuenta el concepto de custodia contenido en el Artículo 1 de la 
“Ley Modelo sobre Normas Procesales para la aplicación de los Convenios sobre Sustracción 
Intern quel 
comprensivo de cia del niño – 
incluyendo su traslado al extranjero - de conformidad con la ley del Estado de su residencia 
abitual. Tal derecho puede resultar de una aplicación de pleno derecho, de una decisión 

judicial o administrativa o de un acuerdo vigente según el derecho de dicho Estado”. 
 
Tal concepto es coincidente con la interpretación brindada por la Corte Suprema de Justicia de 
Estados Unidos de América en el caso Abbot, cuya utilidad esta Comisión reconoce.  
 

acional de Niños”: “…se entiende por derecho de guarda o de custodia, a
l derecho de cuidado y a decidir sobre el lugar de residen

h
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INTRO

a Comisión Especial se reunió en el marco de importantes desarrollos alcanzados desde la 
el funcionamiento del Convenio de 1980 

elebrada en marzo de 2001:  

- P
de 66 a 76, incluyendo Estados de tres continentes, lo que indica la expansión del 
C

 
- Segund os Estados adherentes al Convenio, ya que no 

formaron parte en las negociaciones iniciales. En un número creciente de casos, ello 
o  necesidad de 
proveer asistencia técnica y capacitación.  

 
- Te

ilícitamente son actualmente las personas que ejercen el cuidado primordial del 

c

e
R
d
ta

 
Q las II bis concebido para facilitar en 
mayor medida la restitución de los niños y del cual un buen número de sus 

 por el Convenio de 1996, se puso en efecto el primero 
de marzo de 2005. Simultáneamente importantes iniciativas para promover el 

e
á

 
- Finalmente, han surgido importantes iniciativas en relación con la mediación 

r
 
CAPÍT
 
PARTE   
 
Papel d ales requirentes y requeridas en el manejo de las solicitudes  

 o 
erróneamente podría simplificarse si la Autoridad Central requirente provee una 

1.1.2 
 evaluación de 

algunas cuestiones de hecho o de derecho (por ejemplo, en relación con la 

                                                

 

DUCCIÓN  

L
última reunión de la Comisión Especial sobre 
c
 

rimero, el número de Estados contratantes al Convenio de 1980 se ha incrementado 

onvenio a nivel global.  

o, todos ellos han sido nuev

riginó cuestiones de implementación del Convenio, incluyendo la

rcero, aproximadamente 2/3 de los padres que han trasladado o retenido al niño 

menor, en su mayoría las madres; Se confirmó esta tendencia, que ya había sido 
notada por la Cuarta reunión de la Comisión Especial de 2001, la cual genera 
uestiones que no fueron previstas por los redactores del Convenio.  

 
- Cuarto, el Convenio de 1996 sobre la Protección Internacional de los Niños ha 

ntrado en vigor a nivel mundial (el primero de enero de 2002) desde de la Cuarta 
eunión de la Comisión Especial. Trece Estados son actualmente partes del Convenio 
e 1996, y otros 18 Estados han firmado el Convenio. De estos 31 Estados, 29 
mbién eran partes al Convenio de 1980* 

uinto, a nivel regional, el Reglamento de Bruse- 

disposiciones fueron inspiradas

Convenio de 1996 y sus buenas prácticas en relación con el Convenio de 1980 se 
staban llevando a cabo en América Latina, África, la región de Asia Pacífico y en el 
mbito del proceso de Malta.  

t ansfronteriza y la cooperación judicial transfronteriza directa entre jueces.  

ULO I - FUNCIONAMIENTO DEL CONVENIO DE 1980  

 I - EL PAPEL Y LAS FUNCIONES DE LAS AUTORIDADES CENTRALES

e las Autoridades Centr
 
1.1.1 El problema de los conceptos jurídicos traducidos o interpretados deficiente

reseña de la ley aplicable correspondiente a los derechos de custodia. Esta reseña 
sería en adición a la traducción o copia de las leyes pertinentes.  

En el ejercicio de sus funciones, con relación a la transmisión o aceptación de las 
solicitudes, las Autoridades Centrales deberían tener en cuenta que la

residencia habitual o la existencia de derechos de custodia) le corresponde al tribunal 
u otra autoridad que debe decidir sobre la solicitud de restitución.  

 
* Días después de celebrada la reunión de la Comisión Especial, Rumania, también Parte al Convenio de 1980, 
firmó el Convenio de 1996 el 15 de noviembre de 2006. 
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d discrecional de una Autoridad Central de rechazar, en los términos del 
artículo 27, una solicitud que sea manifiestamente infundada debe ser ejercida con 

 
Asisten
 
1.1.4 

c) la falta de recursos suficientes no debería ser un obstáculo para recibir 

cia legal gratuita o representación legal.  

.1.6. 

 
uestiones de idioma y traducción  

1.1.7 

1.1.8 utoridades Centrales, sería deseable, en 
función de las circunstancias previstas en el artículo 24, que el Estado requirente 

ales sea posible realizar la 

 

1.1.9 La C

trab r ello, se alienta a que los Estados 
contratantes provean y continúen proveyendo a las Autoridades Centrales con 

.1.10 La Comisión Especial apoya los esfuerzos dirigidos a mejorar el trabajo en red 

1.1.3 La faculta

extrema cautela.  

cia legal gratuita y representación legal  

Se enfatiza la importancia de que el solicitante tenga acceso efectivo a la asistencia 
legal gratuita y representación legal en el país requerido. El acceso efectivo implica:  

a) la disponibilidad de asesoramiento e información adecuados que tengan en 
cuenta las dificultades especiales debidas a la falta de familiaridad con el idioma 
y con los sistemas judiciales;  

 
b) la provisión de ayuda apropiada para incoar los procedimientos;  
 

representación legal apropiada. 

1.1.5. De acuerdo con el artículo 7 g), la Autoridad Central debe hacer todo lo posible para 
auxiliar al solicitante en la obtención de asisten

1 La Comisión Especial reconoce que la imposibilidad o los retrasos en la obtención 
de la asistencia legal gratuita tanto en primera instancia como en apelación, y / o 
en encontrar un abogado experimentado para las partes, pueden tener efectos 
adversos tanto para los intereses del niño como para los intereses de las partes. 
En especial, se reconoce el papel importante que tiene la Autoridad Central en 
ayudar a un solicitante a obtener asistencia legal gratuita rápidamente o para 
encontrar a un representante experimentado.  

C
 

Se recuerda a los Estados los términos del artículo 24 y la posibilidad de que un 
Estado requirente pueda enviar una solicitud en inglés o francés cuando no resulta 
posible una traducción al idioma oficial o a uno de los idiomas oficiales del Estado 
requerido.  

En lo relativo a la cooperación entre A

comunique al Estado requerido cualquier dificultad que se le presente con la 
traducción de la solicitud. La Comisión Especial invita a los Estados a considerar la 
posibilidad de concluir acuerdos por medio de los cu
traducción de la solicitud en el Estado requerido, aunque el costo sea cubierto por 
el Estado requirente.  

Intercambio de información, capacitación y trabajo en red entre Autoridades Centrales  
 

omisión Especial reconoce las ventajas y beneficios que representan para el 
funcionamiento del Convenio, el intercambio de información, el entrenamiento y el 

ajo en red entre Autoridades Centrales. Po

niveles adecuados de recursos financieros, humanos y materiales.  

1
entre las Autoridades Centrales. Se reconoce la utilidad de las llamadas en 
conferencia telefónica como forma de celebrar reuniones regionales de Autoridades 
Centrales.  
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Perfil de paí

.1.11 La Comisión Especial reconoce la importancia de contar con información sobre las 

lir con este 
objetivo. Los Estados contratantes deberían ser los únicos responsables de 

e 
perfil de país y que los Estados que representen una gama de diferentes 

rrador del perfil de país deberá ser difundido a  todos los 
Estados contratantes para que formulen sus comentarios antes de su publicación 

a Haya.  

 

.1.12 La Comisión Especial reafirma la importancia de la Recomendación 1.13 de la 

 

 

 

aya hecho valer la competencia del 

 

osible para proporcionar información sobre asistencia jurídica, 

 

 

gura de un determinado menor;  
 c)  fomentar la aplicación del artículo 21 del Convenio con la finalidad de garantizar 

un ejercicio efectivo del derecho de visita.  
 

 Se reconoció que la protección del niño puede necesitar en algunos casos que se 
tomen medidas para proteger al padre acompañante.”  

ses  
 
1

leyes nacionales y procedimientos relevantes disponibles fácilmente para todos los 
Estados, y da su apoyo al desarrollo de perfiles de país para cump

actualizar la información contenida en los perfiles de país. Se recomienda que un 
Grupo de Trabajo facilitado por la Oficina Permanente desarrolle un formulario d

experiencias, capacidades y sistemas legales se encuentren representados en el 
Grupo de Trabajo. Estos Estados son: Argentina, Australia, Bahamas, Bélgica, Brasil, 
Canadá, Chile, España, Estados Unidos de América, Francia, Portugal, Reino Unido, 
Sudáfrica y Suecia. El bo

en el sitio web de la Conferencia de L
 

Asegurar la restitución del menor sin peligro  

1
Reunión de la Comisión Especial de 2001:  

“Dentro de los límites fijados por los poderes de sus Autoridades centrales y por 
los  sistemas  de  protección  jurídica  y  social  en  sus  países,  los  Estados 
contratantes reconocen que las Autoridades centrales tienen una obligación en virtud
del artículo 7 h) de asegurarse de que los órganos de protección de la infancia estén 
alertados en determinados casos en los que la seguridad del menor se ponga en 
cuestión, de tal forma que puedan actuar para proteger el bienestar del menor en 
el momento de la restitución, hasta que se h
tribunal apropiado.  

 

Se reconoció que, en la mayoría de los casos, el interés superior del niño exige 
que los padres puedan participar en el procedimiento relativo a la custodia y ser 
escuchados. Así pues, las Autoridades centrales deberían cooperar lo más 
estrechamente p
financiera y social, así como sobre cualquier otro mecanismo de protección 
existente en el Estado requerido y facilitar el oportuno contacto con estos 
organismos en determinados casos.  

 

 Las medidas que pueden tomarse en cumplimiento de la obligación establecida  
en el artículo 7 h) de tomar o hacer tomar las medidas necesarias para la protección 
del bienestar del niño pueden incluir, por ejemplo:  

 a)  alertar a los organismos de protección o a las autoridades judiciales 
competentes en el Estado requerido de la restitución de un menor que puede 
estar en peligro;  

b)  informar al Estado requerido, a petición de éste, de las medidas y medios de 
protección susceptibles de utilizarse en el Estado requirente para asegurar la 
restitución se

 

 La Comisión Especial afirma el importante papel que puede jugar la Autoridad 
Central requirente al proveer información a la Autoridad Central requerida sobre 
los servicios o facilidades disponibles para el menor restituido o para uno de sus 
padres en el país requirente. Ello no debe retrasar indebidamente los 
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 solicitud de restitución.  

 

 
1.1.15 

l provistos en el Apéndice 3 de la Guía de Buenas 
Prácticas del Convenio de Sustracción de Menores: Parte I - Práctica de las 

 
1.1.16 

 
 

 los formularios estándar 
Autoridades Centrales.”  

recibe con agrado los resultados del proyecto 
s iChild e invita a las Autoridades Centrales a 

1.1.18 ién recibe con agrado el desarrollo de INCASTAT, la 

1.1.19 

 
1.1.20 xpresa su gratitud a los Estados miembros que han 

recibe con agrado el Estudio Estadístico de las Solicitudes 
zadas en el 2003 en aplicación del Convenio de 25 de octubre de 1980 sobre 

           

procedimientos.  

Uso de formularios estándar  
 
1.1.13 La Comisión Especial reafirma la Recomendación de la Decimocuarta Sesión de la 

Conferencia de usar el formulario estándar de

1.1.14 La Comisión Especial recomienda que la Oficina Permanente, en consulta con los 
Estados contratantes, actualice el formulario estándar de solicitud de restitución.  

La Comisión Especial alienta el uso por las Autoridades Centrales de los formularios 
modelo y listas de contro

Autoridades Centrales.  
 
Manejo de casos y seguimiento estadístico  

La Comisión Especial reafirma la Recomendación No 1.14 de la Reunión de la 
Comisión Especial de 2001:  

“Se anima a las Autoridades Centrales a mantener estadísticas precisas sobre los 
asuntos tratados en aplicación del Convenio, y hacerlas saber a la Oficina 
Permanente de forma anual, de conformidad con
establecidos por la Oficina Permanente de acuerdo con las 

1.1.17 A este respecto, la Comisión Especial 
piloto del software de manejo de caso
considerar la implementación de iChild.  

 
La Comisión Especial tamb
base de datos estadística del Convenio de 1980 e invita a todas las Autoridades 
Centrales a que realicen sus entregas estadísticas anuales a través de esta base 
estadística para lo cual se les proveerá en el corto plazo con nombres de usuarios 
y contraseñas.  

La Comisión Especial, a fin de promover la obtención de estadísticas más precisas, 
aprueba las propuestas de modificaciones1 a los Formularios de Estadísticas Anuales.  

La Comisión Especial e
apoyado, a través del Fondo Suplementario, el desarrollo de iChild e INCASTAT, 
y a la empresa WorldReach Software Corporation por su generosidad en el apoyo 
al proyecto iChild.  

1.1.21 La Comisión Especial 
reali
los Aspectos Civiles de la Sustracción  Internacional de Menores2. Expresa su 
agradecimiento a los autores del Estudio y a la Fundación Nuffield que proveyó el 
financiamiento.  

                                      
cidos en el Apéndice C del Doc. Prel. No 9, “Informe sobre el Piloto iChild y el Desarrollo de la Base de 
tadísticas sobre la Sustracción Internacional de Menores, INCASTAT - Sistemas de Tecnología en apoyo 

1 Estable
Datos Es
al Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores”, octubre de 2006. 
2 N. Lowe, E. Atkinson, K. Horosova y S. Patterson, “Estudio Estadístico de las Solicitudes Efectuadas en el 2003 
en el Marco del Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores”, Doc. Prel. No 3 de octubre de 2006. 
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PARTE
 

rte III de la Guía de 
Buenas Prácticas sobre Medidas Preventivas.  

1.2.2 ienda que la Parte III de la Guía de Buenas Prácticas 
sobre Medidas Preventivas sea ampliamente difundida particularmente entre 

 
ormulario de autorización estándar o recomendado  

1.2.3 
 de autorización estándar o recomendado en consulta con 

los Estados contratantes y en cooperación con las organizaciones internacionales 

 que este formulario no debe diseñarse para 
establecer nuevas reglas sustantivas sino para operar en los sistemas existentes. El 

ría ser ni vinculante ni obligatorio.  

Asegurar la restitución voluntaria del menor  

1.3.1 

“1.10 Los Estados contratantes deberían fomentar la restitución voluntaria del 
 deberían 

intentar siempre la restitución voluntaria del niño tal como lo prevé el artículo 

an el Ministerio fiscal o abogados 
ejercientes, o dirigiendo a las partes a un organismo especializado que proporcione 

1.11 

 
Mediaci
 
1.3.2 

 
1.3.3 

ncernientes a 
ustracción. La 

Comisión Especial toma nota de que la Oficina Permanente está llevando a cabo un 
estudio de viabilidad más general sobre la mediación transfronteriza en materia familiar, 
incluyendo la posibilidad de desarrollar un instrumento en la materia, el cual fue 

                                                

 II - MEDIDAS PREVENTIVAS  

La Guía de Buenas Prácticas sobre Medidas Preventivas  
 
1.2.1 La Comisión Especial recibe con agrado la publicación de la Pa

 
La Comisión Especial recom

gobiernos de los Estados contratantes, jueces, abogados, mediadores, oficiales de 
control de frontera, autoridades de expedición de pasaportes y otras autoridades y 
organizaciones relevantes.  

F
 

Se solicita a la Oficina Permanente que continúe explorando la viabilidad y el 
desarrollo de un formulario

pertinentes que regulan los transportes internacionales. La Comisión Especial 
reconoce que resulta necesario tener en cuenta en primer término el objetivo y el 
contenido del formulario. Se acordó

formulario no debe

PARTE III - PROMOCIÓN DE ACUERDOS  

La Comisión Especial reafirma las Recomendaciones 1.10 y 1.11 de la Reunión de la 

Comisión Especial de 2001:  

menor cuando sea posible. Se propuso que las Autoridades Centrales

7 c) del Convenio, en la medida de lo posible y cuando sea apropiado, dando 
instrucciones a los juristas implicados, ya se

un adecuado servicio de mediación. Al respecto, el papel de los tribunales es 
igualmente importante.  
 
Las medidas utilizadas para ayudar a asegurar la restitución voluntaria del niño o 
para lograr una solución amistosa no deben suponer retrasos indebidos en el 
procedimiento de restitución.”  

ón  

La Comisión Especial recibe con agrado las iniciativas y proyectos de mediación que se 
están llevando a cabo en Estados contratantes en el marco del Convenio de La Haya de 
1980, muchos de los cuales se describen el Documento Preliminar No 53. 

La Comisión Especial invita a la Oficina Permanente a que continúe manteniendo 
informados a los Estados sobre desarrollos en materia de mediación co
litigios transfronterizos sobre derecho a mantener un contacto y de s

 
3 S. Vigers, “Nota sobre el Desarrollo de la Mediación, Conciliación, y Medios Similares para Facilitar Soluciones 

re de 2006. 
Acordadas en Disputas Familiares Transfronterizas Relativas a Menores Especialmente en el Contexto del 
Convenio de La Haya de 1980”, Doc. Prel. No 5 de octub
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PARTE
 
Rapide
 
1.4.1 

special de 2001:  

ción de los Estados contratantes 
(artículo 11) de tramitar las solicitudes de restitución del menor de forma rápida, 

.  

 
3.5  La Comisión  especial pide a las autoridades judiciales que sigan rigurosamente 

imientos de restitución del niño tanto en primera 
instancia como en vía de recurso.”  

Artículo
 
1.4.2 La Comisión Especial reafirma la Recomendación 4.3 de la Reunión de la Comisión 

  sido interpretada 
eneralmente de forma restrictiva por los tribunales de los Estados contratantes, y 

den
 
PARTE V 
 
1.5.1 a Comisión Especial alienta el apoyo a los principios de buenas prácticas 

 
1.5.2 a Comisión Especial recomienda que se invite a la Oficina Permanente a redactar 

 
Doc inar No 7, tomando en consideración los debates sobre los 

in
cua ional  recibida sobre las experiencias en los Estados 

n n la asistencia de un grupo de 
(Consultor de la 

ic
Zed China - Hong Kong RAE), Peter 
Beaton (Comunidad Europea - Comisión), Mariano Banos (Estados Unidos de 

 Kaufmann (Israel), Peter Boshier (Nueva 
Zelanda), Petunia Seabi (Sudáfrica) y Ricardo Pérez Manrique (Uruguay). Antes de 

 de La Haya de 1980 para que formulen sus comentarios.  

 
 

requerido por la Comisión Especial sobre Asuntos Generales y Políticas de abril de 2006.  

 IV - PROCEDIMIENTOS PARA LA RESTITUCIÓN  

z en los procedimientos de La Haya, incluidas las apelaciones  

La Comisión Especial reafirma las Recomendaciones 3.3 a 3.5 de la Reunión de la 
Comisión E

 “3.3 La Comisión especial subraya la obliga

y recomienda que esta obligación se extienda también a los procedimientos de 
recurso

 
 3.4  La Comisión especial invita a los tribunales de primera y segunda instancia a 

fijarse plazos y a respetarlos para asegurar un tratamiento acelerado de las 
solicitudes de restitución.  

 
el desarrollo de los proced

 
 13, párrafo 1 b)  

Especial de 2001:  

“La excepción de "grave riesgo" del artículo 13, párrafo 1 b), ha
g
esto ha sido confirmado por el número relativamente reducido de solicitudes 

egadas que se fundaban en esta excepción...”.  

- EJECUCIÓN DE ÓRDENES DE RESTITUCIÓN Y CONTACTO  

L
establecidos en el Documento Preliminar No 74. 

L
un proyecto de Guía de Buenas Prácticas en materia de Ejecución basado en el 

umento Prelim
pr cipios propuestos durante la Quinta Reunión de la Comisión Especial, y 

lquier otra información adic
co tratantes. El proyecto debería completarse co
expertos. Como punto de partida, este grupo incluirá a Nigel Lowe 
Of ina Permanente), Eberhard Carl (Alemania), Irène Lambreth (Belgica), Sandra 

 Finless (Canadá), Suzanne Lee Kong Yin (

América), Markku Helin (Finlandia), Leslie

la publicación, el proyecto de Guía de Buenas Prácticas será difundido a los Estados 
miembros de la Conferencia de La Haya así como a otros Estados contratantes al 
Convenio

 

                                                 
4 A. Schulz, “Ejecución de órdenes fundadas en el Convenio de La Haya de 1980 - Hacia Principios de 
BuenasPrácticas”, Doc. Prel. No 7 de octubre de 2006. 
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.5.3 La Comisión Especial recibe con agrado el estudio legal comparativo llevado a 

ing and Exploited Children que proveyó la financiación para el estudio 

1.6.1 

cionamiento del Convenio de 1980 
ervinientes en las cuestiones de 

 
Comun
 
1.6.3 La C  Recomendaciones No 5.5 y 5.6 de la Comisión 

la c z y otra autoridad.  

n 

 
En l
e a   

 

                                                

1
cabo por la Oficina Permanente y el estudio empírico llevado a cabo por el Profesor 
Lowe sobre la ejecución de órdenes bajo el Convenio de 25 de octubre de 1980 
sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores5. Asimismo, 
expresa su agradecimiento hacia los autores de los estudios, y al International 
Centre for Miss
empírico.  

 
PARTE VI - COMUNICACIONES JUDICIALES  
 

La Comisión Especial apoya los desarrollos mencionados en el Documento Preliminar 
No 86. 

 
1.6.2 La Comisión Especial reconoce que el efectivo fun

depende del esfuerzo común de todos los int
sustracción internacional de menores, incluyendo jueces y Autoridades Centrales a 
nivel nacional e internacional.  

icaciones judiciales directas  

omisión Especial reafirma las
Especial de marzo de 2001 y subraya que las comunicaciones judiciales directas 
deben respetar las leyes y procedimientos de las jurisdicciones involucradas.  

“5.5 Se anima a los Estados contratantes a considerar la designación de uno o 
más jueces u otras personas o autoridades capaces de facilitar, a nivel internacional, 

omunicación entre jueces o entre un jue
 
5.6 Los Estados contratantes deberían fomentar de manera activa la cooperación 

judicial internacional. Esta cooperación tomaría la forma de una presencia de los 
jueces en conferencias judiciales intercambiando ideas y comunicándose co
jueces extranjeros o explicando  las posibilidades de la comunicación directa 
en casos concretos.  

os Estados contratantes en los que se practica la comunicación judicial directa, 
ceptan de forma general las siguientes garantías:s

 
- las comunicaciones deben limitarse a cuestiones logísticas y al intercambio de 

información; 
- las partes deben recibir una notificación con antelación de la naturaleza de la 

comunicación propuesta; 
- deben grabarse las comunicaciones judiciales; 
- debe obtenerse una confirmación por escrito de todo acuerdo; 
- la presencia de las partes o de sus representantes en determinados casos, por 

ejemplo a través de conferencia telefónica.”  
 
Papel de los jueces y las Autoridades Centrales  

1.6.4 La Comisión Especial reconoce que, teniendo en cuenta el principio de separación de 
poderes, la relación entre jueces y Autoridades Centrales puede tomar diferentes 
formas.  

 

 
5 A. Schulz, “Ejecución de órdenes fundadas en el Convenio de La Haya de 1980 - Un estudio legal 
comparativo”, Doc. Prel. No 6 octubre de 2006; N. Lowe, S. Patterson y K. Horosova, “Ejecución de órdenes 
fundados en el Convenio de La Haya 1980 - Un estudio empírico”, Doc. de Info. No 1 de octubre de 2006 
(solamente disponible en inglés). 
6 P. Lortie, “Informe sobre las Comunicaciones Judiciales en el Contexto de la Protección Internacional de Niños”, 
Doc. Prel. No 8 de octubre de 2006. 
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.6.5 pecial continúa alentando las reuniones que involucran a jueces y 
, como forma necesaria 
os papeles de ambas 

instituciones.  

Confere
 
1.6.6 

ultilaterales) y 

ccione
 
1.6.7 En r

reun

a) eces interesados y otras autoridades con base al 

b) 

 
c) 

 
e) 

po consultivo de expertos 
procedentes principalmente del poder judicial;  

 
1.6.8 

io de viabilidad que será preparado 
por la Oficina Permanente para el Consejo sobre Asuntos Generales y Política de la 

esarrollo de un nuevo instrumento para la 
cooperación transfronteriza relativa al tratamiento del derecho extranjero.  

El Bolet

1.6.9 

 
 

La Comisión Es1
Autoridades Centrales a nivel nacional, bilateral y multilateral
para desarrollar un mejor entendimiento de los respectiv

 
ncias judiciales  

La Comisión Especial alienta el desarrollo del modelo de conferencias para jueces 
especialistas en derecho de familia (nacionales, bilaterales y m
enfatiza la importancia de los esquemas desarrollados tanto en el ámbito regional 
como global.  

 
A s que debe llevar a cabo la Oficina Permanente  

elación con el trabajo futuro, a la luz de las observaciones efectuadas durante la 
ión, la Oficina Permanente deberá:  

continuar las consultas con ju
Documento Preliminar No 8;  

seguir desarrollando los mecanismos y estructuras prácticas de la Red 
Internacional de Jueces de La Haya;  

seguir desarrollando contactos con otras redes judiciales y promoviendo la 
creación de redes judiciales regionales; 

d) mantener un inventario de las prácticas existentes relativas a las 
comunicaciones judiciales directas en casos específicos en virtud del Convenio 
de La Haya de 1980 y en relación con la protección internacional del menor;  

estudiar la utilidad de la redacción de principios sobre comunicaciones 
judiciales directas, que podrían servir de modelo para el desarrollo de buenas 
prácticas, con el asesoramiento de un gru

 
f) explorar el desarrollo de un sistema de comunicaciones protegido para los 

miembros de la Red Internacional de Jueces de La Haya.  

La Comisión Especial nota la relación que existe entre el trabajo relativo a las 
comunicaciones judiciales directas y el estud

Conferencia, en relación con el d

 
ín de los Jueces sobre Protección Internacional del Niño  

La Comisión Especial apoya la publicación continua del Boletín de los Jueces sobre 
Protección Internacional del Niño y expresa su gratitud a LexisNexis Butterworths por 
publicar y distribuir el Boletín.  
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PARTE VII - DERECHO DE  VISITA / DERECHO A MANTENER UN CONTACTO 

O EN OTRO 
PAÍS)  

Derecho de visita / derecho a mantener un contacto transfronterizo  

1.7.1 

1.7.2 ulo 

 

b) recomienda que la Oficina Permanente continúe manteniendo informados a los 
mediación relativa a los litigios 

transfronterizos concernientes al derecho a mantener un contacto. También 

c) recomienda que la Oficina Permanente continúe examinando la manera para 
uncionamiento del artículo 21 y, a través de conferencias 

judiciales y otros medios, promover la discusión y las buenas prácticas en 

bién la experiencia de la aplicación del Convenio de 1996 y de los 

1.7.3 

y efectuar una clara distinción entre 

eubica

1.7.4 

, sino a tomar las medidas necesarias en materia 
de derecho de visita y a mantener un contacto preferentemente por acuerdo, 

.7.5 La Comisión Especial alienta todos los esfuerzos tendientes a resolver las 
e sistemas legales de manera de alcanzar, en la medida de lo 

posible, un enfoque y criterios comunes en relación con la reubicación 

           

TRANSFRONTERIZO Y REUBICACIÓN (ESTABLECIMIENT

 

 
La Comisión Especial reafirma la prioridad que se le asigna al trabajo de seguir 
mejorando la protección del derecho de visita / derecho a mantener un contacto 
transfronterizo. Se reconoce el interés que representa esta cuestión para numerosos 
Estados, incluyendo aquellos que no son partes al Convenio de 1980 y el papel 
importante que podrá tener en esta temática el Convenio de 1996.  

Reconociendo las limitaciones del Convenio de 1980, y en particular del artíc
21, la Comisión Especial: 

a) da amplio apoyo a los principios generales y buenas prácticas establecidos 
en el Documento Preliminar No 47, y recomienda que la Oficina Permanente, en 
consulta con un grupo de expertos, modifique y complete el documento a la luz 
de las discusiones generadas en la Comisión Especial y que lo prepare para su 
publicación lo antes posible;  

Estados de los desarrollos en materia de 

continuará su trabajo en un estudio de viabilidad más general sobre la 
mediación transfronteriza en materia familiar incluyendo la posibilidad de 
desarrollar un instrumento sobre la materia, tal como fue solicitado por la 
Comisión Especial sobre Asuntos Generales y Política de abril de 2006;  

 

mejorar el f

relación con los problemas relacionados con el contacto transfronterizo y la 
reubicación internacional (establecimiento en otro país) de los niños, tomando 
en cuenta tam
regímenes legales inspirados por este Convenio.  

 
La Comisión Especial reconoce la fuerza de los argumentos en favor de un 
Protocolo al Convenio de 1980 que podría en particular clarificar las obligaciones de 
los Estados partes en virtud del artículo 21 
“derechos de custodia” y “derechos de visita”. Sin embargo, se acordó que en 
este momento se le debía dar prioridad a los esfuerzos en relación con la 
implementación del Convenio de 1996.  

 
R ción (establecimiento en otro país)  
 

La Comisión Especial concluye que los padres deben ser alentados, antes de 
mudarse con los niños de un país a otro, a que no tomen acciones unilaterales 
trasladando ilícitamente a un niño

especialmente cuando uno de los padres tiene la intención de quedarse en el país 
y de no acompañar al resto de la familia.  

1
diferencias entr

(establecimiento en otro país).  

                                      
can, “Derecho de Visita Tran7 W. Dun sfronterizo. Principios Generales y Buenas Prácticas”, Doc. Prel. No 4 de 

tubre de 2006. oc
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ARTE VIII - ASEGURAR LA RESTITUCIÓN DEL MENOR SIN PELIGRO  

El uso 

1.8.1 

 la restitución del menor. Estas 
órdenes, limitadas en su alcance y duración, que abordan cuestiones de corto 

Ejecuta edidas de protección  

1.8.2 Cuando se consideran las medidas para proteger a un menor respecto del cual se 

o, se reconoce el valor de las ordenes 
de restitución segura (incluyendo órdenes “espejo”) dictadas en ese país con 

venio de 1996.  

 
1.8.3 

 
roced

 cción de un menor sobre la 

en c s, en el marco de su poder discrecional de 
iciar, suspender o archivar la causa penal.”  

erían informar al 

 
 

edida de lo permitido por las 
leyes nacionales, para que se abandonen todos los cargos contra el padre o la 
madre denunciado penalmente.  

 Las Autoridades Centrales deberían también informar al padre o la madre privado 
del niño sobre los métodos alternativos disponibles para resolver el litigio en 
forma amigable.  

 
Acceso a los procesos  
 
1.8.5 Los Estados contratantes deberían tomar medidas para remover obstáculos para la 

participación de los padres en los procesos de custodia con posterioridad a la 
restitución del menor.  

 

P

de medidas de protección  

Los tribunales en numerosas jurisdicciones consideran el uso de órdenes con 
diversos nombres, e.g., estipulaciones, condiciones, compromisos, como 
instrumentos útiles para facilitar los acuerdos para

plazo y que mantienen sus efectos solamente hasta que los tribunales en el país al 
cual el menor es restituido adopten las medidas exigidas por la situación, están en 
conformidad con el espíritu del Convenio de 1980.  

bilidad de las m

ordena su restitución (y cuando resulte apropiado al padre o madre acompañante), 
un tribunal debería considerar la ejecutabilidad de esas medidas en el país al cual el 
menor debe ser restituido. En este context

antelación a la restitución del niño, así como las disposiciones del Con
 
Posible Protocolo en relación con medidas de protección  

Se consideró positivamente la posibilidad de un Protocolo al Convenio de 1980 que 
estableciera un marco legal claro para la implementación de medidas de protección 
para asegurar la restitución del menor sin peligro (y cuando fuera necesario del 
padre o la madre acompañante). El valor potencial de un Protocolo fue reconocido 
pero no como una prioridad inmediata.  

imientos penales  P
 
1.8.4 La Comisión Especial reafirma la Recomendación 5.2 de la Reunión de la Comisión 

Especial de 2001:  

“La incidencia de actuaciones penales por la sustra
posibilidad de proceder a su restitución es una cuestión que debería poder tenerse 

uenta por las autoridades actuante
in

 La Comisión Especial subraya que las Autoridades Centrales deb
padre o la madre privado de su niño sobre las consecuencias de iniciar acciones 
penales, incluyendo los posibles efectos adversos para lograr la restitución del menor.  

En casos de restituciones voluntarias del niño al país de residencia habitual, las 
Autoridades Centrales deberían cooperar, en la m
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PARTE IX - DESARROLLOS REGIONALES  
 
1.9.1  La Comisión Especial recibe con agrado los avances efectuados por la Oficina 

Permanente en la expansión de la influencia y la comprensión de los Convenios de 
La Haya a través del Programa de América Latina, el Proyecto de África y los 
desarrollos en la Región de Asia Pacífico. Se reconoce el valor del modelo del 
Convenio de La Haya y sus principios en el uso con Estados no partes del Convenio 
de La Haya como es el caso del Proceso de Malta.  

 
1.9.2 Se expresó un fuerte apoyo al esfuerzo llevado adelante por la Conferencia de La 

Haya, a través del Proceso de Malta, para desarrollar mejores estructuras legales 
para la solución de litigios familiares transfronterizos así como entre ciertos 
Estados partes del Convenio de La Haya y ciertos Estados no partes del Convenio 
de La Haya.  

 

1.9.3 Se agradeció y consideró importante la designación del Oficial Legal de Enlace para 
América Latina y se reconoció el impacto ya detectado en el fortalecimiento del 
funcionamiento del Convenio en la Región.  

 
CAPÍTULO II - IMPLEMENTACIÓN DEL CONVENIO DE 1996  
 
2.1  La Comisión Especial recibe con agrado el hecho de que un gran número de 

Estados se encuentra en el proceso de implementación o considerando la 
implementación del Convenio de La Haya de 1996 sobre la protección de niños. 
Agradece el apoyo para este Convenio expresado por la Comunidad Europea y sus 
Estados miembros, así como los esfuerzos que se están llevando a cabo para 
asegurar la obtención a corto plazo torización para todos estos Estados de 
formar parte del Convenio. La C  también agradece el hecho de que 

sible 

 
2.2  La Comisión Especial invita a la Oficina Permanente, en consulta con los Estados 

miembros de la Conferencia de La Haya y Estados contratantes a los Convenios de 
1980 y 1996, a comenzar los trabajos preparatorios para el desarrollo de una guía 
práctica para el Convenio de 1996 que debería:  

a) aconsejar sobre los factores a ser considerados en el proceso de implementación 
del Convenio en la ley nacional; y,  

 
b) ayudar a explicar la aplicación práctica del Convenio.  

 
2.3  Reconociendo las limitaciones del Convenio de 1980, y en particular del artículo 

21, la Comisión Especial recomienda que la Oficina Permanente continúe haciendo 
todos los esfuerzos para asistir a los países en sus estudios sobre el Convenio de 
1996 y a promover su amplia ratificación. Ello se aplica tanto a los Estados que son 
partes al Convenio de 1980 como a los que no lo son. 

 

 de la au
omisión Especial

varios Estados Americanos estén estudiando el Convenio con miras a su po
ratificación o adhesión.  
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Consideraciones adicionales relativas a la restitución del menor  
sin peligro 
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Considerando que los intereses del menor son de importancia primordial para todas las 
cuestiones relativas a la custodia y para proteger a los menores de los efectos 
perjudiciales de los traslados o retenciones ilícitas, y para garantizar la restitución del menor 
sin peligro, resulta importante mejorar los procedimientos establecidos para estos 
propósitos;  

La Comisión Especial considera que las disposiciones del Convenio de 25 de octubre de 
1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores permiten que, 
cuando fuera apropiado en un caso particular, se tomen medidas para - 
 
1. intentar a través de la mediación o conciliación la restitución voluntaria del menor o 

la solución amigable de los litigios, en forma que no se retrase la restitución del 
menor; 

 
2. proveer la oportunidad para que el menor sea escuchado, salvo que ello resulte 

inapropiado teniendo en cuenta la edad o el grado de madurez del menor; 
 
3. garantizar el ejercicio de los derechos de visita y de contacto, cuando fuere 

apropiado, durante los procedimientos relativos a la solicitud de restitución del 
menor; 

 
4. permitir o requerir a las autoridades correspondientes que colaboren para garantizar 

el acceso a la información pertinente disponible en los Estados involucrados;  
 
5. proteger al menor una vez restituido y preguntar en particular sobre las medidas 

que las autoridades competentes del Estado de la residencia habitual del menor, 
inmediatamente antes del traslado o la retención, pueden tomar para la protección 
del menor después de ser restituido;  

 
6. informar a las autoridades competentes del Estado en el que el menor era residente 

habitual, inmediatamente antes del traslado o la retención, sobre los 
procedimientos de la solicitud de restitución y sobre cualquier decisión que se tome 
a este respecto en el Estado donde se encuentra el menor;  

 
7. asistir en la implementación de medidas de protección, aprobadas por las 

autoridades en el Estado requirente, para proveer la protección del menor, y si fuera 
necesario, al padre o madre que trasladó o retuvo al menor, una vez que se 
produce la restitución;  

 
8. en caso de ser requerido, informar a la Autoridad Central del Estado donde se ordenó 

la restitución sobre la decisión de fondo del derecho de custodia, dictada tras la 
restitución, en la medida que ello sea permitido por la ley del Estado donde se dictó 
dicha orden.  
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